
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 1/2020 (10a.) 
 
 
DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. EN CONTRA DE LA 
RESOLUCIÓN QUE LO DECRETA, AUN SIN RESOLVER LA 
TOTALIDAD DE LAS CUESTIONES INHERENTES AL MATRIMONIO, 
PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO (LEGISLACIONES DE LA 
CIUDAD DE MÉXICO, COAHUILA Y AGUASCALIENTES). El juicio de 
divorcio sin expresión de causa es un proceso en el que se ventilan dos 
pretensiones, a saber: la disolución del vínculo matrimonial y la regulación 
de las consecuencias inherentes a ésta. Ahora bien, cuando las leyes 
locales que lo regulan, admiten la posibilidad de escisión, siempre que se 
actualicen ciertos supuestos, el proceso iniciado en común puede culminar 
con más de una sentencia definitiva y no sólo con una en la que se decida 
la totalidad del litigio. En el caso del juicio en cuestión, la resolución que 
decreta el divorcio concierne a la controversia principal, por lo que 
materialmente es una sentencia definitiva, independientemente de las 
alusiones o denominaciones formales con las que se refiera a ella el 
legislador, en contra de la cual procede el juicio de amparo directo en 
conformidad con el artículo 170 de la Ley de Amparo, ante un Tribunal 
Colegiado de Circuito, y no el juicio de amparo indirecto ante un Juez de 
Distrito. 
 
Contradicción de tesis 104/2019. Entre las sustentadas por el Décimo 
Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Pleno del 
Octavo Circuito y el Pleno del Trigésimo Circuito. 21 de noviembre de 2019. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Mireya 
Meléndez Almaraz.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito al resolver el juicio de amparo directo 244/2019, en el que 
sostuvo que la resolución que únicamente decreta la disolución del vínculo 
matrimonial en el juicio de divorcio por manifestación unilateral de la 
voluntad tiene la naturaleza jurídica de una sentencia definitiva, en contra 
de la cual procede el juicio de amparo directo, en términos de los artículos 
170 de la Ley de Amparo y 37, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación. 
 
El sostenido por el Pleno del Octavo Circuito, al resolver la contradicción de 
tesis 3/2016, que dio origen a la tesis jurisprudencial PC. VIII. J/5 C (10ª), 
de rubro: “DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA O INCAUSADO, 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 362 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA (DEROGADO). CONTRA LA 
RESOLUCIÓN QUE LO DECRETA, PREVISTA EN EL NUMERAL 582, 
FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL PARA ESA ENTIDAD 
FEDERATIVA (DEROGADO), SIN RESOLVER LAS DEMÁS 
CUESTIONES INHERENTES AL MATRIMONIO, ES IMPROCEDENTE EL 
JUICIO DE AMPARO DIRECTO.”, publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 41, Abril de 2017, Tomo II, 
página 1353, con número de registro digital 2014149, y 



 

 

El sustentado por el Pleno del Trigésimo Circuito al resolver la contradicción 
de tesis 6/2016, que dio origen a la tesis jurisprudencial PC.XXX. J/18 C 
(10ª.), de rubro: “DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. LA 
RESOLUCIÓN QUE LO DECRETA SIN APROBAR EN SU TOTALIDAD EL 
CONVENIO QUE REFIERE EL ARTÍCULO 289 DEL CÓDIGO CIVIL DEL 
ESTADO DE AGUASCALIENTES, NO ES DEFINITIVA, POR LO QUE EN 
SU CONTRA ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO.”, 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 41, Abril de 2017, Tomo II, página 1256, con número de 
registro digital 2014148. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada 
de quince de enero de dos mil veinte. Ciudad de México, a quince de 
enero de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 2/2020 (10a.) 
 
 
ALIMENTOS. LA RETENCIÓN DE UN PORCENTAJE O MONTO DEL 
SALARIO DEL DEUDOR ALIMENTICIO COMO PAGO DE LA PENSIÓN, 
NO PUEDE CONSIDERARSE UNA GARANTÍA PARA ASEGURAR SU 
CUMPLIMIENTO Y, POR ENDE, DEBE CONSTITUIRSE UNA PARA ESE 
OBJETO (LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE MÉXICO Y 
QUERÉTARO). El artículo 4o. constitucional tutela, entre otros, el derecho 
a recibir alimentos, el cual es reconocido por diversas legislaciones locales, 
entre ellas, los Códigos Civiles de los Estados de México y de Querétaro, 
en los cuales se establece no sólo dicha obligación, sino el deber de 
asegurar su cumplimiento mediante el otorgamiento de una garantía, que 
puede ser alguna de las establecidas en la ley –hipoteca, prenda, fianza, 
depósito– o una diversa, siempre que sea análoga, de conformidad con lo 
sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 8/2012 (10a.). Ahora bien, en los casos 
en que se condena al pago de alimentos, una forma de obtener el 
cumplimiento oportuno de la obligación es mediante la retención de un 
porcentaje o monto del salario del deudor equivalente a la pensión en favor 
del acreedor; sin embargo, dicha retención no puede considerarse una 
garantía para asegurar el cumplimiento de la obligación, pues el mismo 
monto no puede tener una doble naturaleza: objeto indirecto de la obligación 
y a su vez garantía, por lo cual debe constituirse una de las enumeradas en 
la ley, o una diversa de naturaleza análoga, que resulte suficiente para 
asegurar el pleno cumplimiento de la obligación, ya que mediante los 
alimentos se cubren cuestiones indispensables para el pleno desarrollo de 
la persona y, por ende, resultan necesarios para la plena eficacia de 
diversos derechos fundamentales, como la vida misma, el derecho a la 
salud, a la vivienda digna y a la educación. 
 
Contradicción de tesis 228/2019. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo 
Circuito y Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo 
Circuito. 30 de octubre de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía 
Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Liliana Hernández 
Paniagua.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y 
Civil del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 645/2018, 
en el que consideró que en aquellos juicios en los que se fije una pensión 
alimenticia y se decrete el embargo de una parte del salario del deudor 
alimentario, sí es necesario que se establezca una garantía conforme al 
artículo 302 del Código Civil del Estado de Querétaro, a efecto de fijar una 
garantía ya sea mediante hipoteca, prenda, fianza o depósito, en caso de 
que el pago de la pensión alimenticia no pueda aplicarse por diversos 
motivos de separación o cambio de trabajo del deudor alimentario, entre 
otros, y 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo 
Circuito al resolver el amparo directo 1328/1998, que dio origen a la tesis 



 

 

aislada II.2o.C.175 C, de rubro: “ALIMENTOS, ASEGURAMIENTO DE 
LOS. SE GARANTIZA CON EL EMBARGO PARCIAL DEL SUELDO DEL 
DEUDOR ALIMENTISTA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
MÉXICO).”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo IX, junio de 1999, página 927, con número 
de registro digital: 193800. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 8/2012 (10a.) citada, se publicó en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro X, 
Tomo 1, julio de 2012, página 599, con número de registro digital: 2001064, 
de rubro: “ALIMENTOS. SU GARANTÍA RESULTA INSUFICIENTE 
MEDIANTE LA SUSCRIPCIÓN DE PAGARÉS (LEGISLACIONES DEL 
ESTADO DE MÉXICO Y DEL DISTRITO FEDERAL).”. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada 
de quince de enero de dos mil veinte. Ciudad de México, a quince de 
enero de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 3/2020 (10a.) 
 
 
COSTAS POR CONDENA EN SENTENCIAS CONFORMES DE TODA 
CONFORMIDAD. NO SE CONFIGURA ESA HIPÓTESIS LEGAL 
CUANDO SE CONFIRMA EN APELACIÓN UN AUTO QUE DECLARÓ LA 
CADUCIDAD DE LA PRIMERA INSTANCIA (CÓDIGO DE COMERCIO Y 
LEGISLACIÓN PROCESAL CIVIL DEL ESTADO DE BAJA 
CALIFORNIA). Cuando se confirma en apelación la resolución dictada 
dentro del proceso que puso fin a un juicio por haber operado la caducidad 
de la primera instancia, no se actualiza la hipótesis legal que ordena la 
condena en costas de ambas instancias por existir dos sentencias 
conformes de toda conformidad; dado que la resolución que declaró la 
caducidad en primera instancia, aun cuando pone fin al juicio, no es, ni 
puede equipararse para efecto de la condena en costas, a una sentencia. 
En efecto, los artículos examinados (1084, fracción IV, del Código de 
Comercio, en relación con el 220 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de aplicación supletoria en materia mercantil; y 79 y 141, fracción 
VII, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Baja California), 
establecen en lo conducente y de manera sustancial, que: 1.- Procede la 
condena en costas por ambas instancias, cuando una parte fuere 
condenada por dos sentencias adversas conformes de toda conformidad, 
sin tomar en cuenta la declaración de costas de primera instancia; y 2.- Que 
entre las resoluciones judiciales, son sentencias las que deciden el fondo 
del negocio, en cuanto a que no se limitan a decidir sobre algún punto del 
litigio o sobre algún incidente. Ahora bien, cuando un auto decide la 
caducidad de la primera instancia del juicio, no se decide el negocio 
principal, por lo que tal resolución no puede equipararse a una sentencia 
definitiva en su connotación material; además, cuando se decide poner fin 
al juicio por caducidad dentro del curso de procedimiento, la decisión no se 
emite en el momento procesal que corresponde a la sentencia definitiva, ni 
cumple con las formalidades y denominación expresa de que se trata de 
una sentencia definitiva, por lo que tampoco puede equipararse a una 
sentencia en su connotación formal. Entonces, ese tipo de auto resulta 
inepto para actualizar la hipótesis normativa en materia de costas que 
establece que procede la condena cuando una parte fuere condenada por 
dos sentencias adversas conformes de toda conformidad, sin tomar en 
cuenta la declaración de costas de primera instancia; pues el auto de 
caducidad no es, ni puede equipararse, a una “sentencia definitiva”, ni en 
su connotación material, ni en su connotación formal; sino que constituye 
un auto o decisión judicial de tipo interprocesal, el que además, puede 
catalogarse de definitivo porque pone fin al procedimiento. 
 
Contradicción de tesis 276/2018. Entre las sustentadas por el Cuarto 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Décimo Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 27 de marzo de 2019. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: 
Norma Lucía Piña Hernández y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Luis 
María Aguilar Morales. Secretario: Alejandro Manuel González García.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 167/2018, en el que determinó que de 
conformidad con el artículo 141, fracción VII, del Código de Procedimientos 



 

 

Civiles para el Estado de Baja California la condena a costas no puede 
hacerse extensiva tratándose del auto que confirma la resolución que 
decretó la caducidad de la instancia, lo anterior en virtud de que constituye 
un auto definitivo y no una sentencia, no obstante que haya dado por 
terminado el juicio sin analizar las pretensiones de las partes, y 
 
El sustentado por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 761/2012, que dio 
origen a la tesis aislada I.11º. C 18 C (10a.), de rubro: “COSTAS. PROCEDE 
SU CONDENA CUANDO LA AD QUEM CONFIRMA RESOLUCIONES 
EMITIDAS EN FORMA DE AUTOS QUE PONEN FIN AL JUICIO.”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 3, página 1981, con número de 
registro digital 2003010. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada 
de quince de enero de dos mil veinte. Ciudad de México, a quince de 
enero de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 4/2020 (10a.) 
 
 
CONCURSO IDEAL DE DELITOS. SE ACTUALIZA CUANDO SE 
COMETEN SIMULTÁNEAMENTE LOS ILÍCITOS DE POSESIÓN DE 
CARTUCHOS, SANCIONADO POR LA FRACCIÓN I Y DE POSESIÓN DE 
CARTUCHOS, SANCIONADO POR LA FRACCIÓN II, AMBOS DEL 
ARTÍCULO 83 QUAT DE LA LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y 
EXPLOSIVOS. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha sostenido que para la actualización de un concurso ideal de 
delitos es necesario que la pluralidad de conductas integre una verdadera 
unidad delictiva. La unidad delictiva se manifiesta cuando entre las 
conductas existe una relación de interdependencia en tanto, dada su forma 
de materialización o momento de consumación, implican conductas 
indisociables. De ahí que configura un concurso ideal de delitos la 
actualización simultánea de los delitos de posesión de cartuchos, 
sancionados por la fracción I y por la fracción II del artículo 83 Quat de la 
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos. A pesar de que la posesión 
coetánea de uno y otro tipo de cartuchos actualiza los supuestos de ambos 
tipos penales con una sanción diferenciada, existe una unidad delictiva que 
revela ser un acto de exteriorización de una conducta única. En ese sentido, 
por la forma de su comisión y el momento de su consumación, se trata de 
conductas que no pueden disociarse y que, además, impactan en la puesta 
en peligro del mismo bien jurídico tutelado, que es la seguridad pública. 
 
Contradicción de tesis 175/2019. Entre las sustentadas por el Cuarto 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con 
residencia en Guadalajara, Jalisco, actualmente Séptimo Tribunal en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito, Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Tercer Circuito, Tercer Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Quinto Circuito, Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Cuarto Circuito y Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Noveno Circuito. 6 de noviembre de 2019. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Luis María Aguilar 
Morales. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretario: Mauro Arturo Rivera León.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El  emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado del Centro Auxiliar de la Tercera 
Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, actualmente Séptimo 
Tribunal en Materia Administrativa del Tercer Circuito, en auxilio del Primer 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el juicio de 
amparo directo 11/2015 (cuaderno auxiliar 223/2015), en el que determinó 
que fue legal la interpretación de la autoridad responsable respecto a la 
actualización del concurso ideal de delitos (posesión de cartuchos de uso 
exclusivo del ejército y posesión de cartuchos), ya que la quejosa intervino 
simultáneamente en la comisión de dos delitos, mediante la realización de 
una sola conducta. Ello, porque al haber poseído, en un mismo momento y 
lugar, cartuchos de diferentes calibres, de uso exclusivo del Ejército, 
Armada y Fuerza Aérea Mexicana (pero sancionados por diversas 
fracciones del artículo 83 Quat de la Ley Federal de Armas de Fuego y 
Explosivos), operó el concurso ideal de delitos. 
 



 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Tercer Circuito al resolver el juicio de amparo directo 203/2010, en el que 
estimó correcta la individualización de la pena, puesto que corresponde al 
grado mínimo de culpabilidad, en razón de la aplicación de las reglas del 
concurso ideal de delitos. 
 
El sostenido por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Noveno Circuito, 
al resolver el juicio de amparo directo 211/2018, en el que determinó que, 
no era aplicable la jurisprudencia 1ª. /J. 84/2012 (10ª.), ya que las conductas 
punibles de posesión de cartuchos para armas de fuego de uso exclusivo 
del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Mexicana se prevén en fracciones 
distintas y con penalidades diferenciadas, por lo que entre ellos operaba un 
concurso real. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada 
de quince de enero de dos mil veinte. Ciudad de México, a quince de 
enero de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 5/2020 (10a.) 
 
 
POSESIÓN DE ARMA DE FUEGO DE USO EXCLUSIVO DEL EJÉRCITO, 
ARMADA Y FUERZA AÉREA. SE ACTUALIZA ESTE DELITO CUANDO 
UNA PERSONA LA TIENE O LA LLEVA CONSIGO EN EL INTERIOR DE 
SU DOMICILIO. El artículo 10 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos desde su origen distingue la posesión de armas de la 
portación de armas y, en su texto vigente, prevé el derecho de los habitantes 
de la República Mexicana a poseer armas en el domicilio, con un propósito 
de seguridad y legítima defensa; quedando exceptuado del ejercicio de ese 
derecho la posesión de armas prohibidas por la ley federal, así como las 
reservadas para el uso exclusivo de la Fuerza Armada Permanente y de los 
cuerpos de reserva. Además, prevé que podrá autorizarse a los habitantes 
la portación de armas en los casos, condiciones y lugares que determine la 
citada ley federal. Así, de conformidad con la Constitución y con la Ley 
Federal de Armas de Fuego y Explosivos (ley reglamentaria de la materia), 
para determinar si se actualiza el delito de posesión, o bien, el de portación 
de arma de fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada o Fuerza Aérea, es 
de trascendencia el lugar en que se tenga el arma de fuego, de manera que 
la posesión se dará cuando una persona la tiene o la lleva consigo en el 
interior de su domicilio, mientras que la portación será cuando la tiene o la 
lleva consigo fuera del domicilio. En esas condiciones, atento al principio de 
exacta aplicación de la ley penal previsto en el artículo 14 constitucional, el 
delito de posesión de arma de fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada 
y Fuerza Aérea se actualiza cuando una persona es sorprendida con un 
arma de esas características en su domicilio, pero no se configura el delito 
de portación de esa arma, precisamente porque la tenencia se da dentro de 
su domicilio, sin que sea relevante que el arma de fuego sea de uso 
exclusivo de las fuerzas armadas, pues si bien la posesión no puede 
considerarse amparada bajo la previsión del artículo 10 referido, lo cierto es 
que las características del arma no varían la acción de posesión que dará 
lugar a la conducta delictiva. 
 
Contradicción de tesis 264/2019. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Décimo Segundo Circuito y el Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito, actual Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito. 30 de 
octubre de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Segundo 
Circuito, al resolver el amparo directo 14/2019, en el que determinó que, de 
conformidad con el criterio sostenido por la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 1a./J. 117/2008, cuando 
el sujeto activo es detenido en el interior de su domicilio con un arma de 
fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, únicamente se 
configura el delito de posesión de arma de fuego de uso exclusivo y no el 
de portación de dicho artefacto bélico, y 
 



 

 

El sustentado por el entonces Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 166/2014, que dio 
origen a la tesis aislada XVI.P.5 P (10a.), de título y subtítulo: “PORTACIÓN 
DE ARMA DE FUEGO DE USO EXCLUSIVO DEL EJÉRCITO, ARMADA O 
FUERZA AÉREA. EL HECHO DE QUE EL SUJETO ACTIVO PORTE Y 
ACCIONE UN ARMA DE ESTE TIPO DENTRO DE SU DOMICILIO, NO ES 
OBSTÁCULO PARA QUE SE ACREDITE DICHO DELITO.”, publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 12 de septiembre de 
2014 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 10, Tomo III, septiembre de 2014, página 
2516, con número de registro digital: 2007440. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada 
de veintidós de enero de dos mil veinte. Ciudad de México, a veintidós 
de enero de dos mil veinte. Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL 6/2020 (10a.) 
 
 
USURA. CUANDO CON MOTIVO DE UN CRÉDITO O PRÉSTAMO DE 
DINERO SE DEVENGAN SIMULTÁNEAMENTE INTERESES 
ORDINARIOS Y MORATORIOS, SU ANÁLISIS DEBE REALIZARSE 
RESPECTO DE CADA TIPO DE INTERÉS EN LO INDIVIDUAL Y NO 
MEDIANTE LA SUMATORIA DE AMBAS TASAS. La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la contradicción de tesis 
350/2013, al analizar el artículo 21, apartado 3, de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, precisó que la usura, como una forma de 
explotación del hombre por el hombre y como fenómeno contrario al 
derecho humano de propiedad, se actualiza cuando una persona obtiene 
en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de otra, un interés 
excesivo derivado de un préstamo. Por otra parte, en la contradicción de 
tesis 294/2015, consideró que cuando en uso de la libertad contractual se 
celebra un préstamo documentado en un título de crédito denominado 
pagaré, las partes tienen derecho a pactar el pago de intereses, los cuales 
pueden ser ordinarios y/o moratorios, los que si bien gozan de naturaleza 
jurídica distinta, se vinculan al préstamo y, cuando se generan, representan 
un provecho en favor del acreedor que repercute directa y 
proporcionalmente en la propiedad del deudor, por lo que la prohibición de 
la usura aplica tanto para los intereses ordinarios como para los moratorios. 
Ahora bien, dicha prohibición de la usura para intereses ordinarios como 
para intereses moratorios implica que, cuando con motivo de un crédito o 
préstamo de dinero ambos intereses se devenguen simultáneamente, el 
análisis de la usura debe realizarse respecto de cada tipo en lo individual, 
no así mediante la sumatoria de ambas tasas de interés. Lo anterior, pues 
los intereses ordinarios, consisten en el rédito o ganancia que produce o 
debe producir el dinero prestado, esto es, el precio pagado por el uso del 
propio dinero, de manera que su naturaleza jurídica consiste en la obtención 
de una cantidad como ganancia, por el simple hecho de que una persona 
dio a otra una cantidad de dinero que éste necesitaba para satisfacer sus 
propias necesidades, por ello se afirma que al momento de regresar el 
dinero prestado, es cuando cesa la obligación del deudor de cubrir los 
intereses respectivos. Por su parte, los intereses moratorios, consisten en 
la sanción que debe imponerse por la entrega tardía del dinero, de acuerdo 
con lo pactado o lo establecido en la norma legal; de modo que si no se 
entrega el dinero prestado en la fecha estipulada, surge el derecho del titular 
del dinero para que se le sancione al deudor por su incumplimiento, 
imponiéndole una carga por su mora, carga ésta que generalmente es una 
cantidad en numerario. Por ende, de acuerdo a su naturaleza jurídica, los 
intereses moratorios son provenientes del incumplimiento en el pago del 
préstamo. Ahora, conforme a las reglas de la lógica formal, sólo es factible 
sumar o restar términos o elementos semejantes; y si bien es cierto los 
intereses ordinarios y los moratorios reciben la denominación de “intereses”, 
ambos se vinculan al préstamo y, cuando se generan, representan un 
provecho en favor del acreedor que repercute directa y proporcionalmente 
en la propiedad del deudor, también lo es que su distinta naturaleza y 
finalidad previamente referidas impiden que las tasas respectivas se sumen 
pues no corresponden a elementos similares. Por ende, los intereses 
ordinarios y los intereses moratorios no deben sumarse como si fueran 
elementos análogos para efectos del estudio de la usura, pues hacerlo 
implicaría incurrir en la falacia de la falsa analogía o equivalencia, la cual 
consiste en realizar una afirmación mediante la comparación de elementos 



 

 

que, si bien pueden parecer similares, en la realidad distan de serlo. 
 
Contradicción de tesis 220/2019. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en Culiacán, Sinaloa y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Décimo Primer Circuito. 21 de noviembre de 2019. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ausente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Melesio Ramos Martínez.   
 
Nota: La citada contradicción de tesis 350/2013, dio origen a las tesis de 
jurisprudencia 1a./J. 47/2014 (10a.) y 1a./J. 46/2014 (10a.), de rubros: 
“PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES 
PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE 
LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES 
NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA 
PRUDENCIALMENTE.” y “PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE 
CRÉDITO, PERMITE A LAS PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE 
INTERESES CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO SEAN 
USURARIOS. INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN 
[ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 132/2012 (10a.) Y DE LA 
TESIS AISLADA 1a. CCLXIV/2012 (10a.)].”, publicadas en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 7, junio de 2014, 
Tomo I, páginas 402 y 400, con números de registro digital: 2006795 y 
2006794, respectivamente.   
 
Nota: De la mencionada contradicción de tesis 294/2015, derivó la tesis de 
jurisprudencia 1a./J. 54/2016 (10a.), de rubro: “USURA. SU PROHIBICIÓN 
APLICA TANTO PARA LOS INTERESES ORDINARIOS COMO PARA LOS 
MORATORIOS PACTADOS EN UN PAGARÉ.”, publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 36, noviembre 
de 2016, Tomo II, página 883, con número de registro digital: 2013076.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 165/2015 que dio origen a la 
tesis aislada III.2o. C. 55 C (10a.), de rubro: “PAGARÉ. LOS INTERESES 
ORDINARIOS Y MORATORIOS PACTADOS EN ÉL PUEDEN COEXISTIR 
Y DEVENGARSE SIMULTÁNEAMENTE, SIEMPRE Y CUANDO NO 
CONSTITUYAN, CONJUNTAMENTE, UN INTERÉS USURARIO, PUES 
AMBOS INCIDEN EN EL DERECHO HUMANO DE PROPIEDAD 
[INTERPRETACIÓN DE LAS JURISPRUDENCIAS 1a./J. 29/2000, 1a./J. 
46/2014 (10a.) Y 1a./J. 47/2014 (10a.), ASÍ COMO DEL ARTÍCULO 21, 
NUMERAL 3, DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS 
HUMANOS].”; publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 40, Marzo de 2017, Tomo IV, página 
2789, con número de registro digital 2013846. 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito del 



 

 

Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa en 
apoyo del Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del 
Décimo Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 228/2017 (cuaderno 
auxiliar 557/2017), que dio origen a la tesis aislada (V REGIÓN) 1o.3 C 
(10a.), DE RUBRO: “USURA. EL JUZGADOR DEBE ANALIZAR SI LA 
GENERACIÓN SIMULTÁNEA DE LOS INTERESES ORDINARIOS Y 
MORATORIOS PUEDE CONSTITUIR UN INTERÉS USURARIO Y, EN SU 
CASO, REDUCIRLOS PRUDENTEMENTE, CONFORME A LAS 
DIRECTRICES ESTABLECIDAS POR LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN EN LAS TESIS DE 
JURISPRUDENCIA 1a./J. 46/2014 (10a.) Y 1a./J. 47/2014 (10a.).”; 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 50, Enero de 2018, Tomo IV, página 2347, con número de 
registro digital 2015943. 
 
El sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito, al resolver el amparo directo 421/2017 que dio origen a la tesis 
aislada VII.2o.C.136 C (10a.), de rubro: “USURA. PARA ESTABLECER SU 
EXISTENCIA INDICIARIA, DEBEN CONSIDERARSE EN FORMA 
CONJUNTA LAS TASAS DE INTERESES ORDINARIOS Y MORATORIOS, 
CONVENIDAS ENTRE LAS PARTES.”; publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 52, Marzo de 
2018, Tomo IV, página 3557, con número de registro digital 2016414, y 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo 
Primer Circuito, al resolver los juicios de amparo directo 490/2017, 
640/2017, 945/2017, 1011/2017 y 1020/2018, en los que determinó que 
para calcular las tasas de intereses ordinarios y moratorios, pactados por 
las partes y decidir si éstas son usurarias, deben analizarse de manera 
separada, ya que obedece a circunstancias distintas, una derivada del 
préstamo y la otra del incumplimiento en el pago de la suma prestada 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada 
de veintidós de enero de dos mil veinte. Ciudad de México, a veintidós 
de enero de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 7/2020 (10a.) 
 
 
TERCERO INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO EN SU CALIDAD 
DE VÍCTIMA DEL DELITO. SI MUERE SIN HABER DESIGNADO 
REPRESENTANTE, LOS TRIBUNALES DE AMPARO DEBEN 
SUSPENDER EL PROCEDIMIENTO, REALIZAR LAS DILIGENCIAS 
PERTINENTES Y NOTIFICAR A LA SUCESIÓN A TRAVÉS DE SU 
REPRESENTANTE O ALBACEA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 16 DE 
LA LEY DE LA MATERIA. Cuando un tercero interesado, en su calidad de 
víctima de un delito reconocida en el proceso penal, fallece sin 
representación durante la sustanciación del juicio de amparo promovido por 
el inculpado, los tribunales de amparo (directo o indirecto) deben suspender 
el juicio, realizar las diligencias pertinentes y notificar a la sucesión a través 
de su representante o albacea, en términos del artículo 16 de la Ley de 
Amparo, toda vez que si se llega a demostrar la plena responsabilidad del 
quejoso (imputado) en la comisión del delito estaría obligado a reparar el 
daño causado a las víctimas, lo que constituye un derecho susceptible de 
heredarse. En estas situaciones, siempre que no se trate de derechos 
estrictamente personales, la ley de la materia garantiza que se protejan en 
el juicio los intereses de la sucesión, y se proteja la masa hereditaria de 
quien funge como parte en el juicio de amparo y los derechos de los 
herederos y legatarios, los cuales puede que no reúnan la calidad de víctima 
indirecta del delito o no sean familiares del difunto. No actuar de esa forma 
traería como consecuencia que con motivo de la muerte de un tercero 
interesado reconocido con ese carácter en el juicio de amparo por ser la 
víctima u ofendido en la causa penal, sea sustituido por otra persona que 
pudiera tener esa misma calidad de víctima, pero que no le haya sido 
reconocida en la instancia constitucional, dejando con ello en estado de 
indefensión a los posibles herederos o legatarios de aquél que ya tenía la 
calidad de parte en el juicio de amparo, en clara violación de sus derechos 
y del principio de seguridad jurídica. 
 
Contradicción de tesis 130/2019. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 16 de octubre de 2019. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Santiago José Vázquez Camacho.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto 
Circuito, al resolver el recurso de reclamación 4/2017, el cual dio origen a la 
tesis aislada VI.2o.P.41 P (10a.), de título y subtítulo: “EMPLAZAMIENTO 
AL JUICIO DE AMPARO Y NOTIFICACIÓN DEL AUTO ADMISORIO A LA 
VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO -EN SU CARÁCTER DE TERCERO 
INTERESADO-. EN CASO DE FALLECIMIENTO DE ÉSTE, DICHAS 
DILIGENCIAS PUEDEN ENTENDERSE FORMALMENTE CON LA 
VÍCTIMA DIRECTA, INDIRECTA O POTENCIAL, A QUE SE REFIERE LA 
LEY GENERAL DE VÍCTIMAS, Y NO NECESARIAMENTE CON EL 
REPRESENTANTE DE LA SUCESIÓN.”; publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 48, Noviembre 



 

 

de 2017, Tomo III, página 2045, con número de registro digital 2015513, y 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver los amparos en revisión 135/2018 y 304/2018, el 
primero  de ellos dio origen a la tesis aislada I.1o.P.139 P (10ª.), de título y 
subtítulo: “REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO. EL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE ORDENARLA SI EL JUEZ DE 
DISTRITO NO SUSPENDE EL JUICIO DE AMPARO POR EL PLAZO DE 
60 DÍAS, PARA QUE COMPAREZCA LA SUCESIÓN A BIENES DEL 
TERCERO INTERESADO –QUE NO TIENE REPRESENTANTE LEGAL– 
FALLECIDO DURANTE LA SUSTANCIACIÓN DE AQUÉL, AUN CUANDO 
CON BASE EN LA APLICACIÓN DE UNA JURISPRUDENCIA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, DICHO JUZGADOR LE 
HUBIESE CONCEDIDO EL AMPARO LISO Y LLANO AL QUEJOSO QUE 
TIENE LA CALIDAD DE IMPUTADO EN EL PROCESO PENAL POR SU 
PROBABLE PARTICIPACIÓN EN LA COMISIÓN DE UN DELITO DE 
CARÁCTER PATRIMONIAL.”, publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, libro 60, noviembre de 2018, tomo 
III, página 2528, con número de registro digital 2018358. 
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada 
de veintidós de enero de dos mil veinte. Ciudad de México, a veintidós 
de enero de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 8/2020 (10a.) 
 
 
TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. DIFERENCIAS ENTRE EL 
DERECHO A RECURRIR UN FALLO ANTE UNA INSTANCIA SUPERIOR 
Y EL DE ACCEDER A UN RECURSO ADECUADO Y EFECTIVO. Si bien 
los derechos mencionados giran en torno al derecho fundamental de tutela 
jurisdiccional efectiva contenido en el artículo 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, debe tenerse presente que dichas 
prerrogativas son autónomas, con dimensiones y alcances propios que 
exigen desarrollos interpretativos individualizados que abonen en el 
entendimiento y configuración del núcleo esencial de cada derecho. Ahora 
bien, en cuanto al juicio de amparo, la Corte Interamericana ha establecido 
que éste se encuentra en el ámbito del artículo 25 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, "Pacto de San José", 
reconociéndolo, por su naturaleza, como el procedimiento judicial sencillo y 
breve que tiene por objeto la tutela de todos los derechos reconocidos por 
la Constitución y la Convención citada; el mismo Tribunal Interamericano 
precisó que el recurso consagrado en el aludido artículo 25 no es el recurso 
de apelación, el cual está previsto, en el artículo 8.2 h), del mismo tratado. 
Esta diferencia entre el derecho a la protección judicial y el derecho a la 
revisión, es de suma relevancia para entender cuándo se está en presencia 
del derecho a recurrir un fallo ante una instancia superior, en respeto al 
derecho al debido proceso, y cuándo se está ante la exigencia del derecho 
a un recurso que ampare derechos fundamentales de fuente nacional o 
convencional, por tanto, el juicio de amparo debe considerarse como un 
medio de defensa diseñado para proteger los derechos consagrados en la 
Constitución y la Convención Americana, y no como un mecanismo de 
segunda instancia, esto es, un recurso que sirve de margen para la revisión 
de una decisión en el marco de un proceso. 
 
Amparo directo en revisión 2814/2014. Javier García Ramírez. 24 de 
febrero de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Daniel Álvarez Toledo.   
 
Amparo directo en revisión 7034/2018. Carlos Eduardo Martínez Varela. 
6 de marzo de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Luis María 
Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.   
 
Amparo directo en revisión 135/2019. Carlos Eduardo Martínez Varela. 
27 de marzo de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Luis María 
Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: 
Rosalba Rodríguez Mireles.   
 
Amparo directo en revisión 2122/2018. Distribuidora Liverpool, S.A. de 
C.V. 26 de junio de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 



 

 

Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón 
Ramírez.   
 
Amparo directo en revisión 1824/2019. Bluestream Capital, S.A.P.I. de 
C.V. 25 de septiembre de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía 
Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.   
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada 
de veintidós de enero de dos mil veinte. Ciudad de México, a veintidós 
de enero de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 9/2020 (10a.) 
 
 
BENEFICIOS PRELIBERACIONALES. LA NEGATIVA DE 
CONCEDERLOS AL SENTENCIADO EN UN PROCEDIMIENTO 
ABREVIADO PUEDE SER MATERIA DE ANÁLISIS EN EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO, CONFORME A LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN 
QUE SE HAGAN VALER. En términos de los artículos 107, fracción V, 
inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 34 y 
170, fracción I, párrafo primero, de la Ley de Amparo, el juicio de amparo 
directo procede cuando se reclama una sentencia definitiva (laudo si se trata 
de un juicio laboral) o una resolución que pone fin al juicio; en ese sentido, 
la resolución de segunda instancia que decide la impugnación de la 
sentencia dictada en el procedimiento abreviado actualiza esos supuestos, 
pues dirime el juicio en lo principal al concluir el proceso penal de manera 
anticipada. Ahora, si bien esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 56/2016 y el amparo 
directo en revisión 1619/2015, de los cuales derivaron la jurisprudencia 
1a./J. 34/2018 (10a.) y la tesis aislada 1a. CCX/2016 (10a.), 
respectivamente, delimitó el parámetro de estudio bajo el cual los 
juzgadores y órganos de control constitucional deben actuar si se impugna 
la resolución de un procedimiento abreviado, lo cierto es que esa decisión 
no prohíbe el análisis de los beneficios preliberacionales en ninguna de las 
instancias del proceso penal ni en el juicio de amparo directo, pues ese 
estudio no involucra el cuestionamiento de la responsabilidad, la comisión 
del delito y las sanciones aceptadas por el imputado, sino que está 
relacionada con la forma de ejecución de la pena impuesta. En efecto, los 
beneficios de preliberación cumplen otra finalidad constitucional que tiene 
que ver con el sistema penitenciario, a saber, la de actualizar el derecho 
fundamental de reinserción social del sentenciado, previsto en el artículo 18 
de la Constitución Federal, relacionado con la ejecución de la pena, que no 
puede vincularse con la consecuencia jurídica trascendental de la 
aceptación total del imputado de la acusación que se tramitó y resolvió en 
un procedimiento abreviado. Por tanto, la negativa de conceder algún 
beneficio preliberacional a la persona sentenciada bajo el procedimiento 
abreviado como forma de terminación anticipada del proceso penal 
acusatorio, puede ser materia de análisis en el juicio de amparo directo a la 
luz de los conceptos de violación hechos valer, en los que se impugne la 
violación en el cumplimiento de los presupuestos jurídicos exigidos para su 
procedencia. 
 
Contradicción de tesis 409/2019. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, 
el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Quinto Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del 
Décimo Séptimo Circuito.15 de enero de 2020. Cinco votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez 
Mireles.   
 
Nota: La tesis aislada 1a. CCX/2016 (10a.) se publicó en el Semanario 



 

 

Judicial de la Federación del viernes 19 de agosto de 2016 a las 10:27 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 33, Tomo II, agosto de 2016, página 788, con número de registro 
digital: 2012317, de título y subtítulo: “PROCEDIMIENTO ABREVIADO 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRACCIÓN VII, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
CONSIDERACIONES QUE PUEDEN SER MATERIA DE 
CUESTIONAMIENTO CONSTITUCIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO 
DIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA 
DERIVADA DE AQUÉL.” y la jurisprudencial 1a./J. 34/2018 (10a.) se publicó 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de octubre de 2018 
a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 59, Tomo I, octubre de 2018, página 742, con número 
de registro digital: 2018173, de título y subtítulo: “PROCEDIMIENTO 
ABREVIADO. CUESTIONES QUE PUEDEN SER REVISABLES EN LA 
APELACIÓN INTERPUESTA EN CONTRA DE LA SENTENCIA 
DEFINITIVA DERIVADA DE AQUÉL.”.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito, al resolver los amparos directos 36/2018 y 
199/2018, los cuales dieron origen a la tesis aislada número XVII.2o.P.A.32 
P (10a.), de título y subtítulo: “CONDENA CONDICIONAL. SON 
INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL AMPARO 
DIRECTO EN LOS QUE EL SENTENCIADO EN EL PROCEDIMIENTO 
ABREVIADO IMPUGNA LA NEGATIVA DE DICHO BENEFICIO, AUN 
CUANDO EL TRIBUNAL DE APELACIÓN HAYA ANALIZADO DICHO 
TEMA EN LA SENTENCIA RECLAMADA.”, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 62, Tomo IV, enero de 2019, página 2377, con número de registro 
digital: 2018939. 
 
El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, 
al resolver el amparo directo 79/2019, en el que consideró que en el amparo 
directo son inoperantes los conceptos de violación en los que el sentenciado 
en procedimiento abreviado impugna la negativa de concederle un beneficio 
preliberacional, aun cuando el tribunal de apelación analizó ese aspecto en 
la sentencia materia de reclamo. 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 101/2018, 
en el que consideró que el reclamo que se hizo valer contra la negativa de 
otorgar el beneficio de suspensión condicional de la pena era ineficaz 
cuando quedaba intocada la determinación del tribunal de alzada de 
confirmar la acreditación de los delitos, así como la responsabilidad penal 
atribuida. Esto, porque la procedencia de ese análisis depende de que 
resulten fundados los diversos conceptos de violación en los que se 
controvierte que no existe prueba suficiente para demostrar el delito y la 
responsabilidad penal en la comisión de éste. Sin embargo, sostuvo la 
procedencia de la suplencia de la queja, al verificar oficiosamente que no 
se actualizó alguna violación a los derechos fundamentales del quejoso que 
pudiera ser subsanada. 
 



 

 

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 119/2017, 
en el que determinó que para estudiar la negativa a conceder el beneficio 
de la suspensión condicional de sanciones no era obstáculo que en el 
procedimiento abreviado no estuvieran a debate la acreditación del delito y 
la responsabilidad del acusado en su comisión, puesto que la imposición de 
penas contrarias a la ley, y como consecuencia de ello, la negativa a 
conceder el beneficio de la suspensión condicional al quejoso, puede ser 
materia de cuestionamiento constitucional. Esto –especifica–, porque la 
circunstancia de que exista un acuerdo entre el Ministerio Público y el 
acusado para la celebración del procedimiento abreviado no significa que 
no se pueda analizar el aspecto relativo a los requisitos que exige la ley para 
conceder los beneficios de la suspensión condicional de la pena impuesta, 
y 
 
El diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del 
Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 45/2019, en el que 
afirmó que la facultad de imponer la pena no se reducía a la individualización 
de la sanción en los términos solicitados por el Ministerio Público y 
aceptados por el acusado, sino que correspondía al Juez de Control 
determinar, en cada caso particular, si se cumplían los requisitos para que 
al sentenciado le pudieran ser aplicados los beneficios y sustitutivos 
penales, previstos en la legislación sustantiva penal. Por ende, es incorrecto 
que el tribunal de alzada desestime los agravios formulados en la apelación 
y convalide la resolución que niega la sustitución de la pena, con sustento 
en una disposición legal que no es aplicable en el caso. 
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada 
de veintidós de enero de dos mil veinte. Ciudad de México, a veintidós 
de enero de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 10/2020 (10a.) 
 
 
PROCEDIMIENTO ABREVIADO. EL TRIBUNAL DE ENJUICIAMIENTO, 
EN LA ETAPA DE JUICIO ORAL, NO PUEDE RESOLVER EL PROCESO 
A TRAVÉS DE ESA FORMA DE TERMINACIÓN ANTICIPADA. Los 
tribunales colegiados que conocieron de los juicios de amparo directo 
respectivos sostuvieron un criterio distinto consistente en determinar si en 
la etapa de juicio oral del proceso penal acusatorio, puede tener verificativo 
la audiencia prevista en los artículos 201 y 202 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, relativa a la admisión, trámite y resolución del 
procedimiento abreviado. Se considera que en la etapa de juicio oral no es 
dable que se autorice y resuelva el conflicto a través de un procedimiento 
abreviado, pues no es la idónea para que se lleve a cabo esa forma de 
terminación anticipada del proceso; además, el tribunal de enjuiciamiento 
carece de facultades para llevar a cabo funciones de juez de control, a fin 
de autorizar y resolver un procedimiento abreviado, ya que su competencia 
radica en conocer de la audiencia de juicio y resolver el proceso por la vía 
ordinaria. Máxime que la oportunidad para acudir al procedimiento 
abreviado concluyó con la emisión del auto de apertura en una etapa 
anterior, a saber, la intermedia, tal como lo prevé el artículo 202 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, en atención a que las partes en esa 
etapa tuvieron un panorama general sobre los resultados que arrojó la 
investigación complementaria, la acusación ministerial y el descubrimiento 
probatorio, lo que les permitió optar, en su caso, por la terminación 
anticipada del proceso. 
 
Contradicción de tesis 295/2019. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Décimo Primer Circuito. 6 de febrero de 2020. Cinco votos 
de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman 
Meraz Ortiz.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el  Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito,  al 
resolver el juicio de amparo directo 32/2019, en el que consideró que 
conforme al artículo 202 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
el procedimiento abreviado puede autorizarse una vez que se dicta el auto 
de vinculación a proceso y hasta antes que se emita el auto de apertura a 
juicio oral; sin embargo, el artículo 17 de la Constitución Federal, en su 
tercer párrafo, privilegia la solución del conflicto sobre los formalismos 
procedimentales, siempre y cuando no se afecte la igualdad entre las 
partes, el debido proceso o cualquier otro derecho, lo que permitía que no 
fuera aplicada la restricción del referido artículo 202 de la legislación 
procesal. Razón por la cual, era dable que en la etapa del juicio oral se 
autorizara el procedimiento abreviado, sin que ello fuera violatorio de los 
principios de igualdad entre las partes y continuidad, pues lo que se 
pretendía era privilegiar la solución del conflicto a través de esa forma de 
terminación anticipada del proceso, y 
 
El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer 



 

 

Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 312/2018, en el determinó 
que la circunstancia de que en la etapa de juicio oral tuviera verificativo la 
audiencia prevista en los artículos 201 y 202 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, relativa a la admisión, trámite y resolución del 
procedimiento abreviado, constituía una violación a las reglas del 
procedimiento penal, ya que la oportunidad para solicitar esa forma de 
terminación anticipada del proceso, iniciaba desde el dictado del auto de 
vinculación a proceso, hasta antes de que en la audiencia intermedia se 
dictara el auto de apertura a juicio oral, lo que no correspondía autorizar al 
tribunal de enjuiciamiento sino al juez de control. Precisó que de 
conformidad con el artículo 17 constitucional y el numeral 202 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, no era una formalidad procesal sino 
un elemento de celeridad del sistema acusatorio, necesario para lograr los 
principios de continuidad y concentración previstos en el artículo 20 
constitucional, los que garantizaban que el procedimiento penal se llevara a 
cabo de una manera progresiva y con la mayor celeridad posible, ya que 
una vez superada alguna fase procesal, no es dable realizar actos 
procesales atinentes a una etapa anterior. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada 
de once de marzo de dos mil veinte. Ciudad de México, a once de 
marzo de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 11/2020 (10a.) 
 
 
HIDROCARBUROS. COMPETENCIA PARA CONOCER LAS 
DILIGENCIAS DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA RELACIONADAS CON 
LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO DE USO U OCUPACIÓN PARA SU 
EXPLORACIÓN, EXTRACCIÓN Y TRANSPORTE, SE SURTE A FAVOR 
DEL JUEZ DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL O, EN SU CASO, CON 
COMPETENCIA MIXTA. Los tribunales colegiados que conocieron de los 
conflictos competenciales respectivos sostuvieron criterios distintos al 
determinar a quién correspondía conocer de las diligencias de jurisdicción 
voluntaria con el objeto de validar los acuerdos a que se refiere el artículo 
105 de la Ley de Hidrocarburos, si a un Juez de Distrito con competencia 
Mixta, cuando no se dé la especialización en materia civil o a un Juez de 
Distrito en Materia Mercantil Federal. Se considera que tiene competencia 
legal para conocer y resolver los procedimientos de jurisdicción voluntaria 
para validar los acuerdos a que se refiere el artículo 105 de la Ley de 
Hidrocarburos el Juez de Distrito en Materia Civil cuando se dé la 
especialización o al juez con competencia mixta, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 53, fracción V, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación. Lo anterior es así, porque los actos jurídicos celebrados 
por los asignatarios, contratistas y permisionarios con los propietarios o 
titulares de dichos predios, bienes o derechos, se encuentran regulados en 
la legislación sustantiva civil (arrendamiento, servidumbre voluntaria, 
compraventa, permuta o cualquier otra que no contravenga la ley) y la 
normatividad rectora que será materia de análisis no tiene injerencia en 
aspectos mercantiles, aunado a que las disposiciones que rigen el 
procedimiento judicial no contencioso, se encuentran previstas en el Título 
Segundo del Libro Tercero denominado Procedimientos Especiales del 
Código Federal de Procedimientos Civiles; por tanto, al atender a la 
naturaleza de los referidos procedimientos de validación donde la materia 
se restringe exclusivamente a la calificación de que el contrato es acorde 
con la normativa establecida en cuanto a su procedimiento precedido de 
negociación, condiciones de equilibrio entre las partes, formalidades y 
demás condiciones establecidas en la ley aplicable, para dar fuerza al 
acuerdo de voluntades en términos de lo previsto en el artículo 105 de la 
Ley de Hidrocarburos. 
 
Contradicción de tesis 339/2019. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 6 de febrero de 2020. Cinco 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: César de la Rosa Zubrán.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Circuito, al 
resolver los conflictos competenciales 1/2019, 2/2019 y 5/2019, en los que 
consideró que la competencia legal para conocer de las diligencias de 
jurisdicción voluntaria con el objeto de validar los acuerdos a que se refiere 
el artículo 105 de la Ley de Hidrocarburos, corresponde a los Jueces de 
Distrito con competencia Mixta, cuando no se dé la especialización en 
materia civil, al encuadrar en la competencia residual prevista en el artículo 



 

 

53, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en 
atención a que esos procedimientos tienen naturaleza civil y los acuerdos 
no tienen un carácter eminentemente mercantil, y 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Séptimo Circuito, al resolver los conflictos competenciales 6/2019 y 9/2019, 
en el que determinó que correspondía al Juzgado de Distrito en Materia 
Mercantil Federal conocer de las diligencias de jurisdicción voluntaria, con 
el objeto de validar los acuerdos a que se refiere el artículo 105 de la Ley 
de Hidrocarburos, dado que dicha Ley prevé la naturaleza de sus actos y su 
supletoriedad, donde se observa que por disposición legal, deben 
considerarse como mercantiles los actos de la industria de hidrocarburos y 
por ello, se rigen por el Código de Comercio. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada 
de once de marzo de dos mil veinte. Ciudad de México, a once de 
marzo de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 12/2020 (10a.) 
 
 
SECUESTRO AGRAVADO. LAS PENAS PREVISTAS EN LOS 
ARTÍCULOS 9 Y 10 DE LA LEY GENERAL PARA PREVENIR Y 
SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO, SON DE 
APLICACIÓN EXCLUYENTE. En dos casos diferentes se consideró a una 
persona penalmente responsable del delito de secuestro agravado, en los 
que se les impuso las penas acumuladas establecidas en los artículos 
citados. Los tribunales colegiados que conocieron de los juicios de amparo 
directo respectivos sostuvieron un criterio distinto consistente en determinar 
sobre las reglas de aplicación de las penas previstas para las conductas 
ilícitas descritas en la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en 
Materia de Secuestro, específicamente sobre si lo correcto es la 
acumulación y consecuente imposición de las penas previstas en los 
artículos 9 y 10 del citado ordenamiento, o bien, si al actualizarse la figura 
delictiva agravada, únicamente debe imponerse la pena dentro del margen 
de punición contenido en la segunda de las normas. Sobre tal cuestión, la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que 
el criterio que debe prevalecer es que únicamente debe imponerse la pena 
dentro de los márgenes precisados en la figura típica agravada en términos 
de lo previsto en el artículo 10 del mencionado ordenamiento legal. Dado 
que no es posible realizar un ejercicio de acumulación de las penas 
previstas en tales normas porque con ello se transgredirían los artículos 14, 
16 y 23 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y se 
permitiría considerar en dos ocasiones los elementos que definen la 
conducta básica, noción que se rechaza tratándose de tipos penales 
derivados o cualificados como el contenido en el artículo 10; asimismo, la 
aplicación excluyente de las penas impide racionalmente dar más peso a la 
agravante, que sólo es un aspecto calificador y accesorio del tipo simple, 
que a la propia figura delictiva de carácter principal. Finalmente, esta 
apreciación es congruente gramaticalmente con el uso de la expresión “se 
agravarán” contenida en el referido artículo 10, la cual denota que el 
ejercicio de exclusión de las penas fue planteado por el legislador desde la 
definición de los tipos y las penas correspondientes; además la aplicación 
simultanea de ambas penas, resultaría un ejercicio violatorio del principio 
non bis in ídem, al ponderar en dos ocasiones un mismo elemento de 
manera perjudicial para la persona sentenciada, concretamente revalorizar 
los elementos base de la conducta delictiva, lo que se traduciría en imponer 
dos penas por una sola causa. 
 
Contradicción de tesis 66/2019. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito y el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito.4 de septiembre de 2019. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Luis María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Luis María 
Aguilar Morales. Secretario: Roberto Negrete Romero.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 134/2018, en el que 
determinó que tratándose del delito de secuestro agravado, no se 



 

 

transgreden los derechos de legalidad, seguridad jurídica, exacta aplicación 
de la ley, y a no ser juzgado dos veces por los mismos hechos cuando se 
suman las sanciones contenidas en los artículos 9 y 10 de la Ley General 
para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, lo anterior 
en virtud de que el artículo 10 de la citada ley no contiene un tipo autónomo, 
sino la voluntad del legislador consistente en sumar las penas del tipo 
básico sin crear una nueva figura delictiva, en ese entendido, el ilícito es de 
los clasificados como complementados, esto es, que aparte de la 
consumación del tipo básico agotado con la acción de privar de la libertad 
al pasivo con el propósito de obtener rescate, como elemento subjetivo 
específico, concurre la circunstancia agravante atinente a que para 
perpetrar el hecho positivo antes mencionado, se ejerció la violencia física 
y moral en la persona de la víctima para sustraerlo contra su voluntad del 
entorno en que se hallaba, y 
 
El sostenido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 377/2013, que dio origen a 
la tesis aislada I.5º. P. 20 P (10ª.), de título y subtítulo: “PRIVACIÓN DE LA 
LIBERTAD CON EL PROPÓSITO DE COMETER SECUESTRO EXPRÉS 
PERPETRADO POR DOS PERSONAS Y CON VIOLENCIA, PREVISTO Y 
SANCIONADO POR LOS ARTÍCULOS 9, FRACCIÓN I, INCISO D), Y 10, 
FRACCIÓN I, INCISOS B) Y C), DE LA LEY GENERAL PARA PREVENIR 
Y SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO. LA 
APLICACIÓN SIMULTÁNEA DE LAS PENAS ESTABLECIDAS EN LOS 
PRECEPTOS SEÑALADOS, ES VIOLATORIA DE LOS ARTÍCULOS 14, 16 
Y 23 CONSTITUCIONALES.”, publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 4, Marzo de 2014, Tomo II, 
página 1905, con número de registro digital 2006065. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada 
de once de marzo de dos mil veinte. Ciudad de México, a once de 
marzo de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 13/2020 (10a.) 
 
 
INCIDENTE DE EXCLUSIÓN DE PRUEBAS ILÍCITAS OBTENIDAS BAJO 
TORTURA, PROMOVIDO EN UN PROCESO PENAL MIXTO. CONTRA 
LA RESOLUCIÓN QUE DECIDE SU IMPUGNACIÓN NO PROCEDE EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. Dos tribunales colegiados de circuito se 
pronunciaron de manera disímbola sobre si para efectos de la procedencia 
del juicio de amparo indirecto, aquella resolución constituye un acto en juicio 
cuyos efectos son de imposible reparación, porque afecte materialmente 
derechos sustantivos. Al respecto, se determina que es improcedente el 
juicio de amparo indirecto promovido en su contra, pues no constituye un 
acto cuya ejecución sea de imposible reparación. Lo anterior, porque en 
términos de los artículos 107, fracción III, inciso b), de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 107, fracción V, de la Ley de 
Amparo, el amparo indirecto contra actos dentro de juicio sólo procede 
cuando aquéllos sean susceptibles de producir una ejecución de imposible 
reparación, esto es, cuando afecten materialmente derechos sustantivos, 
categoría bajo la cual no se ubica la determinación del aludido medio de 
impugnación, cuyos alcances son los de impactar en derechos de índole 
procesal por incidir únicamente en la configuración probatoria del proceso 
que habrá de valorar el juzgador al dictar sentencia; lo anterior adquiere 
dimensión si se considera que los efectos de esa resolución no son 
materializables inmediatamente, ya que dependerá de que lo ahí resuelto 
llegue a trascender al sentido de la sentencia del proceso penal. Así, podría 
darse el caso de que el juez de la causa al valorar las pruebas con miras a 
emitir un fallo, excluyera por iniciativa propia los mismos elementos de 
prueba controvertidos por el quejoso mediante el incidente no especificado, 
o bien que los rechazara de valoración por considerarlos producto de 
vulneración a otros derechos, distintos a no ser torturado. Por el contrario, 
si en esa sentencia el juzgador llegase a considerar en contra del imputado 
pruebas materia del mencionado incidente, hasta ese momento tal situación 
habrá trascendido; ocasión en que el imputado podrá instar juicio de amparo 
directo en contra de la sentencia definitiva, una vez agotado el recurso que 
proceda, para determinar si existió tortura, así como dilucidar si ello afectó 
su defensa durante el proceso trascendiendo al resultado de la sentencia 
penal, como prevén los artículos 170, fracción I y 173, apartado A, fracción 
XI, de la Ley de Amparo. Lo que corrobora que aquel acto reclamado en 
amparo indirecto podría generar afectación únicamente a derechos de 
índole procedimental. 
 
Contradicción de tesis 237/2019. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 6 de febrero de 
2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González 
Utusástegui.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver el recurso de queja 19/2019, en el que consideró que 
era improcedente el juicio de amparo en contra de la resolución que declaró 



 

 

infundado el medio de impugnación interpuesto en contra del acuerdo que 
desechaba el incidente no especificado de exclusión y nulidad de pruebas 
obtenidas a través de actos de tortura, al actualizarse la causa de 
improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el 
diverso 107, fracción V, interpretado en sentido contrario, ambos de la Ley 
de Amparo, en virtud de que el acto reclamado era un acto procesal que no 
tenía ejecución de imposible reparación, ya que no afectaba derechos 
sustantivos consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y   
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer 
Circuito, al resolver el recurso de queja 9/2019, en el que determinó que era 
procedente el juicio de amparo en contra de la resolución que declaraba 
infundado el medio de impugnación interpuesto en contra del acuerdo que 
desechaba el incidente no especificado de exclusión y nulidad de pruebas 
obtenidas a través de actos de tortura, ya que el acto de autoridad, aun 
cuando prima facie tenía matices adjetivos o procesales, lo cierto es que no 
es de naturaleza intraprocesal, sino que afecta derechos sustantivos 
previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y por 
ello, es de imposible reparación susceptible de combatirse a través del juicio 
de amparo indirecto. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada 
de once de marzo de dos mil veinte. Ciudad de México, a once de 
marzo de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 14/2020 (10a.) 
 
 
MEDIDAS CAUTELARES. LA SOLICITUD DE ASEGURAMIENTO DE 
BIENES POR PARTE DE AUTORIDAD JUDICIAL PUEDE ORDENARSE 
CON MOTIVO DE UNA PROVIDENCIA PRECAUTORIA DICTADA 
ANTES DE INICIADO EL JUICIO (ARTÍCULO 142 DE LA LEY DE 
INSTITUCIONES DE CRÉDITO). Los órganos colegiados que conocieron 
de los asuntos sostuvieron criterios distintos respecto a si es posible el 
aseguramiento de bienes como parte de una providencia precautoria 
dictada por una autoridad judicial, previo a la tramitación de un juicio 
mercantil. Sobre tal cuestión, la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determinó que una autoridad judicial sí puede solicitar 
el aseguramiento de bienes, con motivo de la solicitud de una providencia 
precautoria, antes de iniciado el juicio mercantil. Se considera así, en tanto 
que cuando la disposición normativa se refiere a la acepción “providencia 
dictada en juicio”, no debe acudirse a las diferencias que existan entre los 
tipos de medidas cautelares, sea porque se dicten previamente, durante o 
después del juicio, pues lo cierto es que dicha categorización en nada 
cambia la naturaleza y finalidad del instrumento. Sin que lo anterior implique 
que todas las medidas cautelares, en lo específico, tienen el mismo objeto 
directo o que deberían tener idéntica regulación, pues según el momento 
en que se dicten pueden variar las diversas circunstancias que ameriten su 
adopción. 
 
Contradicción de tesis 422/2018. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y el Pleno en Materia Civil del 
Primer Circuito. 13 de noviembre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 3/2018 en el que se consideró 
que: i) el artículo 1175 del Código de Comercio impone la obligación de que 
en el escrito por el que se soliciten providencias precautorias se identifiquen 
plenamente los bienes materia de la medida, en la lógica de que si  la 
finalidad de la medida consiste en retener los únicos bienes conocidos del 
deudor, esa medida tiene como presupuesto que  esos  bienes  se 
identifiquen plenamente por el solicitante, pues de otra forma no podrían 
considerarse como bienes “conocidos”; y ii) en términos de lo dispuesto en 
el artículo 142 de la Ley de Instituciones  de  Crédito, la autoridad judicial 
únicamente puede solicitar información sobre cuentas bancarias mediante 
una providencia dictada dentro de juicio. De modo que la solicitud de la 
citada información por autoridad judicial no es procedente cuando se trate 
de un acto prejudicial como ocurre con una providencia precautoria, en los 
términos antes definidos por el Código de Comercio, 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 14/2018/3, en el  que estimó que 
de una interpretación del artículo 1175 del Código de Comercio, se obtenía 



 

 

que era necesario que el solicitante de las medidas precisara cuáles eran 
los bienes que se solicitaba fueran embargados. Al respecto, sostuvo que, 
con independencia de que las providencias cautelares no vulneraran 
derechos fundamentales del posible afectado, debía tomarse en cuenta que 
la necesidad de que se precisaran los bienes a embargarse, no deriva de la 
seguridad de que el adeudo quede garantizado en su totalidad, sino que de 
la literalidad de la fracción IV, del artículo 1175 del Código de Comercio, se 
advertía que cuando se trate de acciones personales, el promovente de la 
medida, debe manifestar bajo protesta de decir verdad que el deudor no 
tiene otros bienes conocidos, que aquellos en los que se ha de practicar la 
diligencia, lo que de suyo implicaba que el solicitante debe conocer 
precisamente cuáles son los bienes con los que cuenta el posible afectado, 
pues sobre ellos se pretende el embargo, y 
 
El sostenido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la 
contradicción de tesis 17/2018, de la que derivó la jurisprudencia PC.I.C. 
J/83 C (10a.), de título y subtítulo: “SECRETO BANCARIO. EL TÉRMINO 
"EN JUICIO" A QUE ALUDE EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
142 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, DEBE 
INTERPRETARSE EN FORMA AMPLIA Y NO RESTRICTIVA.”, publicada 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
62, Enero de 2019, Tomo III, página 1671, con número de registro digital 
2018917. Así como al resolver la contradicción de tesis 21/2018, de la que 
derivó la jurisprudencia PC.I.C. J/85 C (10a.), de título y subtítulo: “MEDIDA 
DE ASEGURAMIENTO EN MATERIA MERCANTIL. LA IDENTIFICACIÓN 
DEL NÚMERO DE CUENTA Y DE LA INSTITUCIÓN BANCARIA NO 
CONSTITUYE UN REQUISITO PARA LA PROCEDENCIA DEL EMBARGO 
DE CUENTAS BANCARIAS COMO PROVIDENCIA PRECAUTORIA, Y 
PUEDE SOLICITARSE DE FORMA GENÉRICA AL JUEZ MERCANTIL 
PARA QUE LA OTORGUE.”, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 62, Enero de 2019, Tomo II, página 
1220, con número de registro digital 2018902. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada 
de once de marzo de dos mil veinte. Ciudad de México, a once de 
marzo de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 15/2020 (10a.) 
 
 
PROVIDENCIAS PRECAUTORIAS EN MATERIA MERCANTIL. LA 
IDENTIFICACIÓN DEL NÚMERO DE CUENTA Y EL NOMBRE DE LA 
INSTITUCIÓN BANCARIA DE QUIEN SE RECLAMA EL ADEUDO, NO 
CONSTITUYE UN REQUISITO EXIGIBLE PARA LA PROCEDENCIA DEL 
EMBARGO DE CUENTAS (ARTÍCULO 1175 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO). Los órganos colegiados que conocieron de los asuntos 
respectivos sostuvieron criterios distintos respecto si era necesario que el 
solicitante de una providencia precautoria de embargo de cuentas 
identificara el número de cuenta y nombre de la institución de crédito, a 
efecto de que se ordenara el aseguramiento del dinero depositado. Sobre 
tal cuestión, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determinó que el juez mercantil para ordenar el aseguramiento de los bienes 
no debe exigir del solicitante la identificación del número de cuenta o 
institución crediticia en la que se encuentra. Se considera así, en tanto que 
el hecho de que la disposición normativa se refiera al “deber de manifestar, 
bajo protesta de decir verdad, que no se conocen otros bienes salvo 
aquellos sobre los que se va a ejecutar la medida”, no puede conducir al 
extremo de que el ejecutante proporcione el número de cuenta y el nombre 
de la institución bancaria donde se encuentra depositado el dinero sobre el 
que recaería la medida precautoria; pues lo pretendido en dicha disposición, 
no es que el solicitante conozca propiamente el bien sobre el que se 
ejecutará la providencia precautoria, sino que la medida cautelar se dicte 
únicamente en ausencia de bienes diversos con los que el deudor pudiere 
hacer frente a sus obligaciones. 
 
Contradicción de tesis 422/2018. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y el Pleno en Materia Civil del 
Primer Circuito. 13 de noviembre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 3/2018 en el que se consideró 
que: i) el artículo 1175 del Código de Comercio impone la obligación de que 
en el escrito por el que se soliciten providencias precautorias se identifiquen 
plenamente los bienes materia de la medida, en la lógica de que si  la 
finalidad de la medida consiste en retener los únicos bienes conocidos del 
deudor, esa medida tiene como presupuesto que  esos  bienes  se 
identifiquen plenamente por el solicitante, pues de otra forma no podrían 
considerarse como bienes “conocidos”; y ii) en términos de lo dispuesto en 
el artículo 142 de la Ley de Instituciones  de  Crédito, la autoridad judicial 
únicamente puede solicitar información sobre cuentas bancarias mediante 
una providencia dictada dentro de juicio. De modo que la solicitud de la 
citada información por autoridad judicial no es procedente cuando se trate 
de un acto prejudicial como ocurre con una providencia precautoria, en los 
términos antes definidos por el Código de Comercio, 
 



 

 

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 14/2018/3, en el  que estimó que 
de una interpretación del artículo 1175 del Código de Comercio, se obtenía 
que era necesario que el solicitante de las medidas precisara cuáles eran 
los bienes que se solicitaba fueran embargados. Al respecto, sostuvo que, 
con independencia de que las providencias cautelares no vulneraran 
derechos fundamentales del posible afectado, debía tomarse en cuenta que 
la necesidad de que se precisaran los bienes a embargarse, no deriva de la 
seguridad de que el adeudo quede garantizado en su totalidad, sino que de 
la literalidad de la fracción IV, del artículo 1175 del Código de Comercio, se 
advertía que cuando se trate de acciones personales, el promovente de la 
medida, debe manifestar bajo protesta de decir verdad que el deudor no 
tiene otros bienes conocidos, que aquellos en los que se ha de practicar la 
diligencia, lo que de suyo implicaba que el solicitante debe conocer 
precisamente cuáles son los bienes con los que cuenta el posible afectado, 
pues sobre ellos se pretende el embargo, y  
 
El sostenido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la 
contradicción de tesis 17/2018, de la que derivó la jurisprudencia PC.I.C. 
J/83 C (10a.), de título y subtítulo: “SECRETO BANCARIO. EL TÉRMINO 
"EN JUICIO" A QUE ALUDE EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
142 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, DEBE 
INTERPRETARSE EN FORMA AMPLIA Y NO RESTRICTIVA.”, publicada 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
62, Enero de 2019, Tomo III, página 1671, con número de registro digital 
2018917. Así como al resolver la contradicción de tesis 21/2018, de la que 
derivó la jurisprudencia PC.I.C. J/85 C (10a.), de título y subtítulo: “MEDIDA 
DE ASEGURAMIENTO EN MATERIA MERCANTIL. LA IDENTIFICACIÓN 
DEL NÚMERO DE CUENTA Y DE LA INSTITUCIÓN BANCARIA NO 
CONSTITUYE UN REQUISITO PARA LA PROCEDENCIA DEL EMBARGO 
DE CUENTAS BANCARIAS COMO PROVIDENCIA PRECAUTORIA, Y 
PUEDE SOLICITARSE DE FORMA GENÉRICA AL JUEZ MERCANTIL 
PARA QUE LA OTORGUE.”, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 62, Enero de 2019, Tomo II, página 
1220, con número de registro digital 2018902. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada 
de once de marzo de dos mil veinte. Ciudad de México, a once de 
marzo de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 16/2020 (10a.) 
 
 
DERECHO DEL INCULPADO A NO DECLARAR EN LA ETAPA DE 
AVERIGUACIÓN PREVIA. EL MINISTERIO PÚBLICO NO PUEDE 
FORMULARLE PREGUNTAS SOBRE LOS HECHOS QUE SE LE 
IMPUTAN, SI EJERCIÓ ESE DERECHO (ARTÍCULO 20, APARTADO A, 
FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, EN SU TEXTO 
ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008). Los tribunales colegiados 
que conocieron de un recurso de revisión y amparos directos respectivos, 
sostuvieron un criterio distinto en relación a determinar si el Ministerio 
Público en la averiguación previa, puede formular al inculpado preguntas 
relacionadas con los hechos que se le atribuyen, no obstante que éste se 
reservó su derecho a declarar. Esta Primera Sala considera que, de 
conformidad con el artículo 20, Apartado A, fracción II, de la Constitución 
Federal y, acorde con lo establecido en los artículos 8.2.g y 8.3 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, bajo ninguna condición el 
Ministerio Público puede formular preguntas en relación a los hechos que 
se le imputan al inculpado de un delito que ejerció su derecho a no declarar, 
pues ello debe entenderse como una forma de coacción para lograr la 
autoincriminación, lo que está prohibido por la Constitución Federal y 
Convención referidas, con independencia de que el inculpado se encuentre 
asistido de su defensor. En efecto, cuando el aludido precepto constitucional 
refiere que una persona sujeta a un proceso de orden penal no está 
obligada a declarar, implica evidentemente que tampoco puede 
autoincriminarse, pues tal prerrogativa confiere la posibilidad de que incluso 
se reserve cualquier expresión verbal o no verbal, en relación con la 
acusación que obra en su contra. Esta garantía es de gran calado para el 
sistema penal, pues el propio constituyente en el último párrafo del citado 
artículo 20, apartado A, señaló que la misma no está sujeta a condición 
alguna, lo que reafirma la obligación de las autoridades de respetar los 
derechos humanos de las personas sujetas a un proceso penal. 
 
Contradicción de tesis 391/2019. Entre las sustentadas por el Noveno 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 22 de enero de 
2020. Mayoría de tres votos de los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Disidentes: Norma Lucía Piña Hernández y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quienes reservaron su derecho para formular voto de minoría. Ponente: 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez 
Mireles.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 420/2018, determinó que si bien 
el Ministerio Público formuló al quejoso denunciante preguntas relacionadas 
con los hechos que se le investigaban, aun y cuando éste se reservó su 
derecho a declarar, no se vulneraron sus derechos fundamentales, en virtud 
de que durante la diligencia estuvo asistido de su defensor, por lo que no se 
advertía que hubiese sido obligado a responder los cuestionamientos, pues 
incluso manifestó que no era su deseo contestar algunas de las preguntas. 
 



 

 

El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver los juicios de amparo directos 285/2010, 175/2011, 
85/2011, 207/2012 y 374/2012, que dieron origen a la tesis jurisprudencial 
I.9o.P. J/5 (10A.), de rubro: “DECLARACIÓN DEL INCULPADO. SI SE 
RESERVA ESTE DERECHO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 20, 
APARTADO A, FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, EN SU 
TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008, EL MINISTERIO 
PÚBLICO NO PUEDE CUESTIONARLO BAJO EL ARGUMENTO DE 
‘PREGUNTAS ESPECIALES O ESPECÍFICAS’”., publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, 
Abril de 2013, Tomo 3, página 1774, con número de registro digital 2003256. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada 
de once de marzo de dos mil veinte. Ciudad de México, a once de 
marzo de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 17/2020 (10a.) 
 
 
REDUCCIÓN DE PENAS EN EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO. EL 
ARTÍCULO 202 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES, FACULTA AL FISCAL PARA SOLICITAR LA REDUCCIÓN 
TANTO DE LA PRISIÓN COMO DE LA MULTA. Los tribunales colegiados 
sostuvieron criterios distintos consistentes en determinar si la facultad del 
Ministerio Público para solicitar la reducción de la pena en el procedimiento 
abreviado se refiere exclusivamente a la prisión o también incluye a la multa. 
Sobre tal cuestión, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación consideró que el Fiscal está facultado para solicitar la reducción 
tanto de la prisión como de la multa previstas para sancionar el delito 
materia de acusación, en los términos del acuerdo alcanzado con el 
imputado. Ello, aun cuando los párrafos tercero y cuarto del referido 
precepto legal se refieren exclusivamente a la reducción de la pena de 
prisión, pues la segunda parte del párrafo cuarto indicado, señala que si al 
momento en que se solicita la apertura del procedimiento abreviado, ya 
existe acusación formulada por escrito, el Fiscal podrá solicitar la reducción 
de “las penas”, de lo que se advierte que pueden reducirse tanto la prisión 
como la multa previstas para el delito materia de la acusación. Sin que lo 
anterior signifique que la reducción, de ambas sanciones, sólo proceda 
hasta la etapa intermedia cuando la acusación se habrá formulado por 
escrito, pues sería un contrasentido que el imputado se beneficie hasta que 
el proceso hubiese avanzado. Además, de esta manera se contribuye a que 
las partes puedan alcanzar algún acuerdo que cumpla con el objetivo de 
abreviar la duración de la controversia penal, en el entendido que optar por 
esta vía de terminación anticipada del proceso, no implica un derecho del 
acusado a que indefectiblemente se le reduzcan ambas penas, sino que ello 
dependerá de las circunstancias de cada caso y del acuerdo alcanzado con 
el Fiscal, dentro del margen de la legislación aplicable. 
 
Contradicción de tesis 50/2019. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, el entonces Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Decimotercer Circuito, y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Decimoséptimo 
Circuito.9 de octubre de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Alberto Díaz Cruz.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tribunal Colegiado del Vigesimotercer Circuito, al resolver 
el amparo directo 998/2017, en el que sostuvo que de la literalidad del 
artículo 202 del Código Nacional de Procedimientos Penales se advierte 
que la disminución de la pena en el procedimiento abreviado se refiere en 
todo momento a la prisión, sin mencionar otras sanciones, como la multa, 
razón por la cual la única pena que es posible reducir, a propuesta del 
Ministerio Público, con la admisión del acusado y aprobación del juez de 
control, es la de prisión, sin que sea necesario acudir a una interpretación 
teleológica o sistemática dada la claridad del precepto legal, 
 



 

 

El sustentado por el entonces Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Decimotercer Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y del Trabajo, al resolver el amparo directo 143/2017, que 
dio origen a la tesis aislada XIII.P.A. 29 P (10ª.), de título y subtítulo: 
“PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LA FACULTAD DEL MINISTERIO 
PÚBLICO DE SOLICITAR LA REDUCCIÓN DE LA PENA EN ESTA 
FORMA DE TERMINACIÓN ANTICIPADA DEL PROCESO PENAL 
ACUSATORIO, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 202, PÁRRAFO CUARTO, 
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, INCLUYE 
LA MULTA, PERO NO LA SANCIÓN PECUNIARIA RELATIVA A LA 
REPARACIÓN DEL DAÑO.”, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 53, Abril de 2018, Tomo III, página 
2270, con número de registro digital 2016683 y 
 
El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Decimoséptimo Circuito, al resolver el amparo directo 
362/2016, que dio origen a la tesis aislada XVII.1º.P.A. 47 P (10ª.), de título 
y subtítulo: “PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LA FACULTAD DEL 
MINISTERIO PÚBLICO DE SOLICITAR LA REDUCCIÓN DE LAS PENAS 
CON MOTIVO DE SU APERTURA, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 202 DEL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, INCLUYE LA 
MULTA, PERO NO LA SANCIÓN PECUNIARIA RELATIVA A LA 
REPARACIÓN DEL DAÑO.”, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 44, Julio de 2017, Tomo II, página 
1051, con número de registro digital 2014730. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada 
de once de marzo de dos mil veinte. Ciudad de México, a once de 
marzo de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 18/2020 (10a.) 
 
 
DOCUMENTOS FUNDATORIOS DE LA ACCIÓN EN JUICIOS DE 
NATURALEZA MERCANTIL. NO SON SUSCEPTIBLES DE 
VALORACIÓN AL DICTAR SENTENCIA DEFINITIVA, EN CASO DE QUE 
SEAN DESECHADOS Y POR FALTA DE IMPUGNACIÓN, ADQUIERA 
FIRMEZA. Los tribunales colegiados que conocieron de los asuntos 
sostuvieron posturas distintas respecto a si un juzgador, al dictar sentencia 
en un juicio mercantil, puede valorar documentos fundatorios de la acción, 
cuando estos hubieren sido expresamente desechados en un proveído que 
no fue revocado y, por tanto, adquirió firmeza ante la falta de impugnación. 
Sobre tal cuestión, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determinó que si bien este tipo de documentos no requieren ser 
expresamente admitidos para su valoración, ello no significa que puedan 
analizarse en la sentencia definitiva, si previamente se desecharon a través 
de una determinación que adquirió firmeza por falta de impugnación. Ello, 
debido a que la valoración de los documentos base de la acción, ante un 
pronunciamiento con estas características es contrario a los principios 
esenciales de firmeza y preclusión. Asimismo, en caso de efectuar la 
correspondiente valoración probatoria se vulneraría el principio dispositivo, 
en tanto que el juez estaría apreciando documentales respecto de las 
cuales, las partes no mostraron un subsecuente interés en que fueran 
valoradas. Además, el desechamiento no sólo conlleva su exclusión 
jurídica, sino que abona a que las partes  puedan tener certeza sobre las 
cuestiones que conforman el caudal sobre el que el juez se pronunciara, y, 
en la misma medida, evitan que el juzgador, como tutor del procedimiento, 
lo impulse indebidamente al considerar pruebas previamente desechadas, 
lo que de permitirse, dejaría en estado de indefensión a las partes que 
hubieren ajustado su conducta procesal al desechamiento de las mismas. 
 
Contradicción de tesis 466/2019. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Décimo Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 19 de febrero de 
2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito, al resolver el amparo directo 321/2019 en el que se determinó que 
los documentos base de la acción no pueden ser valorados por el juzgador 
al dictar sentencia definitiva, cuando estos hayan sido expresamente 
desechados en un proveído que no fue revocado y, por tanto, adquirió 
firmeza ante la falta de impugnación, pues sería ilegal otorgarle valor 
probatorio a una prueba expresamente desechada, aun cuando esta no 
requiere formalidad para su exhibición, y 
 
El sustentado por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 346/2016, que dio origen a la 
tesis aislada I.14o.C.15 C (10a.), de título y subtítulo: “DOCUMENTOS 
FUNDATORIOS DE LA ACCIÓN. NO REQUIEREN AUTO EXPRESO DE 
ADMISIÓN PARA SER VALORADOS EN SENTENCIA DEFINITIVA.”; 



 

 

publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 35, Octubre de 2016, Tomo IV, página 2923, con número de 
registro digital 2012891. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de seis de mayo de dos mil veinte. Ciudad de México, a seis 
de mayo de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 19/2020 (10a.) 
 

 
SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN LA AUDIENCIA EN UN JUICIO 
ORAL. NO ES NECESARIO QUE EL JUZGADOR HAGA CONSTAR QUE 
DEJÓ A DISPOSICIÓN DE LAS PARTES COPIA DE LA MISMA PARA 
TENERLA POR NOTIFICADA EN ESE ACTO (LEGISLACIONES DE LA 
CIUDAD DE MÉXICO, DEL ESTADO DE CHIHUAHUA Y FEDERAL). Los 
tribunales colegiados sostuvieron criterios distintos al determinar si para 
tener por notificada la sentencia emitida en un juicio oral, es necesario dejar 
constancia fehaciente de que quedó a disposición de las partes copia de la 
misma. Al respecto, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación consideró que para tener por hecha la notificación de la sentencia 
emitida en un juicio oral, no era necesario que el juzgador hiciera constar 
que quedaba a disposición de las partes copia de la sentencia respectiva. 
Ello, porque además de ser una carga procesal que atañe a las partes el 
asistir a las audiencias respectivas, al momento de emitir la sentencia, el 
juez expondrá en forma oral y de manera breve los fundamentos de hecho 
y de derecho que motivaron la sentencia, leyendo los puntos resolutivos. 
Aunado a lo anterior, las partes pueden tener acceso al contenido de las 
audiencias a través de los registros electrónicos o medios idóneos que se 
utilicen a juicio del juez para garantizar la fidelidad e integridad de la 
información, y en el momento en que lo soliciten, se les debe entregar copia 
de los mismos. Por lo cual, para tener por hecha la notificación de la 
sentencia definitiva que se emite en la audiencia verbal, es innecesario que 
expresamente se haga constar que se deja a disposición de las partes copia 
de la misma, pues considerar lo contrario, implicaría permitir una violación 
a la garantía de legalidad. 
 
Contradicción de tesis 262/2018. Entre las sustentadas por el Noveno 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Décimo Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado del Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito. 6 de febrero de 2020. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el recurso de reclamación 8/2013 del que derivó la tesis 
I.9º.C.17 C (10ª.), de rubro: “SENTENCIA EN EL JUICIO ORAL CIVIL. EL 
CÓMPUTO DEL TÉRMINO PARA DETERMINAR LA PRESENTACIÓN 
OPORTUNA DE LA DEMANDA DE AMPARO DIRECTO EN SU CONTRA, 
INICIA A PARTIR DE QUE AQUÉLLA SE NOTIFICA EN LA PROPIA 
AUDIENCIA DONDE SE DICTA, SIEMPRE QUE OBRE CONSTANCIA 
FEHACIENTE DE QUE QUEDÓ A DISPOSICIÓN DE LAS PARTES COPIA 
DE LA DEFINITIVA (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL).”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XXIII, Agosto de 2013, Tomo 3, página 1727, registro digital 
2004325. 
 
El sustentado por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 



 

 

Primer Circuito, al resolver el amparo directo 258/2015, del que derivó la 
tesis I.11º.C.79 C (10a.), de rubro: “JUICIO ORAL CIVIL. EL CÓMPUTO 
DEL PLAZO PARA LA PRESENTACIÓN OPORTUNA DE LA DEMANDA 
DE AMPARO DIRECTO, CONTRA LA SENTENCIA DICTADA EN AQUÉL, 
INICIA A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL DE LA NOTIFICACIÓN HECHA 
EN LA PROPIA AUDIENCIA DONDE SE DICTE, SIEMPRE Y CUANDO 
OBRE CONSTANCIA FEHACIENTE DE QUE QUEDÓ A DISPOSICIÓN DE 
LAS PARTES O LES FUE ENTREGADA COPIA DE ÉSTA.”, publicada en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 25, 
Diciembre de 2015, Tomo II, página 1253, registro 2010706. 
 
El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con 
residencia en Ciudad Nezahualcóyotl, Estado de México, al resolver el 
amparo directo 326/2014, del que derivó la tesis II.1º.16 C (10ª.), de rubro: 
“JUICIO ORAL MERCANTIL. EL CÓMPUTO DEL TÉRMINO PARA 
PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO CONTRA LA 
SENTENCIA DEFINITIVA, INICIA A PARTIR DE LA NOTIFICACIÓN 
REALIZADA EN AUDIENCIA, SIEMPRE QUE EXISTA CONSTANCIA DE 
QUE SE DEJARON A DISPOSICIÓN DEL QUEJOSO LOS REGISTROS 
CORRESPONDIENTES.”, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo IV, 
página 2995, registro 2007959, y 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo 
del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 153/2018, en el 
que determinó que las determinaciones tomadas en la audiencia del juicio 
surten efectos y quedan notificadas las partes en ese momento, por tanto, 
el plazo para presentar cualquier recurso inicia al día siguiente de la 
celebración de la actuación que se pretende combatir, acorde a lo dispuesto 
por los artículos 72, 75 y 102 del Código de Procedimientos Familiares del 
Estado de Chihuahua, por lo que debe reputarse como legalmente 
notificada; por ello, si se celebró la audiencia de juicio y concluyó en la 
misma fecha, dado que la notificación surte efectos en ese momento, el 
término de  seis días para controvertir la sentencia  comenzó a correr a 
partir del día siguiente. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de seis de mayo de dos mil veinte. Ciudad de México, a seis 
de mayo de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 20/2020 (10a.) 
 
 
ORDEN DE APREHENSIÓN. PARA SU EMISIÓN, SIN QUE MEDIE 
CITATORIO, EL MINISTERIO PÚBLICO DEBE JUSTIFICAR LA 
"NECESIDAD DE CAUTELA" ANTE EL JUEZ DE CONTROL, SIN QUE 
ELLO SE SATISFAGA CON LA SOLA CIRCUNSTANCIA DE QUE LOS 
HECHOS DEL CASO CORRESPONDAN A UN DELITO QUE AMERITA 
PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA. Los tribunales colegiados que 
conocieron de los juicios de amparo indirecto sostuvieron un criterio distinto 
consistente en determinar si en términos del artículo 16 de la Constitución 
Federal y el numeral 141 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
la necesidad de cautela para librar una orden de aprehensión, sin mediación 
de citatorio, debe tenerse por satisfecha con la sola circunstancia de que el 
delito por el cual el fiscal solicita su libramiento es de los que ameritan 
prisión preventiva oficiosa. Al respecto, debe indicarse que para el dictado 
de una orden de aprehensión en el nuevo sistema de justicia penal, sin que 
medie citatorio, la necesidad de cautela no se satisface con la sola 
circunstancia de que los hechos del caso correspondan a un delito que 
amerita prisión preventiva oficiosa, pues al constituir formas y medidas con 
fines diferentes para el proceso penal, se requiere necesariamente una 
serie de circunstancias que conduzcan al juez a determinar que la única 
forma de conducir al imputado al proceso es mediante una orden de 
aprehensión, no así por una forma diversa. En efecto, la orden de 
aprehensión a que se refiere el artículo 16 de la Constitución Federal y el 
numeral 141, fracción III, del Código Nacional de Procedimientos Penales 
es una forma de conducción excepcional al proceso penal que tiene como 
finalidad llevar a la persona ante la presencia de un juez de control para que 
la representación social le comunique la imputación que existe en su contra 
y formalice la investigación, siempre que otra forma sea insuficiente para 
garantizar la presencia del inculpado a la audiencia inicial. En ese contexto, 
la orden de aprehensión presupone una carga para el Ministerio Público que 
le obliga a justificar frente al juez la necesidad de cautela de la persona, ya 
sea porque: a) existe riesgo de que se sustraiga de la acción de la justicia, 
b) se ponga en riesgo la integridad de la víctima, del ofendido, de los 
testigos, y/o la comunidad, o bien, c) se ponga en peligro el desarrollo de la 
investigación misma. De ahí que, la necesidad de cautela no se justifica por 
el solo hecho de que el delito investigado amerita prisión preventiva oficiosa, 
pues esa medida cautelar no guarda relación con la finalidad que persigue 
la citada forma de conducción, pues aquélla tiene por objeto garantizar la 
presencia del imputado en el procedimiento penal, por lo que ambas figuras 
buscan fines distintos dentro del mismo. 
 
Contradicción de tesis 300/2019. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Decimoséptimo 
Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Vigésimo Segundo Circuito. 22 de enero de 2020. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 



 

 

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Decimoséptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 
621/2018, en el que determinó que era legal justificar la orden de 
aprehensión de un justiciable, sin mediación de citatorio, cuando se 
actualizaba el supuesto de prisión preventiva oficiosa, en términos del 
artículo 19 de la Constitución Federal y el diverso 167 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, pues la circunstancia de que el que el delito por 
el cual se libre la correspondiente orden de aprehensión sea de aquellos 
que ameriten prisión preventiva oficiosa, es suficiente para tener por 
acreditada o satisfecha la necesidad de cautela para la emisión de una 
orden de aprehensión, pues llevará a una restricción a la libertad de la 
persona. Para ello estimó que si bien los artículos 16 y 19 de la Constitución 
Federal, tutelan etapas distintas del procedimiento penal, dichos preceptos 
no deben entenderse de forma aislada, pues ambos restringen la libertad 
del gobernado, por lo que consideró válido concatenarlos a efecto de tener 
por justificada por parte del Ministerio Público la necesidad de cautela para 
la emisión de una orden de aprehensión, cuando el delito investigado 
merezca prisión preventiva oficiosa. 
 
El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 
del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 114/2017, 
que dio origen a la tesis aislada XXII.P.A.32P (10a.), de título y subtítulo: 
“ORDEN DE APREHENSIÓN EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO Y 
ORAL. LA MOTIVACIÓN DE LA NECESIDAD DE CAUTELA PARA SU 
EMISIÓN, NO SE SATISFACE CON LA CIRCUNSTANCIA DE QUE LOS 
HECHOS DEL CASO CORRESPONDEN CON UN DELITO QUE AMERITA 
PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA.”; publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 57, Agosto de 
2018, Tomo III, página 2994, con número de registro digital 2017659. 
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de seis de mayo de dos mil veinte. Ciudad de México, a seis 
de mayo de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 21/2020 (10a.) 
 
 
SOCIEDAD CONYUGAL. CUANDO NO SE FORMULAN 
CAPITULACIONES MATRIMONIALES, LOS BIENES ADQUIRIDOS POR 
UNO DE LOS CÓNYUGES A TÍTULO GRATUITO EN FORMA 
EXCLUSIVA, POR DONACIÓN, HERENCIA, LEGADO O DON DE LA 
FORTUNA, NO FORMAN PARTE DEL PATRIMONIO DE AQUÉLLA 
(CÓDIGO FAMILIAR DEL ESTADO DE ZACATECAS EN SU TEXTO 
ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL PERIÓDICO OFICIAL 
DE LA ENTIDAD EL 23 DE JUNIO DE 2018). Los Tribunales Colegiados 
examinaron si conforme al Código Familiar del Estado de Zacatecas, en su 
texto anterior a la reforma publicada en el Periódico Oficial de la entidad el 
23 de junio de 2018, en el matrimonio bajo el régimen de sociedad conyugal, 
ante la ausencia de capitulaciones matrimoniales, forman parte del 
patrimonio de la sociedad los bienes adquiridos por uno de los cónyuges a 
título gratuito, ya sea por donación, herencia, legado o don de la fortuna, 
llegando a conclusiones contrarias. La Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación determina que dichos bienes no forman parte del 
patrimonio de la sociedad conyugal. Esto, porque de conformidad con los 
artículos 139 y 141 de la legislación referida, ante la ausencia de 
capitulaciones matrimoniales que rijan la sociedad conyugal, opera un 
sistema legal de gananciales que se propone alcanzar y materializar fines 
de justicia y equidad patrimonial entre los cónyuges atendiendo a la 
comunidad de vida consustancial al matrimonio, mediante el cual se 
reconoce a ambos cónyuges el derecho en igual proporción, sobre: i) los 
frutos que produzcan los bienes comunes y personales, en los que haya 
habido administración y trabajo comunes; ii) las mejoras que hayan tenido 
los bienes comunes durante la vida conyugal; iii) las donaciones hechas a 
ambos cónyuges y las que se hubieren hecho a cada uno de ellos en 
consideración al matrimonio; y, iv) los bienes adquiridos con fondos o bienes 
comunes, o que sean el resultado del trabajo y esfuerzo de ambos. De 
manera que la justificación esencial para la inclusión de un determinado 
bien como ganancial del matrimonio, es que éste se haya generado u 
obtenido como resultado de la colaboración, trabajo y esfuerzo común de 
ambos cónyuges, asimismo, que tratándose de bienes adquiridos a título 
gratuito, la transmisión del dominio se haya establecido expresamente en 
favor de los dos cónyuges o se demuestre que se hizo a uno de ellos pero 
en consideración al matrimonio. Por tanto, cuando se trata de bienes 
adquiridos en exclusiva por uno de los cónyuges a través de donación, 
herencia, legado o don de la fortuna, que constituyen liberalidades hechas 
por un tercero, no es la colaboración, trabajo y esfuerzo común de ambos 
consortes la causa de la adquisición, por lo que, debe concluirse que no son 
gananciales del matrimonio que deban formar parte del patrimonio de la 
sociedad conyugal para efectos de su liquidación, cuando no existen 
capitulaciones matrimoniales. 
 
Contradicción de tesis 474/2019. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décimo Primera 
Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz y el Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Tercer Circuito. 13 de mayo de 2020. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: 
Laura Patricia Román Silva.   



 

 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Décimo Primera Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz, 
en apoyo al Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo 321/2019 (cuaderno auxiliar 486/2019), en el que 
determinó que en el régimen de sociedad conyugal, ante la falta de 
capitulaciones matrimoniales, debía estimarse que los bienes adquiridos a 
título gratuito por donación, herencia o don de la fortuna, no formaban parte 
del patrimonio común, y 
 
El sustentado por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo 220/2012, en el que consideró que en el régimen 
de sociedad conyugal, cuando no se formulan capitulaciones matrimoniales, 
los bienes adquiridos durante el matrimonio por alguno de los consortes por 
cualquier título, ya sea oneroso o gratuito, forman parte de la sociedad para 
efectos de su liquidación; por ende, los recibidos por donación, herencia o 
don de la fortuna, pertenecían al patrimonio común de la sociedad. 
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de diez de junio de dos mil veinte. Ciudad de México, a diez 
de junio de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 22/2020 (10a.) 
 
 
CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. ANTE LA FALTA DE AGRAVIO, EL 
TRIBUNAL DE ALZADA NO TIENE PERMITIDO ANALIZAR DE OFICIO 
SI DICHA FIGURA SE ACTUALIZÓ EN EL JUICIO DE ORIGEN. (CÓDIGO 
DE COMERCIO Y CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA LA 
CIUDAD DE MÉXICO). Los Tribunales Colegiados contendientes se 
preguntaron si es posible que el Tribunal de Alzada analice si operó la 
caducidad de la primera instancia, aun  cuando en el recurso de apelación 
ninguna de las partes hubiera formulado agravio denunciando tal 
circunstancia. Al respecto, se considera que no resulta válido que el Tribunal 
de Alzada se pronuncie de oficio sobre la omisión del juez de decretar la 
caducidad ocurrida en la primera instancia, pues para que dicho órgano 
pueda pronunciarse sobre este aspecto es necesario que exista agravio 
expreso de cualquiera de las partes en el que se controvierta la omisión del 
juez de decretarla. Por el contrario, si dicho agravio no se formula entonces 
debe privilegiarse el principio de justicia completa y proceder al análisis de 
legalidad de la sentencia de primera instancia a la luz únicamente de los 
agravios que sí fueron formulados. 
 
Contradicción de tesis 286/2019. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, el Pleno en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito, el Pleno en Materia Civil del Primer 
Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 
19 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Eduardo Aranda 
Martínez.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto 
Circuito, al resolver los juicio de amparos directo 156/2007, 130/2008, 
341/2008, 242/2008 Y 324/2011, los cuales dieron origen a la tesis 
jurisprudencial VI.2o.C. J/1 (10a.), de título y subtítulo: “CADUCIDAD DE LA 
INSTANCIA EN MATERIA MERCANTIL. EL TRIBUNAL DE ALZADA DEBE 
DECRETARLA DE OFICIO, AUN ANTE LA AUSENCIA DE AGRAVIOS AL 
RESPECTO, SI SE ACTUALIZÓ DURANTE LA TRAMITACIÓN DE LA 
PRIMERA INSTANCIA (CÓDIGO DE COMERCIO POSTERIOR A LAS 
REFORMAS DE 24 DE MAYO DE 1996)” publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Enero de 
2012, Tomo 5, página 4000, con número de registro digital 2000059. 
 
El sustentado por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la 
contradicción de tesis 13/2017, de la que derivó la tesis PC.I.C. J/58 C 
(10a.), de título y subtítulo: “CADUCIDAD DE LA PRIMERA INSTANCIA EN 
MATERIA CIVIL. EL TRIBUNAL AD QUEM NO DEBE DECLARARLA DE 
OFICIO EN LA APELACIÓN PRINCIPAL (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 137 BIS DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA 
EL DISTRITO FEDERAL APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO).”; 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 52, Marzo de 2018, Tomo II, página 1603, con número de 
registro digital 2016356, y 



 

 

 
El emitido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 577/2018-III, en el que 
determinó que el tribunal de alzada no podía realizar oficiosamente el 
estudio la caducidad de la instancia acontecida en el juicio de origen, 
cuando no media agravio al respecto en el recursos de apelación. 
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de diez de junio de dos mil veinte. Ciudad de México, a diez 
de junio de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 

 
 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 23/2020 (10a.) 
 
 
ACCIÓN CAUSAL. CUANDO SE EJERCE POR HABERSE EXTINGUIDO 
LA ACCIÓN CAMBIARIA, DEBE ATENDERSE A LAS OBLIGACIONES 
CONSIGNADAS EN EL NEGOCIO JURÍDICO SUBYACENTE, CON 
INDEPENDENCIA DE LO PACTADO EN EL TÍTULO DE CRÉDITO. Los 
Tribunales Colegiados contendientes que conocieron de los juicios de 
amparo directo respectivos sostuvieron criterios distintos, al determinar que 
si cuando se ejerce la acción causal derivada del artículo 168 de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito se debe atender a la literalidad 
de lo pactado en el título de crédito, o a las obligaciones consignadas en el 
contrato que le dio origen. Al respecto, se estima que cuando ha cesado la 
posibilidad de instaurar la vía privilegiada (cambiaria directa) y se ejerce la 
acción causal, en caso de haber discrepancias entre lo pactado en el 
contrato y el contenido del título de crédito, debe atenderse a las 
obligaciones consignadas en el negocio jurídico subyacente, con 
independencia de lo pactado en el título valor. Se considera así, en tanto 
que la acción causal a que se refiere el precepto indicado tiene como 
sustento la relación jurídica subyacente, donde la materia de prueba se 
centra en la demostración de los hechos orientados a revelar el negocio que 
dio como consecuencia la suscripción del título de crédito, de manera que 
en ese tipo de acciones ya no puede acudirse a la literalidad del título de 
crédito cuando en él se contengan aspectos discrepantes respecto del 
contrato originario, dado que al tratarse de la acción causal, se debe atender 
a los pactos adquiridos en las cláusulas del negocio causal, porque la 
obligación que se exige al demandado no deriva del título de crédito, sino 
del acuerdo de voluntades que originó la suscripción del título. De modo que 
en el ejercicio de la referida acción, la naturaleza de ésta ya no abarca al 
contenido literal del título de crédito con el cual se documentó la obligación, 
sino a lo pactado en el contrato de origen, de manera que si difieren los 
términos de algún concepto principal o accesorio entre lo pactado en el título 
de crédito y en el negocio subyacente, deberá prescindirse del primero –
título valor– y atenderse sólo al segundo –negocio jurídico subyacente–, 
porque la acción ejercida no es la cambiaria directa, sino la causal. 
 
Contradicción de tesis 535/2019. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 27 de mayo de 2020. Cinco 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: César de la Rosa Zubrán.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo 253/2007, que dio origen a la tesis aislada 
III.2o.C.142 C, de rubro: “TÍTULOS DE CRÉDITO. CUANDO SE EJERCE 
LA ACCIÓN CAUSAL, NO DEBE ATENDERSE A LA LITERALIDAD DEL 
DOCUMENTO, SINO A LA DEL CONTRATO QUE LE DIO 
ORIGEN.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, febrero de 2008, página 2457, con 
número de registro digital: 170163, y 
 



 

 

El Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 601/2009, que dio origen a la tesis aislada 
I.7o.C.138 C, de rubro: “ACCIÓN CAUSAL. EN LA EJERCIDA POR 
HABERSE EXTINGUIDO LA ACCIÓN CAMBIARIA, PUEDEN 
RECLAMARSE SÓLO LAS OBLIGACIONES CONSIGNADAS EN EL 
TÍTULO DE CRÉDITO.”; publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, 
página 1439, con número de registro digital: 165896. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de veinticuatro de junio de dos mil veinte. Ciudad de México, 
a veinticuatro de junio de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 24/2020 (10a.) 
 
 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. EN EL JUICIO DE AMPARO 
CUYA MATERIA SEA EL DERECHO DE ALIMENTOS, PROCEDE 
APLICARLA EN FAVOR DEL DEUDOR ALIMENTARIO. Los órganos de 
amparo contendientes examinaron la aplicación de la suplencia de la queja 
deficiente en favor del deudor alimentario cuando en el juicio de amparo se 
reclama una determinación en esa materia, con fundamento en el artículo 
79, fracción II, de la Ley de Amparo, en su hipótesis relativa a los casos en 
que se afecte el orden y desarrollo de la familia, y arribaron a conclusiones 
contrarias. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que esa hipótesis de suplencia de la queja en el juicio de amparo 
se actualiza tanto para el acreedor como para el deudor alimentarios. Ello, 
porque dicho supuesto tiene como finalidad proteger a la familia en su 
conjunto, como grupo, en los casos en que se puedan ver trastocadas las 
relaciones familiares o cuando estén involucradas instituciones de orden 
público, respecto de las relaciones existentes entre sus miembros y en los 
derechos y obligaciones subyacentes a las mismas. Sobre esa base, los 
alimentos están reconocidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
como una institución de orden público e interés social, así como un derecho 
humano, pues con ellos se garantizan las necesidades básicas de 
subsistencia de las personas, con un nivel de vida digno y adecuado. De 
manera que respecto de esa institución jurídica prevalece el deber del 
Estado, a través de la intervención oficiosa y eficaz de los juzgadores 
mediante la aplicación de la suplencia de la queja, a efecto de lograr que la 
determinación específica del derecho alimentario y su cumplimiento en los 
casos concretos, se haga con apego al marco normativo constitucional, 
convencional y legal que lo rigen. Por otra parte, dado que la obligación 
alimentaria tiene su origen primario en relaciones de familia, las decisiones 
en la materia no están exentas de afectar el desarrollo de dichas relaciones, 
por lo que si bien tienen un contenido económico, sus implicaciones no son 
exclusivamente patrimoniales. Por último, no debe estimarse un obstáculo 
para que opere dicha suplencia a favor del deudor, que con ella coexista 
también una obligación de suplencia de queja para el acreedor, ya sea con 
base en el supuesto de minoría de edad, de ser persona con discapacidad, 
o por la misma protección al orden y desarrollo de la familia, pues el carácter 
de orden público de los alimentos y su incidencia en el desenvolvimiento de 
las relaciones familiares, permite que se empalmen esas diversas hipótesis 
de suplencia para hacer prevalecer la legalidad y la justicia en las decisiones 
relativas. 
 
Contradicción de tesis 492/2019. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, 
con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, y el Pleno en Materia Civil 
del Séptimo Circuito. 10 de junio de 2020. Cinco votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Laura 
Patricia Román Silva.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en 



 

 

auxilio del Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, resolvió 
el juicio de amparo directo civil 730/2019 (cuaderno auxiliar 874/2019), en 
el que sostuvo que el supuesto de suplencia de la queja previsto en el 
artículo 79, fracción II, de la Ley de Amparo, relativo a los casos en que se 
afecta el orden y desarrollo de la familia, se refiere a la obligación del 
Estado, a través de los órganos jurisdiccionales, de proteger los derechos 
de la familia conforme a las premisas que sobre ésta ha establecido el 
Máximo Tribunal. Sin embargo, dijo, aunque por regla general el juicio de 
alimentos se entabla entre miembros de una familia, su finalidad no es 
establecer reglas que permitan lograr el correcto orden o desarrollo de ésta, 
sino fijar el monto de una pensión alimenticia y en su caso obligar a su 
cumplimiento, por lo que era una acción personal que sólo implicaba para 
el deudor afectaciones económicas, es decir, de tipo patrimonial, que no 
incidían en los demás integrantes ni podían trastocar valores esenciales del 
derecho familiar; de ahí que no procedía dicha suplencia, y 
 
El sustentado por el Pleno en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver 
la contradicción de tesis 5/2018, que dio origen a la tesis jurisprudencial 
PC.VII.C. J/7 C (10a.), de título y subtítulo: “SUPLENCIA DE LA QUEJA 
DEFICIENTE PREVISTA EN EL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN II, DE LA LEY 
DE AMPARO. TAMBIÉN PROCEDE A FAVOR DEL DEUDOR 
ALIMENTARIO.”; publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 65, Abril de 2019, Tomo II, página 1631, 
con número de registro digital 2019687. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de veinticuatro de junio de dos mil veinte. Ciudad de México, 
a veinticuatro de junio de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 25/2020 (10a.) 
 
 
VIOLACIONES PROCESALES. EL ARTÍCULO 171 DE LA LEY DE 
AMPARO, QUE IMPONE SU PREPARACIÓN ANTES DE ACUDIR AL 
JUICIO DE AMPARO DIRECTO, NO ES IRRACIONAL NI VULNERA LOS 
DERECHOS FUNDAMENTALES DEL QUEJOSO. En términos del artículo 
171 de la Ley de Amparo, el estudio de las violaciones procesales alegadas 
en un juicio de amparo directo es improcedente si la parte quejosa no agotó 
los recursos o medios ordinarios de defensa que procedieren en su contra, 
por lo cual, al incumplirse ese requisito de definitividad, se declararon 
inoperantes los conceptos de violación respectivos y la parte quejosa alegó 
la inconstitucionalidad del precepto porque ese requisito es violatorio de los 
derechos fundamentales de las personas. Sin embargo, se considera que 
el citado precepto, al establecer que cuando se reclama la sentencia 
definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, deben hacerse valer las 
violaciones a las leyes del procedimiento, siempre y cuando la parte quejosa 
las haya impugnado durante la tramitación del juicio, mediante el recurso o 
medio de defensa que, en su caso, señale la ley ordinaria respectiva y la 
violación procesal trascienda al resultado del fallo, es constitucional y no 
transgrede los derechos fundamentales del quejoso. Esto, ya que el 
requisito previsto para analizar las violaciones procesales obedece a la 
naturaleza del juicio de amparo como medio extraordinario para el 
mantenimiento del orden constitucional. Conforme a dicha naturaleza, no se 
justifica acudir al juicio de amparo para la reparación de violaciones 
cometidas en el procedimiento si en las leyes ordinarias se prevé algún 
remedio legal por el cual puedan repararse, ya que, en tal caso, la parte 
tiene la carga de agotar tales medios ordinarios o de lo contrario, su derecho 
de impugnación precluye. Esto es lo que justifica que no proceda el análisis 
de violaciones procesales respecto a las cuales no se hubieren agotado los 
recursos o medios de defensa ordinarios, ya que no sería válido combatir 
en amparo una violación procesal sobre la cual ya no se tiene derecho de 
impugnación, según las reglas del procedimiento del que emana el acto 
reclamado. Además, cuando la falta de impugnación se traduce en el 
consentimiento de la violación cometida, el vicio quedaría purgado. De ahí 
que la norma no sea arbitraria ni constituya un obstáculo irracional para la 
procedencia del estudio de las violaciones procesales en el juicio de amparo 
directo. 
 
Amparo directo en revisión 636/2014. Salvador Larios Segura. 13 de 
agosto de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.   
 
Amparo directo en revisión 637/2014. Confort Arquitectónico de 
Iluminación, S.A. de C.V. 13 de agosto de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho 
Maldonado.   
 
Amparo directo en revisión 5607/2016. Consuelo Roxana Ojeda 
Magallanes. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 



 

 

Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Daniel Álvarez Toledo.   
 
Amparo directo en revisión 4081/2016. Mario Tinajero López.23 de 
agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretaria: Natalia Reyes Heroles Scharrer.   
 
Amparo directo en revisión 5807/2018. Compañía de Aguas de Ramos 
Arizpe, S. A. de C.V. 9 de enero de 2019. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: César de La Rosa 
Zubrán.   
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de veinticuatro de junio de dos mil veinte. Ciudad de México, 
a veinticuatro de junio de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 26/2020 (10a.) 
 
 
PRESCRIPCIÓN NEGATIVA. LA CADUCIDAD DE LA INSTANCIA NO ES 
APTA PARA INTERRUMPIRLA (CÓDIGO DE COMERCIO Y 
LEGISLACIONES CIVILES DE QUINTANA ROO, ESTADO DE MÉXICO, 
JALISCO Y GUERRERO). En diversos juicios ordinarios civiles o ejecutivos 
mercantiles, había operado la caducidad de la instancia y en juicio posterior 
la parte demandada adujo como excepción la prescripción negativa de la 
acción, con fundamento en las legislaciones aludidas. Los tribunales 
colegiados que conocieron de los juicios de amparo directo respectivos 
sostuvieron criterios distintos consistentes en determinar si la presentación 
de una demanda en un juicio en el que después se decreta la caducidad de 
la instancia interrumpe el plazo de prescripción. La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que el criterio que debe 
prevalecer es que la presentación de una demanda en un juicio en el que 
después se decreta la caducidad de la instancia no interrumpe el término 
para la prescripción. Lo anterior, en virtud de que la caducidad es una 
consecuencia de la inactividad en el juicio, que se traduce en una falta de 
interés de los justiciables en su prosecución; de ahí que, estimar que la 
presentación de una demanda en un juicio en el que después se decreta 
dicha figura, interrumpe la prescripción de la acción, atentaría contra la 
seguridad jurídica, pues implicaría otorgar una prerrogativa a quien no está 
pendiente de ejercer sus derechos en la forma y términos que precisan las 
leyes. 
 
Contradicción de tesis 304/2019. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito; el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito, el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, el Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, el entonces 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Segundo 
Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo 
Circuito, el entonces Segundo Tribunal Colegiado del Tercer Circuito, actual 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el entonces 
Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito, actual Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer 
Circuito. 6 de febrero de 2020. La votación se dividió en dos partes: Mayoría 
de cuatro votos por la legitimación del denunciante de la contradicción de 
tesis. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá.  Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo, de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Claudia Lissette 
Montaño Mendoza.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, 
al resolver el amparo directo 485/2018, que dio origen a la tesis aislada 
XXVII.1o.10 C (10a.), de título y subtítulo: “PRESCRIPCIÓN DE LA 
ACCIÓN. SE INTERRUMPE CON LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA, 
AUN CUANDO EN EL JUICIO RESPECTIVO SE DECRETE LA 
CADUCIDAD DE LA INSTANCIA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
QUINTANA ROO).”; publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 



 

 

Federación, Décima Época, Libro 67, Junio de 2019, Tomo VI, página 5309, 
con número de registro digital 2020133. 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto 
Circuito, al resolver amparo directo 336/2006, que dio origen a la tesis 
aislada VI.2o.C.538 C, de título y subtítulo: “PRESCRIPCIÓN DE LA 
ACCIÓN EN MATERIA MERCANTIL. NO SE INTERRUMPE POR LA 
PRESENTACIÓN DE UNA DEMANDA QUE DA INICIO A UN 
PROCEDIMIENTO EN EL QUE SE DECRETA LA CADUCIDAD DE LA 
INSTANCIA, AUN CUANDO LAS EXCEPCIONES PROCESALES Y 
PRUEBAS RENDIDAS EN ÉL PUEDAN INVOCARSE EN EL NUEVO 
JUICIO QUE SE PROMUEVA.”; publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, Febrero de 2007, 
página 1847, con número de registro digital 173222. 
 
El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y 
Civil del Decimonoveno Circuito, al resolver el amparo directo 273/2006, que 
dio origen a la tesis aislada XIX.1o.A.C.39 C, DE título y subtítulo: 
“PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN EN MATERIA MERCANTIL. SI EN UN 
JUICIO ANTERIOR FUE DECRETADA LA CADUCIDAD DE LA 
INSTANCIA GENERANDO LA INEXISTENCIA JURÍDICA DE LA 
DEMANDA, ÉSTA NO PUEDE SERVIR PARA INTERRUMPIR EL PLAZO 
DE DICHA FIGURA PROCESAL EN EL NUEVO EJERCICIO DE 
AQUÉLLA.”; publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, enero de 2007, página 2293, con 
número de registro digital 173511. 
 
El emitido por el entonces Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y 
del Trabajo del Segundo Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Segundo Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 
210/1997, que dio origen a la tesis aislada II.2o.C.T.55 C, de título y 
subtítulo: “CADUCIDAD. LA DEMANDA DE UN JUICIO EN QUE SE 
DECRETA LA, NO INTERRUMPE EL TÉRMINO DE LA PRESCRIPCIÓN 
EXTINTIVA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO).”; publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VI, 
julio de 1997, página 359, con número de registro digital 198256. 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Tercer Circuito, actual 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el 
amparo directo 236/1982, que dio origen a la tesis aislada de título y 
subtítulo: “INTERDICTOS. PRESCRIPCION DE LA ACCION. NO SE 
INTERRUMPE POR LA EXISTENCIA DE UN JUICIO EN QUE SE HAYA 
EJERCITADO TAL ACCION, SI EN DICHO JUICIO SE DECLARO LA 
CADUCIDAD.”; publicada en el Semanario Judicial de la Federación, 
Séptima Época, Volúmenes 169-174, Sexta Parte, página 108, con número 
de registro digital 249808. 
 
El sostenido por el entonces Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Primer Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo del Vigésimo Primer Circuito, al resolver el directo 193/1993, que 
dio origen a la tesis aislada, de título y subtítulo: “ACCION DE DAÑOS Y 
PERJUICIOS, INTERRUPCION DEL TERMINO DE PRESCRIPCION DE 
LA. NO SE DA, SI EN EL JUICIO EN QUE SE EJERCITO CON 
ANTERIORIDAD SE DECLARO LA CADUCIDAD DE LA INSTANCIA, POR 
INACTIVIDAD PROCESAL DE LAS PARTES (LEGISLACION DEL 



 

 

ESTADO DE GUERRERO).”; publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación, Octava Época, Tomo XII, noviembre de 1993, página 280, con 
número de registro digital 214274. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de veinticuatro de junio de dos mil veinte. Ciudad de México, 
a veinticuatro de junio de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 27/2020 (10a.) 
 

 

REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO PENAL. ES IMPROCEDENTE 
CONCEDER EL AMPARO PARA QUE SE ORDENE AL JUEZ 
REALIZARLO, A EFECTO DE QUE RECABE CONSTANCIAS 
RELATIVAS A LA DETENCIÓN DEL QUEJOSO, SI ÉSTE FUE 
PRESENTADO A DECLARAR POR ENCONTRARSE A DISPOSICIÓN 
DEL MINISTERIO PÚBLICO CON MOTIVO DE HABER SIDO PRIVADO 
DE SU LIBERTAD POR UNA INDAGATORIA AJENA AL HECHO ILÍCITO 
QUE SE RESUELVE. Los tribunales colegiados que conocieron de los 
juicios de amparo directo, sostuvieron un criterio distinto sobre si es 
procedente conceder el amparo para que se reponga el procedimiento penal 
a efecto de que el juez del proceso recabe las constancias relativas a la 
detención del quejoso, si éste fue presentado a declarar en la averiguación 
previa que dio de origen al asunto que se resuelve, cuando ya estaba 
privado de su libertad con motivo de una detención efectuada en una 
indagatoria distinta y por la comisión de diverso delito. Esta Primera Sala 
considera que, para analizar la validez de la declaración de un indiciado, 
cuando no obran las constancias relativas a la detención del justiciable 
realizada por diversos hechos investigados en distinta indagatoria, es 
innecesario recabar tales actuaciones, porque para ello se deben tomar en 
consideración los siguientes parámetros. En primer lugar, se debe 
considerar que la detención del quejoso por distintos eventos delictuosos, 
que dieron origen a diversa indagatoria es un hecho ajeno a la litis sometida 
a la potestad jurisdiccional y atendiendo a que la declaración objeto de 
valoración fue emitida en una averiguación previa integrada por diverso 
delito en la que el imputado no fue detenido en flagrancia, el estudio sobre 
su validez o licitud debe ceñirse a la forma en que el ministerio público logró 
la comparecencia del justiciable, y si éste manifestó expresamente su deseo 
de acudir de manera voluntaria ante el representante social y rendir 
declaración sobre hechos distintos a los que dieron origen a su detención. 
Por tanto, si en una averiguación previa el órgano acusador obtuvo la 
confesión del indiciado en la comisión del delito imputado, debido a que 
compareció ante él por estar detenido con motivo de diversa investigación, 
lo conducente es valorar las condiciones bajo las cuales se rindió la 
declaración, es decir, que ésta no adolezca de vicios para determinar su 
validez. De ahí la inviabilidad de conceder el amparo para que se reponga 
el procedimiento penal de origen a fin de solicitar las constancias de la 
detención por diverso hecho; lo que se estima inconducente, dado que para 
su estudio debe atenderse a las circunstancias que aquí se han 
mencionado. 
 

Contradicción de tesis 368/2019. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito y el Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito. 20 de mayo de 2020.  Mayoría 
de cuatro votos de los señores ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 



 

 

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto 
Circuito, al resolver los amparos en revisión 133/2013 y 59/2014 y los 
amparos directos 174/2014, 335/2014 y 404/2014, que dieron origen a la 
tesis jurisprudencial IV.1º.P. J/6 (10a.), de título y subtítulo: “DETENCIÓN. 
SI EL MINISTERIO PÚBLICO OBTUVO LA CONFESIÓN DEL INDICIADO 
EN LA COMISIÓN DEL DELITO, DEBIDO A QUE COMPARECIÓ ANTE ÉL 
POR ESTAR DETENIDO CON MOTIVO DE DIVERSA AVERIGUACIÓN 
PREVIA, Y EL JUEZ, PREVIO A RESOLVER SU SITUACIÓN JURÍDICA, 
NO RECABA LAS CONSTANCIAS QUE AVALAN LA LEGALIDAD DE 
AQUÉLLA Y DE LA PUESTA A DISPOSICIÓN CORRESPONDIENTE, 
CON EL OBJETO DE VERIFICAR QUE NO SE VIOLARON SUS 
DERECHOS HUMANOS Y QUE SU CONFESIÓN LA RINDIÓ LIBRE Y 
ESPONTÁNEAMENTE, ELLO CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS 
LEYES DEL PROCEDIMIENTO QUE AMERITA SU REPOSICIÓN 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN).”; publicada en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 21, Agosto 
de 2015, Tomo II, página 1966, con número de registro digital 2009837, y 
 
El sustentado por el Tribunal Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito, al 
resolver los amparos directos 189/2016 y 35/2018, que dieron origen a la 
tesis aislada XXXII.7 P (10a.), de título y subtítulo: “REPOSICIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO PENAL. ES IMPROCEDENTE ORDENARLA EN EL 
AMPARO DIRECTO PARA QUE EL JUEZ DE LA CAUSA RECABE DE 
OFICIO LAS CONSTANCIAS QUE ACREDITEN LA LEGALIDAD DE LA 
DETENCIÓN DEL INDICIADO QUE CONFESÓ LA COMISIÓN DEL 
DELITO CUANDO ESTABA DETENIDO CON MOTIVO DE DIVERSA 
AVERIGUACIÓN PREVIA PUES, DE LO CONTRARIO, SE VIOLARÍA EL 
PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD.”; publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 69, Agosto de 2019, Tomo IV, página: 4640, 
con número de registro digital 2020384. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de uno de julio de dos mil veinte. Ciudad de México, a uno de 
julio de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 28/2020 (10a.) 
 

 

VINCULACIÓN A PROCESO. LOS JUECES DE AMPARO NO PUEDEN 
SUSTITUIR AL JUEZ DE CONTROL EN LA PONDERACIÓN DE LOS 
DATOS DE PRUEBA INCORPORADOS POR EL IMPUTADO O SU 
DEFENSA, EN EL PLAZO CONSTITUCIONAL O SU DUPLICIDAD, SIN 
EMBARGO, SÍ PUEDEN ANALIZAR LA LEGALIDAD DE SU EJERCICIO 
DE PONDERACIÓN. Los Tribunales Colegiados que participaron en la 
contradicción de tesis conocieron, en los correspondientes recursos de 
revisión, de casos en los que sendos imputados, por conducto de su 
defensa, incorporaron respectivamente en el plazo constitucional y su 
duplicidad, datos de prueba para que fueran considerados por el Juez de 
Control al resolver sobre su vinculación a proceso; sin embargo, sostuvieron 
criterios opuestos, pues uno de ellos determinó, implícitamente, que la 
autoridad de amparo en primera instancia podía sustituir al Juez de Control 
en la ponderación de los datos de prueba; mientras que el otro concluyó que 
ello correspondía al Juez de Control, pero en la etapa intermedia. Sobre tal 
cuestión, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que los Jueces de amparo no pueden sustituir al Juez de Control 
en la ponderación de los datos de prueba incorporados por el imputado o 
su defensa, en el plazo constitucional o su duplicidad; sin embargo, sí 
pueden analizar la legalidad del ejercicio de ponderación que aquél realiza. 
Ello debido a que el Juez de Control, para resolver sobre la vinculación a 
proceso, debe ponderar los datos de prueba que incorpore el imputado o su 
defensa, durante el plazo constitucional de setenta y dos horas o en su 
ampliación, en contradicción con los expuestos por el Ministerio Público, de 
acuerdo con lo dispuesto por los artículos 314 y 315 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales; facultad que es exclusiva de las autoridades de 
instancia y, por tanto, no pueden ejercerla los Jueces constitucionales. No 
obstante, ello no implica que no puedan revisar el juicio de ponderación de 
los datos de prueba que se realiza; es decir, la legalidad y constitucionalidad 
del acto reclamado, no del dato de prueba en sí, pues su análisis se 
circunscribe única y exclusivamente a la valoración del juicio de prueba que 
llevó a cabo el Juez de Control, y resolver sobre la constitucionalidad de su 
determinación. Ejercicio que no implica que se sustituya al Juez natural en 
la apreciación de los datos de prueba, ya que sólo se analiza la legalidad 
de la ponderación que se hizo, a efecto de corroborar si se ajustó o no a los 
principios que rigen el debido proceso legal, y constatar que no se hubieran 
alterado los hechos, que no exista infracción a las reglas fundamentales de 
la lógica, a los conocimientos científicos y a las máximas de la experiencia. 
 

Contradicción de tesis 109/2019. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 11 de marzo de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al 
resolver los amparos en revisión 338/2018, 340/2018 y 341/2018, de los 
cuales derivó la tesis aislada II.2o.P.80 P (10a.), de título y subtítulo: “AUTO 



 

 

DE VINCULACIÓN A PROCESO DICTADO DENTRO DE LA AMPLIACIÓN 
DEL TÉRMINO CONSTITUCIONAL. EN ESTA RESOLUCIÓN EL 
ALCANCE DE UN ESTADO PROBATORIO CONTRADICTORIO ES 
EXCLUSIVAMENTE DE NATURALEZA PRELIMINAR.”, publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 64, 
Tomo III, marzo de 2019, página 2571, con número de registro digital: 
2019450; y, 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 507/2018, en el que consideró que tanto el 
Juez de Control, como la autoridad de amparo, pueden valorar los datos de 
prueba que se incorporaron a la audiencia de vinculación, dentro del plazo 
constitucional o su ampliación, por parte del imputado o su defensa y añadió 
que la autoridad responsable aplicó inexactamente las reglas relativas a la 
valoración de los datos de prueba; ello, bajo el argumento de que conforme 
al artículo 261 del Código Nacional de Procedimientos Penales, no era 
necesario que se desahogaran ante el Juez de Control para que fueran 
valorados de manera libre y lógica. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de uno de julio de dos mil veinte. Ciudad de México, a uno de 
julio de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 29/2020 (10a.) 
 
MODIFICACIÓN DE LA CALIFICACIÓN DEL HECHO DELICTIVO 
MATERIA DE LA IMPUTACIÓN. LA FACULTAD DEL JUEZ DE 
CONTROL AL DICTAR AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO, NO ESTÁ 
CONDICIONADA A QUE SU EJERCICIO OPERE EN BENEFICIO O EN 
PERJUICIO DEL IMPUTADO (INTERPRETACIÓN DEL PENÚLTIMO 
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 316 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES).  
 
HECHOS: Los Tribunales Colegiados de Circuito que conocieron de los 
amparos en revisión respectivos, sostuvieron criterios distintos con relación 
a la facultad de los juzgadores de modificar la clasificación del hecho 
delictivo materia de la imputación al dictar auto de vinculación a proceso –
prevista en el artículo 316 del Código Nacional de Procedimientos Penales–
, cuando la modificación implique agravar la situación del imputado. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La modificación de la calificación del hecho delictivo 
materia de la imputación, realizada al dictar auto de vinculación a proceso, 
puede operar en beneficio o en perjuicio del imputado. 
 
JUSTIFICACIÓN: Debe entenderse que cuando la ley habla de “hecho 
delictivo” se refiere a la clasificación legal de los hechos al tenor de la figura 
típica prevista en el Código Penal respectivo, mientras que el vocablo 
“hecho” tiene relación con el elemento fáctico que dio origen a la imputación. 
Ahora bien, esta Primera Sala considera que en el sistema de 
enjuiciamiento penal acusatorio y oral, es constitucionalmente factible 
modificar la clasificación jurídica del hecho delictivo materia del debate, sin 
embargo,  existe  la  limitante  de  no  variar  los  hechos –entendidos como 
elementos fácticos– planteados por el Ministerio Público al formular 
imputación. En efecto, es fundamental la potestad dada al Juez de Control 
para que, en el auto de vinculación a proceso, otorgue una clasificación 
jurídica distinta al hecho delictivo propuesto por el Ministerio Público al 
formular imputación, pues su ejercicio produce certeza y congruencia entre 
los hechos atribuidos y la descripción típica. No hacerlo implicaría que se 
siga un proceso únicamente por la clasificación jurídica designada por el 
representante social, lo cual iría en detrimento del sistema, de los derechos 
de la víctima y de la sociedad en general, pues de resultar incongruente, 
generaría situaciones de impunidad al no poder encuadrar plenamente las 
circunstancias fácticas en la descripción típica correcta. Por tanto, la 
potestad conferida al Juez de Control para modificar la clasificación del 
hecho delictivo materia de la imputación, sólo está sujeta a que no se varíen 
los hechos expresados por el Ministerio Público al formular imputación, y se 
garantice el derecho de defensa del imputado. De ahí que, no existe 
disposición que haga presumir que su ejercicio está condicionado a operar 
en beneficio o en perjuicio del imputado, pues el legislador no lo dispuso así 
expresamente. Luego entonces, debe entenderse que la modificación de la 
clasificación del hecho delictivo materia de la imputación opera de manera 
indistinta, ello de acuerdo al principio de interpretación de ley que establece 
“donde la ley no distingue no debemos distinguir”. Pensar de otra manera, 
implicaría asumir competencias que no son propias de esta Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, al añadir un requisito legal que no fue establecido 
por el creador de la norma. 
 
Contradicción de tesis 190/2019. Entre las sustentadas por el Tercer 



 

 

Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito y el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 29 de enero de 2020. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Manuel Baráibar Tovar.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto 
Circuito, al resolver los amparos en revisión 153/2018 y 320/2018, en los 
que realizó una interpretación del contenido y alcance de la figura de 
reclasificación del hecho delictivo materia de la imputación al dictar auto de 
vinculación a proceso, prevista en el multicitado artículo 316 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, y sostuvo, en esencia, que el ejercicio 
de dicha potestad, aun cuando implique agravar la situación del imputado, 
no vulnera los principios de contradicción e imparcialidad que rigen el 
sistema acusatorio, pues desde su óptica, el legislador no dispuso lo 
contrario, es decir, no distinguió entre la reclasificación en beneficio o 
perjuicio; además, busca un fin constitucionalmente válido, esto es, que el 
culpable no quede impune y que la víctima sea resarcida del daño 
provocado por la comisión del delito, y 
 
El Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 244/2016, que dio origen a la tesis 
aislada número I.8o.P.12 P (10a.), de título y subtítulo: “AUTO DE 
VINCULACIÓN A PROCESO. EL JUEZ DE CONTROL, AL EJERCER SU 
FACULTAD DE RECLASIFICAR LOS HECHOS MATERIA DE LA 
IMPUTACIÓN MINISTERIAL, NO PUEDE AGRAVAR LA SITUACIÓN 
JURÍDICA DEL IMPUTADO PUES, DE HACERLO, VIOLA EL PRINCIPIO 
ACUSATORIO Y LA NATURALEZA CONTRADICTORIA DE LA 
CONTIENDA, ASÍ COMO LA IMPARCIALIDAD DE LA DECISIÓN 
JUDICIAL (INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DEL ARTÍCULO 316, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES).”; publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, página 2866, 
con número de registro digital: 2014665. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de ocho de julio de dos mil veinte. Ciudad de México, a ocho 
de julio de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 30/2020 (10a.) 
 
 
MODIFICACIÓN DE LA CALIFICACIÓN DEL HECHO DELICTIVO 
MATERIA DE LA IMPUTACIÓN. LA FACULTAD DEL JUEZ DE 
CONTROL AL DICTAR AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO, NO 
VULNERA EL PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD, EN SU VERTIENTE DE 
DISTRIBUCIÓN DE FUNCIONES (INTERPRETACIÓN DEL PENÚLTIMO 
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 316 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES).  
 
HECHOS: Los Tribunales Colegiados de Circuito que conocieron de los 
amparos en revisión respectivos, sostuvieron un criterio distinto consistente 
en determinar si la modificación de la calificación del hecho delictivo materia 
de la imputación al dictar auto de vinculación a proceso –prevista en el 
artículo 316 del Código Nacional de Procedimientos Penales–, vulnera el 
principio de imparcialidad en su vertiente de distribución de funciones.  
 
CRITERIO JURÍDICO: La modificación de la calificación del hecho delictivo 
materia de la imputación, realizada al dictar auto de vinculación a proceso, 
no vulnera el principio de imparcialidad en su vertiente de distribución de 
funciones.  
 
JUSTIFICACIÓN: El ejercicio de la potestad conferida al Juez de Control –
al dictar auto de vinculación a proceso– para otorgar una clasificación 
jurídica distinta al hecho delictivo materia de la imputación, no conlleva la 
realización de funciones de acusación, pues la vertiente que impone la 
distribución de funciones establece que la función de investigar y de 
formular la acusación le pertenece al Ministerio Público; la actividad de 
defensa atañe al imputado y su defensor; en tanto que la de juzgar le 
corresponde al Juez o tribunal de enjuiciamiento. En su vertiente de 
coherencia entre la imputación y el auto de vinculación a proceso, exige la 
necesaria correspondencia que debe concurrir entre la hipótesis fáctica que 
formula el actor penal y la decisión a la que arriba el Juez al emitir su 
determinación, lo cual se traduce en una exigencia dirigida al Juez que le 
prohíbe vincular a proceso por hechos distintos –circunstancias fácticas– a 
los que fueron señalados por el Ministerio Público al formular la imputación. 
En ese sentido, los hechos materia de la imputación que formula el 
Ministerio Público constituyen el límite de la actividad jurisdiccional del 
juzgador, de modo que la autoridad judicial por regla general, motu proprio, 
no puede variar los hechos para modificar la clasificación del hecho delictivo 
materia de la imputación, pues al hacerlo ejercería funciones de órgano 
acusador, lo que implicaría reunir dos funciones antagónicas en una sola 
persona, en clara transgresión a la naturaleza del sistema. Por tanto, si se 
formula imputación por determinado hecho delictivo, cabe la posibilidad de 
que durante el proceso penal se le otorgue una clasificación jurídica distinta 
por el que técnicamente corresponda, siempre y cuando no se varíen los 
hechos y se garantice el derecho de defensa del imputado. 
 
Contradicción de tesis 190/2019. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito y el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 29 de enero de 2020. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, y Juan Luis González Alcántara 



 

 

Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Manuel Baráibar Tovar.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto 
Circuito, al resolver los amparos en revisión 153/2018 y 320/2018, en los 
que realizó una interpretación del contenido y alcance de la figura de 
reclasificación del hecho delictivo materia de la imputación al dictar auto de 
vinculación a proceso, prevista en el multicitado artículo 316 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, y sostuvo, en esencia, que el ejercicio 
de dicha potestad, aun cuando implique agravar la situación del imputado, 
no vulnera los principios de contradicción e imparcialidad que rigen el 
sistema acusatorio, pues desde su óptica, el legislador no dispuso lo 
contrario, es decir, no distinguió entre la reclasificación en beneficio o 
perjuicio; además, busca un fin constitucionalmente válido, esto es, que el 
culpable no quede impune y que la víctima sea resarcida del daño 
provocado por la comisión del delito, y 
 
El Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 244/2016, que dio origen a la tesis aislada 
número I.8o.P.12 P (10a.), de título y subtítulo: “AUTO DE VINCULACIÓN 
A PROCESO. EL JUEZ DE CONTROL, AL EJERCER SU FACULTAD DE 
RECLASIFICAR LOS HECHOS MATERIA DE LA IMPUTACIÓN 
MINISTERIAL, NO PUEDE AGRAVAR LA SITUACIÓN JURÍDICA DEL 
IMPUTADO PUES, DE HACERLO, VIOLA EL PRINCIPIO ACUSATORIO Y 
LA NATURALEZA CONTRADICTORIA DE LA CONTIENDA, ASÍ COMO LA 
IMPARCIALIDAD DE LA DECISIÓN JUDICIAL (INTERPRETACIÓN 
SISTEMÁTICA DEL ARTÍCULO 316, PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES).”; publicada en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, junio de 
2017, Tomo IV, página 2866, con número de registro digital: 2014665. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada  
a distancia de ocho de julio de dos mil veinte. Ciudad de México, a 
ocho de julio de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 31/2020 (10a.) 
 
 
MODIFICACIÓN DE LA CALIFICACIÓN DEL HECHO DELICTIVO 
MATERIA DE LA IMPUTACIÓN. LA FACULTAD DEL JUEZ DE 
CONTROL AL DICTAR AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO, NO 
VULNERA EL PRINCIPIO DE CONTRADICCIÓN QUE RIGE EL SISTEMA 
PENAL ACUSATORIO (INTERPRETACIÓN DEL PENÚLTIMO PÁRRAFO 
DEL ARTÍCULO 316 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES).  
 
HECHOS: Los Tribunales Colegiados de Circuito que conocieron de los 
amparos en revisión respectivos, sostuvieron un criterio distinto consistente 
en determinar si la modificación de la calificación del hecho delictivo materia 
de la imputación al dictar auto de vinculación a proceso –prevista en el 
artículo 316 del Código Nacional de Procedimientos Penales–, vulnera el 
principio de contradicción que rige el sistema penal acusatorio.  
 
CRITERIO JURÍDICO: La modificación de la calificación del hecho delictivo 
materia de la imputación, realizada al dictar auto de vinculación a proceso, 
no vulnera el principio de contradicción que rige el sistema penal acusatorio.  
 
JUSTIFICACIÓN: Como se desprende del artículo 6o. del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, el principio de contradicción exige que las 
partes puedan conocer, controvertir o confrontar los medios de prueba, así 
como oponerse a las peticiones y alegatos de la otra parte. Este principio 
funge como pieza clave para el correcto desarrollo del proceso, pues por un 
lado, garantiza el derecho de las partes a concurrir al proceso en igualdad 
de armas y, por otra, permite al juzgador apreciar de forma clara los 
elementos de prueba y los argumentos que, de forma oral, exponen las 
partes. Así, esta Primera Sala considera que en el sistema de 
enjuiciamiento penal acusatorio y oral, es constitucionalmente factible 
modificar la clasificación jurídica del hecho delictivo materia del debate, sin 
embargo, existe la limitante de no variar los hechos –entendidos como 
elementos fácticos– planteados por el Ministerio Público al formular 
imputación. Efectivamente, un elemento que cobra capital importancia para 
llevar a cabo la modificación de la clasificación del hecho delictivo materia 
de la imputación, es el relativo al derecho de defensa del imputado, aspecto 
sobre el cual no puede soslayarse que el legislador reiteró en todos los 
artículos que la regulan (a partir del inicio de la investigación 
complementaria), que si bien es cierto el Juez de Control puede otorgar una 
clasificación jurídica distinta al hecho delictivo inicialmente propuesto por el 
Ministerio Público, también lo es que debe dar intervención al imputado para 
efectos de su defensa. Sobre este punto, debe decirse que la participación 
del imputado se encuentra contemplada para aquellos supuestos en los que 
ya existe una intervención activa de éste, pues a partir de la formulación de 
la imputación, el acto primigenio a través del cual puede modificarse la 
clasificación del hecho delictivo materia de la imputación, es precisamente 
el auto de vinculación a proceso, actuación en la cual el imputado ya conoce 
de antemano los hechos –como elementos fácticos– planteados por el 
Ministerio Público. Lo anterior, es concomitante con el aludido principio de 
contradicción, en la medida que al dictarse auto de vinculación a proceso el 
imputado ya conoce los hechos y los datos de prueba aportados por el 
Ministerio Público; por tanto, ningún perjuicio le irroga que los 
acontecimientos fácticos se coloquen en un supuesto jurídico hipotético 



 

 

distinto, pues en ese momento ya cuenta con elementos suficientes para 
hacer frente a la imputación que pesa en su contra. 
 
Contradicción de tesis 190/2019. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito y el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 29 de enero de 2020. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Manuel Baráibar Tovar.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto 
Circuito, al resolver los amparos en revisión 153/2018 y 320/2018, en los 
que realizó una interpretación del contenido y alcance de la figura de 
reclasificación del hecho delictivo materia de la imputación al dictar auto de 
vinculación a proceso, prevista en el multicitado artículo 316 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, y sostuvo, en esencia, que el ejercicio 
de dicha potestad, aun cuando implique agravar la situación del imputado, 
no vulnera los principios de contradicción e imparcialidad que rigen el 
sistema acusatorio, pues desde su óptica, el legislador no dispuso lo 
contrario, es decir, no distinguió entre la reclasificación en beneficio o 
perjuicio; además, busca un fin constitucionalmente válido, esto es, que el 
culpable no quede impune y que la víctima sea resarcida del daño 
provocado por la comisión del delito, y 
 
El Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 244/2016, que dio origen a la tesis aislada 
número I.8o.P.12 P (10a.), de título y subtítulo: “AUTO DE VINCULACIÓN 
A PROCESO. EL JUEZ DE CONTROL, AL EJERCER SU FACULTAD DE 
RECLASIFICAR LOS HECHOS MATERIA DE LA IMPUTACIÓN 
MINISTERIAL, NO PUEDE AGRAVAR LA SITUACIÓN JURÍDICA DEL 
IMPUTADO PUES, DE HACERLO, VIOLA EL PRINCIPIO ACUSATORIO Y 
LA NATURALEZA CONTRADICTORIA DE LA CONTIENDA, ASÍ COMO LA 
IMPARCIALIDAD DE LA DECISIÓN JUDICIAL (INTERPRETACIÓN 
SISTEMÁTICA DEL ARTÍCULO 316, PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES).”; publicada en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, junio de 
2017, Tomo IV, página 2866, con número de registro digital: 2014665. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada  
a distancia de ocho de julio de dos mil veinte. Ciudad de México, a 
ocho de julio de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 32/2020 (10a.) 
 
 
DETENCIÓN, CONTROL DE SU LEGALIDAD. NO PROCEDE 
EJERCERLO RESPECTO DE LAS ÓRDENES DE APREHENSIÓN 
(ARTÍCULO 308 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES).  
 
HECHOS: Los Tribunales Colegiados contendientes que conocieron de los 
amparos en revisión respectivos, sostuvieron criterios distintos consistentes 
en determinar si el control de legalidad de la detención previsto en el artículo 
308 del Código Nacional de Procedimientos Penales, para los casos de 
flagrancia o urgencia, se debe realizar tratándose de órdenes de 
aprehensión.  
 
CRITERIO JURÍDICO: Sobre tal cuestión, la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación considera que el criterio que debe prevalecer, 
es que este control únicamente procede cuando la privación de la libertad 
personal del imputado tiene como antecedentes casos de flagrancia o 
urgencia, sin que pueda hacerse extensivo a las órdenes de aprehensión. 
Esto no significa que sea inviable alegar vicios cometidos en la ejecución 
de una orden de aprehensión, o bien, que el Juez de Control esté impedido 
para analizar oficiosamente violaciones a los derechos humanos ocurridas 
en el cumplimiento de dichas órdenes.  
 
JUSTIFICACIÓN: Ello, porque en los supuestos de flagrancia o urgencia, la 
privación de la libertad personal del imputado no ha sido sometida a un 
control judicial previo, como sí ocurre tratándose de órdenes de 
aprehensión, las cuales en términos del artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, deben librarse por la autoridad 
judicial competente. La razón se estructura atendiendo a que el bien jurídico 
tutelado por la Constitución Federal en ese supuesto, es la libertad personal 
de los inculpados, por lo que la finalidad de la audiencia es proteger esa 
prerrogativa, en los supuestos en que no existe un mandamiento judicial, 
tomando en cuenta que la privación de la libertad es ordenada por el 
Ministerio Público (en caso urgente) o ejecutada por cualquier persona 
(flagrancia), por lo que la consecuencia en caso de que se determinara su 
ilegalidad sería la libertad con reservas de ley. Mientras que en el caso de 
las órdenes de aprehensión, la privación de la libertad ya se encuentra 
justificada legalmente. Sin embargo, no escapa a la consideración de esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que en la 
ejecución de una orden de aprehensión pudieran surgir cuestiones que la 
autoridad judicial deba analizar, incluso de oficio; por ejemplo, cuando se 
alega que aquélla se materializó contra diversa persona (verbigracia, un 
homónimo), o bien, con posibles violaciones a derechos humanos. En este 
último supuesto, el Juez deberá actuar en términos de la normatividad 
aplicable, sin que la decisión respectiva forme parte del control de la 
legalidad de la detención a que se refiere el artículo 308 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, el cual, como se dijo, solamente resulta 
procedente tratándose de las detenciones en flagrancia o caso urgente. 
 
Contradicción de tesis 444/2019. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Segundo 
Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito. 11 de marzo 
de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 



 

 

Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Héctor Vargas Becerra.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo 
Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 133/2017, que dio origen 
a la tesis aislada XXII.P.A.11 P (10a.), de título y subtítulo: “CONTROL DE 
LEGALIDAD DE LA DETENCIÓN. COMPRENDE LA DERIVADA DE LA 
EJECUCIÓN DE ÓRDENES DE APREHENSIÓN, EN ARAS DE 
PREVENIR SU REALIZACIÓN ARBITRARIA, CON TORTURA Y/O MALOS 
TRATOS (SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO).”, publicada 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
51, febrero de 2018, Tomo III, página 1403, con número de registro 
digital: 2016232, y 
 
El Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 20/2019, que dio origen a la tesis aislada XXX.3o.4 P (10a.), de 
título y subtítulo: “CONTROL DE LEGALIDAD DE LA DETENCIÓN. SÓLO 
DEBE EFECTUARSE POR EL JUEZ DE CONTROL EN CASOS DE 
URGENCIA O FLAGRANCIA, SIN QUE COMPRENDA LA DERIVADA DE 
LA EJECUCIÓN DE ÓRDENES DE APREHENSIÓN, AUN EN ARAS DE 
PREVENIR SU REALIZACIÓN ARBITRARIA, CON TORTURA Y/O MALOS 
TRATOS (INTERPRETACIÓN TELEOLÓGICA, SISTEMÁTICA Y 
CONFORME DE LOS PÁRRAFOS PRIMERO, PRIMERA PARTE Y 
TERCERO DEL ARTÍCULO 308 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES).”, publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 67, junio de 2019, Tomo 
VI, página 5144, con número de registro digital: 2019991. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada  
a distancia de ocho de julio de dos mil veinte. Ciudad de México, a 
ocho de julio de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 33/2020 (10a.) 
 
 
PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA EN DELITOS EN MATERIA DE 
HIDROCARBUROS, PETROLÍFEROS Y PETROQUÍMICOS, ASÍ COMO 
EN MATERIA DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS DE USO 
EXCLUSIVO DE LAS FUERZAS ARMADAS. SU APLICACIÓN ESTÁ 
CONDICIONADA A QUE SE CUMPLA LO ORDENADO EN EL 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE 
DECLARA REFORMADO EL ARTICULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 12 DE ABRIL DE 2019.  
 
HECHOS: Los tribunales colegiados contendientes sostuvieron criterios 
distintos, consistentes en determinar si la reforma al segundo párrafo del 
artículo 19 de la Constitución Federal, que incorporó los señalados ilícitos 
al catálogo respecto de los que procede imponer la medida cautelar, era 
exigible a partir de que inició su vigencia, al día siguiente de su publicación 
en el medio oficial, o si estaba condicionada a que el Congreso de la Unión 
adecuara el texto del artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, que regula su procedencia, como lo ordenó el artículo segundo 
transitorio del decreto. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación considera que en atención a que la regla sobre reformas y 
adiciones a la Constitución Federal, es que comiencen a regir el día de su 
publicación y, por excepción, en fecha posterior cuando el Constituyente así 
lo determine en disposiciones transitorias, se concluye que el artículo 
segundo transitorio del decreto en cita se traduce en un mandato 
constitucional para que la legislación procesal secundaria precise cuáles de 
todos los delitos en esas materias ameritarán la imposición de la prisión 
preventiva oficiosa, 
 
JUSTIFICACIÓN: dado que las respectivas leyes especiales prevén una 
diversidad de tipos penales, además, porque cumplir la condición que 
impone la disposición transitoria implica no vulnerar la regla de 
excepcionalidad respecto del principio de presunción de inocencia que rige 
el señalado instituto cautelar. 
 
Contradicción de tesis 551/2019. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 10 de junio de 2020. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto 
Circuito, al resolver los amparos en revisión 175/2019 y 176/2019, en los 
que sostuvo que la prisión preventiva oficiosa, prevista en el párrafo 
segundo, del artículo 19 de la Constitución Federal, reformado en Decreto 
que se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el doce de abril de dos 
mil diecinueve, era aplicable a partir de su entrada en vigor al día siguiente 



 

 

al de su publicación. Ello, no obstante que el Congreso de la Unión no había 
dado cumplimiento al artículo segundo transitorio de la misma reforma, que 
le impuso la obligación de adecuar a la Constitución, el texto del artículo 167 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, a fin de incorporar los 
delitos específicos respecto de los que procedía la medida cautelar, y 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer 
Circuito, al resolver los amparos en revisión 322/2019 y 347/2019, en los 
que consideró que si bien la reforma al párrafo segundo, del artículo 19 de 
la Constitución Federal, entró en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación, es decir, el trece de abril de dos mil 
diecinueve, su exigibilidad y aplicabilidad estaba condicionada a que el 
Congreso de la Unión hiciera las adecuaciones al artículo 167 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, para incluir en su texto los delitos 
respecto de los que, conforme a la disposición constitucional reformada, 
sería procedente la medida cautelar de prisión preventiva oficiosa, a fin de 
respetar los principios de no retroactividad y de exacta aplicación de la ley 
penal, contenidos en el artículo 14 de la propia Constitución Federal. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada  
a distancia de ocho de julio de dos mil veinte. Ciudad de México, a 
ocho de julio de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 34/2020 (10a.) 
 
 
IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. SE 
ACTUALIZA DE MANERA MANIFESTA E INDUDABLE LA CAUSA DE 
IMPROCEDENCIA PREVISTA POR EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXIII 
EN RELACIÓN CON EL DIVERSO 5, FRACCIÓN II (INTERPRETADO A 
CONTRARIO SENSU) AMBOS DE LA LEY DE LA MATERIA, CUANDO 
EL ACTO RECLAMADO CONSISTE EN LA NEGATIVA DE LOS 
AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO, DE REDUCIR LA PENA 
PREVISTA PARA EL DELITO DE QUE SE TRATE DURANTE LA 
TRAMITACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ESPECIAL ABREVIADO.  
 
HECHOS: El pleno de Circuito y el tribunal colegiado contendientes, 
arribaron a criterios distintos en relación a si la demanda de amparo en la 
que se reclama la negativa del Ministerio Público de reducir la pena mínima 
prevista para el delito de que se trata, durante la tramitación del 
procedimiento especial abreviado, debe desecharse de plano por 
actualizarse una causa manifiesta e indudable de improcedencia. 
 
CRITERIO JURÍDICO: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, determina que los juzgadores federales deben declarar la 
improcedencia del juicio y desechar de plano la demanda de amparo 
indirecto, cuando el acto reclamado consiste en la determinación del 
Ministerio Público que niega reducir la pena mínima para el delito de que se 
trate, durante la tramitación del procedimiento especial abreviado, como 
forma de terminación anticipada del procedimiento penal, en términos de 
los artículos 201 y 202 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 
 
JUSTIFICACIÓN: De conformidad con las reglas contenidas en la Ley de 
Amparo, los órganos de control constitucional se encuentran obligados a 
examinar integral y exhaustivamente la demanda de amparo y, entre otras 
alternativas, si fuese el caso de la existencia de una causa manifiesta e 
indudable de improcedencia, desecharla de plano. Con base en ello, 
tratándose del acto reclamado mencionado, se actualiza la causa manifiesta 
e indudable de improcedencia prevista por los artículos 61, fracción XXIII en 
relación con el diverso 5, fracción II (interpretado a contrario sensu) ambos 
de la Ley de la materia, al no tratarse de un genuino acto de autoridad para 
efectos del juicio de amparo, puesto que el numeral 105, fracción V, último 
párrafo, del mencionado código procesal, reconoce al Ministerio Público 
como sujeto del procedimiento penal acusatorio y oral, consecuentemente 
le otorga la calidad de parte en todos los procedimientos previstos en el 
mencionado cuerpo normativo. 
 
Contradicción de tesis 82/2019. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno 
Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito 
y el Pleno en Materia Penal del Tercer Circuito. 30 de octubre de 2019. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
particular, y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 



 

 

 
El sustentado por el Pleno en Materia Penal del Tercer Circuito, al resolver 
la contradicción de tesis 4/2018, que dio origen a la tesis jurisprudencial 
PC.III.P. J/17 P (10a.), de título y subtítulo: “REDUCCIÓN DE LA PENA 
PARA DAR POR TERMINADO ANTICIPADAMENTE EL PROCESO 
PENAL, A TRAVÉS DE UN PROCEDIMIENTO ABREVIADO. CUANDO SE 
IMPUGNA A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO LA 
RESOLUCIÓN MINISTERIAL QUE LA NIEGA, SE ACTUALIZA UNA 
CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA.”, publicada 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
57, agosto de 2018, Tomo II, página 2222, con número de registro 
digital: 2017580, y 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, al resolver la queja 
125/2018 en la que se determinó que el auto inicial en el juicio de amparo 
no era el momento para llevar a cabo el análisis exhaustivo respecto a si las 
autoridades de la representación social en el procedimiento especial 
abreviado, señaladas como responsables, tienen o no el carácter de 
autoridad responsable, por no ser el momento oportuno, ya que en dicha 
etapa procesal no se cuenta con elementos que permitan realizar un estudio 
totalmente informado, completo y fehaciente del acto reclamado, por lo que 
debe admitirse la demanda y esperar a los informes justificados para contar 
con mayores datos y dirimir si en efecto se trata de un acto de autoridad. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de ocho de julio de dos mil veinte. Ciudad de México, a ocho 
de julio de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 35/2020 (10a.) 
 
 
RECURSO DE REVOCACIÓN. SIGNIFICADO DE LA EXPRESIÓN “SIN 
SUSTANCIACIÓN”, PREVISTA POR EL ARTÍCULO 465 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES.  
 
HECHOS: Los órganos colegiados contendientes sostuvieron posturas 
encontradas respecto a qué debe entenderse por el referido requisito de 
procedencia. 
 
CRITERIO JURÍDICO: Esta Primera Sala considera que las resoluciones 
“sin sustanciación” son aquellas emitidas de plano, es decir, sin agotar una 
tramitación especial. 
 
JUSTIFICACIÓN. El citado artículo establece que el recurso de revocación 
procederá en cualquiera de las etapas del procedimiento penal en las que 
interviene la autoridad judicial contra las resoluciones de mero trámite que 
se resuelvan “sin sustanciación”. Ahora bien, a partir de una interpretación 
teleológica, es dable otorgar significado a dicha expresión para entender 
que se refiere a resoluciones emitidas de plano, sin agotar una tramitación 
especial, porque la norma procesal que rige el actuar del juzgador no tiene 
asignado un procedimiento específico a seguir previo a su emisión, esto es, 
no prevé la exigencia de emplazar o notificar a la parte contraria de una 
petición de su contraparte, ni otorgarle un plazo para contestarla o 
contradecirla y, por tanto, el Juez resuelve de plano lo pedido. De ahí que, 
el recurso de revocación procede contra las determinaciones de mero 
trámite que hayan sido resueltas sin agotar previamente un procedimiento 
específico. 
 
Contradicción de tesis 331/2019. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito y el Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Décimo Circuito. 30 de octubre de 2019. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien 
consideró que era inexistente la contradicción de tesis. Ponente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 387/2015, el cual dio origen a la 
tesis aislada VI.2o.P.33 P (10a), de título y subtítulo: “PRUEBAS EN LA 
AUDIENCIA DE VINCULACIÓN A PROCESO. EL PRONUNCIAMIENTO 
DEL JUEZ DE CONTROL DE NEGAR LA PETICIÓN DE EXCLUIR 
ALGUNOS DATOS DE AQUÉLLAS, PLANTEADA COMO INCIDENCIA 
POR LA DEFENSA DEL ACUSADO, NO ES UNA DETERMINACIÓN DE 
MERO TRÁMITE, POR LO QUE EN SU CONTRA ES IMPROCEDENTE EL 
RECURSO DE REVOCACIÓN, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 465 DEL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES.”, publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
29, abril de 2016, Tomo III, página 2532, con número de 
registro digital: 2011571, y 
 



 

 

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo 
Circuito, al resolver la queja 38/2019, en el que consideró que el término 
“sin sustanciación” que se establece en el artículo 465 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, relativo a la procedencia del recurso de 
revocación, hace referencia a la forma en que el tribunal haya resuelto la 
determinación recurrida, es decir, que para su resolución no haya implicado 
establecer un procedimiento especial y, por ende, la determinación se haya 
decretado de plano. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de ocho de julio de dos mil veinte. Ciudad de México, a ocho 
de julio de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 36/2020 (10a.) 
 
 
DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. LOS DÍAS NO LABORADOS POR 
LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEBEN DESCONTARSE DEL 
CÓMPUTO DEL PLAZO PREVISTO PARA SU PRESENTACIÓN 
CUANDO SE RECLAME ALGUNA DE LAS RESOLUCIONES DICTADAS 
EN LA AUDIENCIA INICIAL DEL PROCEDIMIENTO PENAL 
ACUSATORIO Y ORAL.  
 
HECHOS: Los Tribunales Colegiados contendientes que conocieron de 
diversos recursos de queja, sostuvieron un criterio distinto sobre si es 
procedente descontar del cómputo del plazo para la promoción del juicio de 
amparo indirecto, los días en que no laboró la autoridad responsable, 
cuando se reclaman el control de la detención y el auto de vinculación a 
proceso. 
 
CRITERIO JURÍDICO: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, atendiendo a los derechos de acceso a la justicia y al debido 
proceso, a la naturaleza del proceso penal acusatorio y oral, así como a los 
instrumentos a través de los cuales deben desahogarse las actuaciones 
judiciales que conforman sus etapas procesales, y con fundamento, 
además, en lo dispuesto por los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución 
Federal, así como 8, numeral 2 y 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, considera que cuando el acto reclamado es una 
resolución dictada en la audiencia inicial como la calificación de la detención 
o vinculación a proceso, los días no laborables para la autoridad 
responsable de que se trata deben descontarse del cómputo del plazo que 
el impetrante tiene para presentar la demanda de amparo indirecto. 
 
JUSTIFICACIÓN: Lo anterior, porque si las videograbaciones y los registros 
escritos excepcionales que se originan durante el desahogo de la audiencia 
pública, quedan bajo resguardo del Juez de Control a través de las áreas 
de gestión de los centros de justicia, es incuestionable que para que el futuro 
quejoso pueda acceder a su consulta, o bien, a la entrega de una 
reproducción fiel de las mismas, para poder sustentar de manera eficiente 
su defensa en una instancia constitucional, debe tener acceso a las 
instalaciones judiciales respectivas y si éstas por motivo de periodos 
vacacionales, determinaciones de los Consejos de la Judicatura 
respectivos, por disposición de la ley o por causas de fuerza mayor, no 
laboran, los días de que se trata deben descontarse del cómputo del plazo 
que el impetrante tiene para presentar la demanda de amparo indirecto. En 
efecto, aun cuando por la naturaleza del sistema, las resoluciones 
respectivas se dictan en audiencia pública y de manera oral, con la 
asistencia del justiciable y su defensa, lo que implica que en el momento 
mismo de su dictado ambos conocen el sustento argumentativo y legal de 
la determinación, en aras de privilegiar el derecho fundamental de acceso a 
una tutela judicial efectiva, al debido proceso y a una defensa adecuada, es 
necesario que para los efectos de impugnación vía amparo, cuente el 
quejoso con todos los elementos necesarios para impugnar de manera 
eficaz lo resuelto; de lo contrario, se exigiría una espléndida capacidad de 
memoria o retención del defensor y del imputado para poder recordar todos 
y cada uno de los argumentos utilizados por el Juez de Control, así como el 
contenido de los datos de prueba en la que se sustentó, además de lo 
alegado por las partes en los ejercicios de debate; circunstancia que a juicio 



 

 

de esta Primera Sala no abona a la certeza jurídica que debe prevalecer en 
favor de quien es sometido a un procedimiento penal y desea acceder a un 
recurso efectivo. 
 
Contradicción de tesis 506/2019. Entre las sustentada por el Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Décimo Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 24 de junio de 2020. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto 
aclaratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Circuito, 
al resolver el recurso de queja 122/2019, determinó que conforme a lo 
determinado en la jurisprudencia 2a./J. 9/2018 emitida por la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, deben de excluirse en el 
cómputo del plazo para promover la demanda de amparo, los días en que 
no laboró la autoridad responsable, porque al ser la demanda la que fija la 
litis en el amparo indirecto, debe permitirse a los justiciables preparar su 
defensa para hacer valer sus derechos y defender sus intereses en forma 
efectiva y en condiciones de igualdad procesal, por lo cual el acceso al 
expediente es una garantía mínima, de ahí que el gobernado debe tener 
acceso no solo a las videograbaciones, en tratándose de juicios orales, sino 
también a cualquier otro dato, elemento o constancia que no 
necesariamente conste en aquellas, para no hacer nugatorio el referido 
derecho fundamental y por ende, deben descontarse del plazo para 
presentar la demanda  los días no laborados por la responsable. 
 
El sustentado por el  Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver los recursos de queja 63/2018 y 64/2018, que dieron 
origen a la tesis aislada I.1o.P.128 P (10a.), de título y subtítulo: DEMANDA 
DE AMPARO INDIRECTO. LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 9/2018 (10a.), 
QUE ESTABLECE QUE LOS DÍAS NO LABORADOS POR LA 
RESPONSABLE DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO DEL PLAZO 
PREVISTO PARA SU PRESENTACIÓN, ES INAPLICABLE CUANDO SE 
RECLAMA LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ DE CONTROL QUE CALIFICA 
DE LEGAL LA DETENCIÓN DEL QUEJOSO POR LA COMISIÓN DE UN 
DELITO EN FLAGRANCIA, SI EL TRÁMITE Y LAS RAZONES QUE 
SUSTENTARON EL ACTO RECLAMADO SE CONOCIERON EN LA 
AUDIENCIA INICIAL, SIN NECESIDAD DE CONSULTAR CONSTANCIAS 
POR ESCRITO.”; publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 58, Septiembre de 2018, Tomo III, página 
2315, con número de registro digital 2017804. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de veintidós de julio de dos mil veinte. Ciudad de México, a 



 

 

veintidós de julio de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 37/2020 (10a.) 
 
 
AMPARO INDIRECTO. LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 9/2018 (10a.) 
EMITIDA POR LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, NO ES APLICABLE PARA DETERMINAR SI 
LOS DÍAS NO LABORADOS POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE 
DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO DEL PLAZO PREVISTO PARA 
LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA, CUANDO SE RECLAME 
ALGUNA DE LAS RESOLUCIONES DICTADAS EN LA AUDIENCIA 
INICIAL DEL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO Y ORAL.  
 
HECHOS: Los Tribunales Colegiados contendientes que conocieron de 
diversos recursos de queja, sostuvieron un criterio distinto con relación a si 
la jurisprudencia 2a./J. 9/2018 (10a.), de título y subtítulo: “DEMANDA DE 
AMPARO INDIRECTO. LOS DÍAS NO LABORADOS POR LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO DEL PLAZO 
PREVISTO PARA SU PRESENTACIÓN CUANDO EL ACTO RECLAMADO 
DERIVE DE UN PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL O 
ADMINISTRATIVO LLEVADO EN FORMA DE JUICIO.”, es aplicable para 
determinar si deben descontarse del cómputo del plazo para la promoción 
del juicio de amparo indirecto los días en que no laboró la autoridad 
responsable, cuando se reclaman el control de la detención y el auto de 
vinculación a proceso. 
 
CRITERIO JURÍDICO: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación considera que la jurisprudencia de que se trata, no es aplicable. 
 
JUSTIFICACIÓN: Se afirma lo anterior, porque dicho criterio jurisprudencial 
emanó del análisis de resoluciones que tuvieron su origen en 
procedimientos jurisdiccionales o tramitados en forma de juicio, cuya 
característica principal es que corresponden a un sistema escrito; en ese 
sentido, se advierte que para su aplicación, tratándose de asuntos 
derivados de un procedimiento penal cuya gestión obedece a un sistema 
acusatorio y oral, existe un elemento fáctico ausente en el precedente, que 
constituye un elemento diferenciador relevante, que por certeza jurídica 
justifica otorgar un trato diverso, puesto que la distinción conlleva 
necesariamente a la creación de una nueva regla aplicable a esos hechos 
y, por ello, resulta inaplicable en sus términos la jurisprudencia de que se 
trata. 
 
Contradicción de tesis 506/2019. Entre las sustentada por el Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Décimo Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 24 de junio de 2020. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto 
aclaratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Disidente:  Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Circuito, 
al resolver el recurso de queja 122/2019, determinó que conforme a lo 



 

 

determinado en la jurisprudencia 2a./J. 9/2018 emitida por la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, deben de excluirse en el 
cómputo del plazo para promover la demanda de amparo, los días en que 
no laboró la autoridad responsable, porque al ser la demanda la que fija la 
litis en el amparo indirecto, debe permitirse a los justiciables preparar su 
defensa para hacer valer sus derechos y defender sus intereses en forma 
efectiva y en condiciones de igualdad procesal, por lo cual el acceso al 
expediente es una garantía mínima, de ahí que el gobernado debe tener 
acceso no solo a las videograbaciones, en tratándose de juicios orales, sino 
también a cualquier otro dato, elemento o constancia que no 
necesariamente conste en aquellas, para no hacer nugatorio el referido 
derecho fundamental y por ende, deben descontarse del plazo para 
presentar la demanda  los días no laborados por la responsable. 
 
El sustentado por el  Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver los recursos de queja 63/2018 y 64/2018, que dieron 
origen a la tesis aislada I.1o.P.128 P (10a.), de título y subtítulo: DEMANDA 
DE AMPARO INDIRECTO. LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 9/2018 (10a.), 
QUE ESTABLECE QUE LOS DÍAS NO LABORADOS POR LA 
RESPONSABLE DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO DEL PLAZO 
PREVISTO PARA SU PRESENTACIÓN, ES INAPLICABLE CUANDO SE 
RECLAMA LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ DE CONTROL QUE CALIFICA 
DE LEGAL LA DETENCIÓN DEL QUEJOSO POR LA COMISIÓN DE UN 
DELITO EN FLAGRANCIA, SI EL TRÁMITE Y LAS RAZONES QUE 
SUSTENTARON EL ACTO RECLAMADO SE CONOCIERON EN LA 
AUDIENCIA INICIAL, SIN NECESIDAD DE CONSULTAR CONSTANCIAS 
POR ESCRITO.”; publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 58, Septiembre de 2018, Tomo III, página 
2315, con número de registro digital 2017804. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de veintidós de julio de dos mil veinte. Ciudad de México, a 
veintidós de julio de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 38/2020 (10a.) 
 

 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL RECURSO DE 
APELACIÓN. ES IMPROCEDENTE EN FAVOR DE LAS VÍCTIMAS U 
OFENDIDOS QUE NO SE ENCUENTREN EN UNA SITUACIÓN 
PARTICULAR DE VULNERABILIDAD, CUANDO LO INTERPONEN 
CONTRA UNA SENTENCIA EMITIDA EN UN PROCESO PENAL 
SEGUIDO CONFORME AL SISTEMA TRADICIONAL O MIXTO.  
 
HECHOS: Los tribunales colegiados sostuvieron criterios distintos al 
analizar si procede la suplencia de la deficiencia de la queja en favor de 
víctimas u ofendidos que no se encuentren en una situación particular de 
vulnerabilidad, cuando interponen el recurso de apelación contra una 
sentencia definitiva, emitida en un proceso penal tramitado conforme al 
sistema tradicional o mixto. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación considera que aunque las víctimas u ofendidos están legitimados 
para interponer la apelación contra sentencias definitivas emitidas en 
procesos penales tradicionales o mixtos, los tribunales de alzada que 
conocen de ese recurso, no están en posibilidad de suplir sus agravios, 
pues esa suplencia haría que el órgano jurisdiccional asuma una función 
que constitucionalmente no le corresponde, al permitirle jugar un papel 
activo en favor del poder punitivo estatal, siempre que las víctimas u 
ofendidos no se encuentren en una situación particular de vulnerabilidad. 
 
JUSTIFICACIÓN: Lo anterior, porque la participación de las víctimas u 
ofendidos debe guardar armonía con el debido proceso penal, en 
convergencia con los derechos humanos de defensa y presunción de 
inocencia de los imputados, como principios rectores del garantismo penal, 
el cual es una herramienta para analizar la igualdad entre los derechos de 
las víctimas, ofendidos e imputados. Esa igualdad, de índole procesal, 
implica la posibilidad de hacer valer sus respectivos intereses con similitud 
de armas jurídicas, siempre y cuando no conduzca al desconocimiento de 
las directrices fundamentales del procedimiento penal moderno, entendido 
como un conflicto entre el Estado y el justiciable, donde la parte débil es el 
imputado. El primero, como titular del derecho a castigar, ejerce la acción 
penal por conducto del Ministerio Público, quien además de ser perito en 
derecho, cuenta con los medios suficientes para allegar las pruebas 
necesarias para esclarecer lo sucedido, correspondiéndole al juez, como 
ente imparcial, decidir lo conducente. Bajo esa óptica, la legitimación de las 
víctimas u ofendidos para interponer un recurso ordinario de apelación 
contra una sentencia definitiva emitida en un proceso penal seguido 
conforme al sistema tradicional o mixto, no conlleva la posibilidad de que el 
tribunal de alzada supla sus agravios, pues esa suplencia haría que el 
órgano jurisdiccional asuma una función que constitucionalmente no le 
corresponde, al obligarlo a desempeñar un papel activo en favor del poder 
punitivo estatal. El artículo 21 de la Constitución General separa de manera 
tajante la función de perseguir el delito, propia del Ministerio Público, de la 
de juzgar, y si bien el Constituyente reconoció a víctimas y ofendidos el 
derecho a coadyuvar con el mencionado representante social, no contempló 
la obligación de subsanar sus deficiencias argumentativas. Por tanto, 
aunque las víctimas u ofendidos están legitimados para interponer el 
recurso de apelación contra sentencias definitivas emitidas en procesos 



 

 

penales tradicionales o mixtos, los tribunales de alzada no están en 
posibilidad de suplir sus agravios, pues ello sería en detrimento del 
justiciable y en favor del poder punitivo estatal. Finalmente, es verdad que 
en términos generales las víctimas y ofendidos no son juristas, sin embargo, 
tienen derecho a recibir asesoría jurídica, la cual debe provenir de entes 
públicos o privados ajenos a los órganos jurisdiccionales. Lo anterior no 
contradice la jurisprudencia 1a/J. 29/2013 (10a), de la Primera Sala, de título 
y subtítulo: “SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA 
PENAL. OPERA EN FAVOR DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO POR EL 
DELITO, CONFORME AL MARCO CONSTITUCIONAL SOBRE 
DERECHOS HUMANOS QUE RESGUARDAN LOS ARTÍCULOS 20, 
APARTADO B Y 1º DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, NO OBSTANTE 
QUE EL ARTÍCULO 76 BIS, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO, LA 
PREVEA SÓLO EN BENEFICIO DEL REO”, pues el criterio contenido en 
ésta aplica exclusivamente al juicio de amparo, donde la controversia se 
suscita entre los gobernados (ya sea que se trate de imputados, víctimas u 
ofendidos) y las autoridades. 
 

Contradicción de tesis 77/2017. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el entonces 
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, actual Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Segundo Circuito 
y el entonces Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual 
Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito.8 
de julio de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Ana Margarita 
Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
EL emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 40/2016, en el que consideró que la 
suplencia de la queja no debe hacerse extensiva en favor de víctimas u 
ofendidos que interpongan un recurso de apelación, ni siquiera con apoyo 
en el principio pro persona, pues aduce que el tratamiento diferenciado 
respecto del imputado es racional, de tal manera que sus alegaciones 
deben apreciarse bajo las reglas del estricto derecho y la llamada “causa de 
pedir”, a menos que se trate de personas en una especial situación de 
vulnerabilidad. 
 
El sostenido por el entonces Segundo Tribunal Colegiado del Décimo 
Segundo Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Décimo Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 
543/2013, que dio origen a la tesis aislada XII.2o.1 P (10a.), de título y 
subtítulo: “SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA PENAL. 
EL ARTÍCULO 379 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
PARA EL ESTADO DE SINALOA, AL ESTABLECER QUE EN LA 
SEGUNDA INSTANCIA AQUÉLLA OPERA ÚNICAMENTE A FAVOR DEL 
INCULPADO O SU DEFENSOR, SIN COLOCAR EN ESE MISMO PLANO 
A LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO, ES INCONVENCIONAL Y 
DEBE INAPLICARSE POR VULNERAR EL PRINCIPIO DE IGUALDAD 
ENTRE LAS PARTES Y EL DERECHO DE IGUALDAD ANTE LA LEY.”, 



 

 

publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 7, junio de 2014, Tomo II, página 1809, con número de registro 
digital 2006785, y 
 
El sustentado por el entonces Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Circuito, actualmente Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil 
del Vigésimo Circuito, al resolver el amparo directo 672/2014, que dio origen 
a la tesis XX.2o.4 P (10a.), de título y subtítulo: “SUPLENCIA DE LA QUEJA 
DEFICIENTE EN LA APELACIÓN. EL ARTÍCULO 384, PÁRRAFO 
PRIMERO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL 
ESTADO DE CHIAPAS ABROGADO, AL DISPONER QUE LA SALA 
PODRÁ REALIZARLA ANTE LA FALTA O DEFICIENCIA DE AGRAVIOS 
CUANDO EL RECURRENTE SEA EL PROCESADO O SENTENCIADO, 
SIN COLOCAR EN EL MISMO PLANO A LA VÍCTIMA U OFENDIDO, 
VULNERA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD ENTRE LAS PARTES Y EL 
DERECHO DE IGUALDAD ANTE LA LEY Y, POR TANTO, EN EJERCICIO 
DEL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD Y CONSTITUCIONALIDAD 
DIFUSO, DEBE INAPLICARSE.”, publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 16, Marzo de 2015, Tomo 
III, página 2510, con número de registro digital 2008702. 
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de cinco de agosto de dos mil veinte. Ciudad de México, a 
cinco de agosto de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 39/2020 (10a.) 
 
 
EMPLAZAMIENTO. DEBE CONSIDERARSE VÁLIDO SÓLO CUANDO 
AL REALIZAR LA CERTIFICACIÓN RELATIVA, EL NOTIFICADOR 
DESCRIBE CUÁLES SON LAS COPIAS DE LOS DOCUMENTOS QUE 
SE ADJUNTARON A LA DEMANDA CON LAS QUE CORRE TRASLADO.  
 
HECHOS: Los órganos colegiados contendientes analizaron si como 
requisito de validez del emplazamiento, el actuario o notificador debe 
describir cuáles son las copias de los documentos que se adjuntaron a la 
demanda con las que corre traslado.  
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación arriba a la convicción de que si la ley procesal respectiva 
establece como formalidad del emplazamiento el entregar copias de 
traslado de la demanda y demás documentos que se adjuntan a ésta, tal 
enunciado normativo debe interpretarse de conformidad con el artículo 14 
constitucional, a fin de concluir que el emplazamiento debe considerarse 
válido sólo cuando al realizar la certificación en el acta relativa, el actuario 
o notificador indica, describe o establece cuáles son los anexos 
documentales con los que corrió traslado.  
 
JUSTIFICACIÓN: La importancia y trascendencia del emplazamiento han 
sido reiteradamente reconocidas por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, señalando que la falta de emplazamiento o su defectuosa práctica 
constituyen la violación procesal de mayor magnitud y de carácter más 
grave, puesto que da origen a la omisión de las demás formalidades 
esenciales del procedimiento. En ese sentido, los preceptos que establecen 
las formalidades del emplazamiento a un procedimiento jurisdiccional deben 
interpretarse de conformidad con las normas constitucionales que 
reconocen el derecho de audiencia, al debido proceso y de certeza jurídica. 
Esto último se traduce en que para considerar que el emplazamiento a juicio 
cumple con su finalidad constitucional de garantizar al demandado el pleno 
ejercicio a la defensa, la información que a través de él se proporcione al 
enjuiciado debe otorgar la suficiente certeza jurídica respecto a la fidelidad 
de los términos en los que el accionante formuló su demanda y de los 
documentos que adjuntó a ésta. Dicho de otro modo, la finalidad legal y 
constitucional del emplazamiento no es la de proporcionar al demandado 
cualquier información o información incompleta respecto al juicio instaurado 
en su contra por la actora, sino que tal finalidad consiste en que el 
emplazado tenga conocimiento cierto y completo, no únicamente de las 
prestaciones que se le reclaman, sino de los documentos en los cuales la 
accionante sustenta su acción, a fin de estar en posibilidad de ejercer 
plenamente su derecho a la defensa mediante actos jurídicos como 
contestar la demanda, oponer todas las excepciones que considere 
pertinentes y, en su caso, aportar las pruebas que considere necesarias 
para su defensa. Bajo esta lógica, si la ley procesal respectiva establece 
como formalidad del emplazamiento el entregar copias de traslado de la 
demanda y demás documentos que se adjuntan a ésta, tal enunciado 
normativo debe interpretarse de conformidad con el artículo 14 
constitucional a fin de concluir que el emplazamiento debe considerarse 
válido sólo cuando al realizar la certificación relativa, el actuario o notificador 
indica, describe o establece cuáles son esos documentos que se adjuntaron 
y con cuyas copias corrió traslado. Tal formalidad en el emplazamiento no 



 

 

constituye un requisito irrazonable o difícil de cumplir por parte del actuario 
o notificador, pues éste sólo debe identificar en el acta de emplazamiento 
cuáles son, en cada caso, los anexos con cuyas copias corre traslado. 
 
Contradicción de tesis 107/2020. Entre las sustentadas por el Pleno del 
Decimonoveno Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla. 22 
de julio de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Melesio Ramos Martínez.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Pleno del Decimonoveno Circuito, al resolver la 
contradicción de tesis 2/2014, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia 
PC.XIX. J/1 C (10a.), de título y subtítulo: “EMPLAZAMIENTO. LA OMISIÓN 
DEL ACTUARIO DE PORMENORIZAR LOS DOCUMENTOS CON QUE SE 
CORRE TRASLADO AL DEMANDADO, ES INSUFICIENTE PARA 
DECLARAR SU INVALIDEZ (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 67, 
FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL 
ESTADO DE TAMAULIPAS).”, publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 25, diciembre de 2015, 
Tomo I, página 743, con número de registro digital: 2010687, y 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, 
Puebla, en auxilio del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y 
Administrativa del Décimo Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 
808/2019 (cuaderno auxiliar 909/2019), en el que consideró que conforme 
al artículo 1394 del Código de Comercio, tratándose del emplazamiento, en 
todos los casos se entregará al demandado cédula en la que se contengan 
la orden de embargo decretada en su contra, dejándole copia de la 
diligencia practicada, corriéndole traslado con la copia de demanda, de los 
documentos base de la acción y demás que se ordenan por el artículo 1061 
de esa misma codificación. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de diecinueve de agosto de dos mil veinte. Ciudad de México, 
a diecinueve de agosto de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 40/2020 (10a.) 
 
 
CAREOS PROCESALES. NO ES NECESARIO VERIFICAR LA EFICACIA 
PROBATORIA DE LAS RETRACTACIONES QUE ORIGINAN 
CONTRADICCIONES SUSTANCIALES, ANTES DE ORDENAR LA 
REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO PARA CELEBRARLOS.  
 
HECHOS: Los Tribunales Colegiados contendientes que conocieron de los 
amparos directos respectivos, en ejercicio de sus arbitrios judiciales 
realizaron un análisis interpretativo para determinar si antes de ordenar la 
reposición del procedimiento para la celebración de careos procesales con 
motivo de contradicciones sustanciales derivadas de una retractación, es 
necesario verificar su eficacia probatoria. 
 
CRITERIO JURÍDICO: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación considera que no es necesario verificar la eficacia probatoria 
de las retractaciones que originan contradicciones sustanciales, antes de 
ordenar la reposición del procedimiento para celebrar careos procesales. 
 
JUSTIFICACIÓN: Los careos procesales, al tener naturaleza jurídica de 
medios de prueba, deben valorarse en conjunto con las demás pruebas 
adquiridas en el proceso, en especial, con aquellas de las que derivaron las 
contradicciones que dieron origen a los mismos, en tanto que su finalidad 
es aportar nuevos elementos convictivos que permitan determinar la 
eficacia del material probatorio. Además, el ejercicio de apreciación que 
realiza el juzgador respecto a la calidad de las pruebas tiene lugar 
propiamente en el juicio y consiste en la actividad intelectiva sobre todo 
aquello que como prueba se hubiera llevado al proceso, para establecer 
objetivamente una postura respecto a su eficacia; mientras que la 
apreciación en cuanto a los requisitos de procedencia de los careos 
procesales, es propia del procedimiento probatorio en el que se aportan y 
desahogan todos los medios de prueba, y su objetivo es identificar los 
desacuerdos en que incurran las personas que tienen la función de relatar 
hechos, así como determinar si éstos son sustanciales bajo un criterio de 
relevancia. Por ende, la determinación de la procedencia de los careos 
procesales siempre tendrá lugar antes de establecerse la eficacia probatoria 
de las pruebas, y el resultado de los careos referidos formará parte de los 
elementos convictivos con que cuente el juzgador propiamente en el juicio 
para apreciar el material probatorio y determinar su eficacia. 
 
Contradicción de tesis 33/2020. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con 
residencia en Xalapa, Veracruz, y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en Cancún, 
Quintana Roo, actual Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo 
Circuito. 8 de julio de 2020. Mayoría de tres votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidentes: Ana Margarita Ríos Farjat y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Ricardo 
Monterrosas Castorena.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 



 

 

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del 
entonces Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Séptimo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 467/2012 (cuaderno 
auxiliar 857/2012), que dio origen a la tesis aislada VII.1o. (IV Región) 4 P 
(10a.), de título y subtítulo: “CAREOS PROCESALES. SI DE LA 
RETRACTACIÓN DE UN TESTIGO DERIVA UNA APARENTE 
CONTRADICCIÓN CON EL DICHO DE OTRO, PREVIAMENTE A 
ORDENAR LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO PARA SU 
PRÁCTICA, EL TRIBUNAL DE ALZADA O DE AMPARO DEBE ANALIZAR 
SI AQUÉLLA CUMPLE O NO CON LOS REQUISITOS DE 
VEROSIMILITUD, AUSENCIA DE COACCIÓN Y SI EXISTEN OTROS 
MEDIOS DE PRUEBA QUE LA CORROBOREN.”, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, 
enero de 2013, Tomo 3, página 1993, con número de registro digital: 
2002465, y 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Octava Región, con residencia en Cancún, Quintana Roo, –
actualmente Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito– 
dictada en apoyo del entonces Cuarto Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Vigésimo 
Circuito, al resolver el amparo directo 73/2013 (expediente auxiliar 
248/2013), que dio origen a la tesis aislada XXVII.1o. (VIII Región) 20 P 
(10a.), de título y subtítulo: “CAREOS PROCESALES. SI DE LA 
RETRACTACIÓN DE UN TESTIGO CON EL DICHO DE OTRO 
SURGIERON NUEVOS PUNTOS DE CONTRADICCIÓN Y NO SE 
ORDENARON OFICIOSAMENTE, ES IMPROCEDENTE QUE EL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DETERMINE LA EFICACIA 
PROBATORIA DE AQUÉLLA PARA DECIDIR SI PROCEDE O NO 
REPONER EL PROCEDIMIENTO, YA QUE DICHA VALORACIÓN 
CORRESPONDE AL JUEZ DE LA CAUSA AL DICTAR SENTENCIA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CHIAPAS EN ABROGACIÓN 
PAULATINA).”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XXIV, septiembre de 2013, Tomo 3, página 
2455, con número de registro digital: 2004399. 
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de diecinueve de agosto de dos mil veinte. Ciudad de México, 
a diecinueve de agosto de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 41/2020 (10a.) 
 
 
DEFENSA ADECUADA EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. EN LA 
AUDIENCIA DE JUICIO ORAL EL JUEZ DE ENJUICIAMIENTO ESTÁ 
OBLIGADO A CORROBORAR LA CALIDAD DE LICENCIADO EN 
DERECHO DEL DEFENSOR AL INICIO DE SU INTERVENCIÓN.  
 
HECHOS: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que 
conocieron de los amparos directos respectivos, en ejercicio de sus arbitrios 
judiciales realizaron un análisis interpretativo encaminado a determinar si 
los juzgadores de primera instancia, en la audiencia de juicio oral, tienen la 
obligación de verificar la calidad de licenciado en derecho de los defensores 
y dejar constancia de ello. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación determina que constituye una obligación del Juez de 
Enjuiciamiento corroborar la calidad de licenciado en derecho que debe 
ostentar el defensor del imputado en la audiencia de juicio oral. 
 
JUSTIFICACIÓN: La audiencia de juicio oral, así como la audiencia inicial, 
se rigen prácticamente por la misma dinámica y principios; de ahí que la 
actuación del defensor es fundamental para asegurar el derecho de defensa 
adecuada, toda vez que en su desarrollo se generan actos bajo el principio 
de contradicción que pueden repercutir en la esfera jurídica del imputado. 
Debe decirse también que la obligación de los defensores de exhibir su 
cédula profesional y de los juzgadores de corroborar la calidad de licenciado 
en derecho del defensor, representa una carga mínima para ambos, carga 
que a su vez tiene un resultado de gran envergadura: el respeto al derecho 
fundamental de ser defendido por licenciado en derecho. Así, de un análisis 
comparativo de la normativa aplicable, género de actuaciones y naturaleza 
jurídica de la audiencia inicial y la audiencia de juicio oral, así como de la 
importancia que puede tener la simple tarea de verificar las credenciales de 
los defensores, se concluye que las consideraciones sustentadas en la 
contradicción de tesis 405/2017, del índice de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, deben ser trasladadas a la primera audiencia de juicio 
oral, o posteriores si durante su desarrollo se cambia de defensor. En suma, 
el Juez de Enjuiciamiento debe corroborar la calidad de licenciado en 
derecho del defensor en la audiencia de juicio oral, lo que se logra con la 
sola referencia que éste realiza al individualizarse, refiriendo su número de 
cédula profesional y registro, cuestionando al asistente de constancias y 
registros, auxiliar o encargado de sala, según lo denomine la 
correspondiente legislación aplicable a cada caso concreto, sobre si esos 
datos fueron cotejados con las respectivas identificaciones exhibidas 
momentos previos a la celebración de la audiencia. 
 
Contradicción de tesis 1/2020. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, el Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Séptima Región, con 
residencia en Acapulco, Guerrero, y el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Décimo Sexto Circuito. 27 de mayo de 2020. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 



 

 

Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar 
Tovar.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto 
Circuito, al resolver el amparo directo 127/2019 y el sustentado por el 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Séptima Región, con 
residencia en Acapulco, Guerrero, en apoyo del Tercer Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito, al resolver 
el amparo directo 785/2019 (cuaderno de auxiliar 50/2019), en los que se 
determinó que la omisión por parte del tribunal de enjuiciamiento de 
constatar en la audiencia de debate los datos de la cédula profesional del 
defensor que asista al acusado, produce por sí la violación de su derecho a 
contar con una defensa técnica adecuada, violación que además no es 
subsanable en alguna de las etapas del procedimiento, por lo que procede 
la reposición total de la audiencia de debate, y 
 
El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver los amparos directos 94/2019 y 170/2019, en los 
que se determinó que la omisión del tribunal de enjuiciamiento de constatar 
en la audiencia de debate los datos de la cédula profesional del defensor 
que asiste al acusado, no lleva a concluir que se violó su derecho a ser 
asistido por un letrado en derecho y, por ende, a reponerse la audiencia del 
juicio en su integridad. 
 
Nota: La ejecutoria de la contradicción de tesis 405/2017 citada, se publicó 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
71, octubre de 2019, Tomo I, página 935, con número de registro digital: 
29104. 
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de veintiséis de agosto de dos mil veinte. Ciudad de México, 
a veintiséis de agosto de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 42/2020 (10a.) 
 
 
DERECHO DE DEFENSA ADECUADA EN EL PROCESO PENAL 
ACUSATORIO. LA FALTA DE ACREDITACIÓN DE LA CALIDAD DE 
LICENCIADO EN DERECHO DE LOS DEFENSORES EN LA AUDIENCIA 
DE JUICIO ORAL NO IMPLICA PER SE UNA VIOLACIÓN AL DERECHO 
DE LOS IMPUTADOS.  
 
HECHOS: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que 
conocieron de los amparos directos respectivos, sostuvieron un criterio 
distinto consistente en determinar si la falta de acreditación de la calidad de 
licenciado en derecho de los defensores en la audiencia de juicio oral 
implica una vulneración al derecho de defensa adecuada de los imputados. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación determina que la falta de acreditación de la calidad de licenciado 
en derecho de los defensores en la audiencia de juicio oral no implica por sí 
sola una vulneración al derecho de defensa adecuada. 
 
JUSTIFICACIÓN: Los derechos fundamentales, cuyas características 
definitorias radican en su universalidad, indisponibilidad, inalienabilidad, 
inviolabilidad, intransigibilidad, su carácter personalísimo, así como su 
eficacia tanto horizontal como vertical, de la misma manera que los demás 
derechos, consisten en expectativas negativas o positivas a las que 
corresponden obligaciones o prohibiciones. En esa tesitura, es posible 
distinguir entre la expectativa propia que constituye el derecho fundamental, 
y las obligaciones o prohibiciones que existen para darle operatividad y 
funcionamiento. Esas obligaciones o prohibiciones, en ocasiones, 
constituyen normas jurídicas cuya estructura responde a aquella de una 
regla, y cuya única finalidad es maximizar la probabilidad de observar el 
cumplimiento irrestricto de los derechos fundamentales. Por lo anterior, esta 
Primera Sala estima correcto aseverar que una violación a la regla no incide 
en la observancia del derecho fundamental. En el caso concreto, el derecho 
a una defensa adecuada en su vertiente de ser asistido por un defensor que 
sea licenciado en derecho es un derecho fundamental y no una regla. Así, 
la obligación que tienen los Jueces de verificar las credenciales de los 
defensores en la audiencia, en especial dentro de la etapa de juicio, es una 
regla que busca asegurar que el defensor sea licenciado en derecho. En 
ese orden de ideas, la función de la regla de verificación es que el Juez 
tenga elementos objetivos y ciertos de que el imputado se encuentra 
asistido por un profesional del derecho y salvaguardado el derecho 
fundamental de defensa adecuada. Sin embargo, su inobservancia no 
implica que se violó el derecho de defensa adecuada del imputado, pues 
existe la posibilidad de que, no obstante la falta de verificación de 
credenciales, el defensor sí revestía dicha cualidad técnica. 
 
Contradicción de tesis 1/2020. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, el Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Séptima Región, con 
residencia en Acapulco, Guerrero, y el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Décimo Sexto Circuito. 27 de mayo de 2020. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 



 

 

Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar 
Tovar.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto 
Circuito, al resolver el amparo directo 127/2019 y el sustentado por el 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Séptima Región, con 
residencia en Acapulco, Guerrero, en apoyo del Tercer Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito, al resolver 
el amparo directo 785/2019 (cuaderno de auxiliar 50/2019), en los que se 
determinó que la omisión por parte del tribunal de enjuiciamiento de 
constatar en la audiencia de debate los datos de la cédula profesional del 
defensor que asista al acusado, produce por sí la violación de su derecho a 
contar con una defensa técnica adecuada, violación que además no es 
subsanable en alguna de las etapas del procedimiento, por lo que procede 
la reposición total de la audiencia de debate, y 
 
El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Décimo Sexto Circuito, al resolver los amparos directos 
94/2019 y 170/2019, en los que se determinó que la omisión del tribunal de 
enjuiciamiento de constatar en la audiencia de debate los datos de la cédula 
profesional del defensor que asiste al acusado, no lleva a concluir que se 
violó su derecho a ser asistido por un letrado en derecho y, por ende, a 
reponerse la audiencia del juicio en su integridad. 
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de veintiséis de agosto de dos mil veinte. Ciudad de México, 
a veintiséis de agosto de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 43/2020 (10a.) 
 
 
CONTRATO DE CRÉDITO OTORGADO POR EL INFONAVIT PARA LA 
ADQUISICIÓN DE VIVIENDA. LA ACCIÓN DE RESCISIÓN O 
TERMINACIÓN ANTICIPADA DEBE EJERCERSE EN LA VÍA 
PROCESAL CIVIL.  
 
HECHOS: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
conclusiones discrepantes en torno a cuál es la vía procesal idónea, si la 
civil o la vía mercantil, para reclamar la rescisión o vencimiento anticipado 
de un contrato de apertura de crédito celebrado con el INFONAVIT.  
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, llega a la conclusión de que la vía procesal civil resulta idónea 
para reclamar la terminación o rescisión de un contrato de apertura de 
crédito otorgado por el INFONAVIT.  
 
JUSTIFICACIÓN: Considerando que el Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores, (INFONAVIT) de conformidad con la 
fracción XII del apartado A del artículo 123 constitucional, es el ente público 
con vocación de servicio e interés social cuya labor primordial es administrar 
el sistema del Fondo Nacional de Vivienda que permita otorgar a los 
trabajadores un crédito barato y suficiente para que adquieran en propiedad 
inmuebles para casa habitación, en el ámbito de la función del derecho 
privado, celebra contratos de apertura de crédito con los trabajadores para 
estos fines, los cuales se sujetan e interpretan de acuerdo con las 
disposiciones previstas en la Ley del INFONAVIT, las reglas de carácter 
general que al efecto emita el Instituto las cuales son publicadas en el Diario 
Oficial de la Federación y las obligaciones bilaterales pactadas en el 
acuerdo de voluntades bajo los principios y las reglas generales de las 
obligaciones contractuales que se prevén en las legislaciones sustantivas 
en materia civil. Por tanto, de incumplirse el acuerdo de voluntades, se da 
lugar a la acción de rescisión o terminación anticipada del contrato de 
apertura de crédito en términos del artículo 49 de la Ley del INFONAVIT, 
acciones que deben ejercerse en la vía procesal civil porque el contrato de 
apertura de crédito celebrado con el INFONAVIT no constituye un acto de 
comercio, al carecer de una finalidad de lucro o especulativa, sino que tiene 
por objeto un financiamiento mediante apertura de crédito con las 
condiciones más benéficas y favorables al trabajador a fin de que éste 
pueda liquidarlo sin exceder su capacidad de pago y hacerse propietario de 
una vivienda digna. 
 
Contradicción de tesis 228/2018. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito. 15 de julio de 
2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente. Disidente: Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 



 

 

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito, al resolver el amparo directo 458/2014, el cual dio origen a la tesis 
aislada VII.1o.C.20 C (10a.), de título y subtítulo: “VÍA ORDINARIA CIVIL. 
ES LA PROCEDENTE Y NO LA MERCANTIL, CUANDO EL INSTITUTO 
DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES 
DEMANDA LA RESCISIÓN DE UN CONTRATO DE CRÉDITO, 
GARANTIZADO CON HIPOTECA, YA QUE SUS FINES NO SON 
ESPECULATIVOS, SINO DE INTERÉS SOCIAL.”, publicada en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 15, febrero 
de 2015, Tomo III, página 2871, con número de registro digital: 2008581, y 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del 
Vigésimo Circuito, al resolver el amparo directo 680/2017, en el que 
determinó que la vía idónea para reclamar la rescisión o cualquier aspecto 
vinculado con el contrato de apertura de crédito y garantía hipotecaria 
celebrado por un trabajador con el Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores, era la vía mercantil. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de nueve de septiembre de dos mil veinte. Ciudad de México, 
a nueve de septiembre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 44/2020 (10a.) 
 
 
PRESCRIPCIÓN POSITIVA O USUCAPIÓN. EL ALLANAMIENTO A LA 
DEMANDA NO ES SUFICIENTE PARA ACREDITAR POR PARTE DEL 
ACTOR LOS ATRIBUTOS DE LA POSESIÓN, AL REQUERIRSE DE 
OTRA U OTRAS PROBANZAS PARA SU CONSTATACIÓN 
(LEGISLACIONES DEL ESTADO DE TLAXCALA Y DE LA CIUDAD DE 
MÉXICO).  
 
HECHOS: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que 
conocieron de diversos amparos directos, sostuvieron criterios distintos con 
relación a si para que proceda la prescripción positiva o la usucapión es 
suficiente el allanamiento a la demanda para que la parte actora demuestre 
los atributos de la posesión o si se requiere de otros medios de prueba. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación llega a la conclusión de que se requieren de otros diversos medios 
de prueba para que la parte actora demuestre los atributos de la posesión, 
al no ser suficiente el allanamiento a la demanda. 
 
JUSTIFICACIÓN: Se afirma lo anterior, ya que la prescripción adquisitiva, 
también conocida como prescripción positiva o usucapión, es una forma de 
adquirir el derecho real de propiedad. Así, para poder adquirir un bien 
inmueble a través de este medio, se debe atender a lo previsto en los 
artículos 1199 del Código Civil para el Estado Libre y Soberano de Tlaxcala 
y 1,156 del Código Civil para el Distrito Federal, ahora Ciudad de México, 
los cuales prevén que la persona que hubiese poseído un bien inmueble por 
el tiempo y con las condiciones exigidas por las normas referidas, puede 
promover juicio contra el propietario del bien o quien aparezca como tal en 
el Registro Público, para que se declare que la prescripción se ha 
consumado y que ha adquirido la propiedad; para tal fin los referidos 
códigos sustantivos prevén diversos atributos que deben ser satisfechos. 
Ahora bien, para la constatación por parte del juzgador de que los atributos 
que prevén las normas de referencia fueron colmados por la parte actora, 
no basta que el demandado se allane a la demanda, pues con ello, sólo se 
acredita, en su caso, la causa generadora de la posesión a título de dueño 
por parte del actor, al ser un hecho que le consta, pero no así para acreditar 
los atributos que prevén los códigos de referencia, ya que para lograr la 
constatación requerida y que el juzgador cuente con los medios suficientes 
para corroborar tal acreditamiento, es necesario que la parte actora aporte 
las pruebas que resulten idóneas para ese propósito. 
 
Contradicción de tesis 317/2018. Entre las sustentadas por el entonces 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, actual Primer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito y el  Décimo Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 29 de julio de 2020. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Ana María García Pineda.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 



 

 

El emitido por el entonces  Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, 
actual Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver 
el juicio de amparo directo 731/2015, en el que determinó que el 
allanamiento a la demanda no es suficiente para que el actor acredite los 
atributos de la posesión para la prescripción positiva de diverso inmueble, 
pues el referido allanamiento sólo produce el acreditamiento de la causa 
generadora de la posesión a título de dueño, ya que para demostrar los 
atributos de referencia se requiere de otros diversos medios de prueba, y 
 
El sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Primer Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 61/2017, del que 
derivó la tesis aislada I.12º.C.27 C (10a.), de título y subtítulo: 
“PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA. EL ALLANAMIENTO DE LA PARTE 
DEMANDADA ES SUFICIENTE PARA TENER POR CIERTO QUE LA 
POSESIÓN HA SIDO DE MANERA PACÍFICA, CONTINUA Y PÚBLICA 
(LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO).”, publicada 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
52, Marzo de 2018, Tomo IV, página 3436, con número de registro digital 
2016469. 
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de nueve de septiembre de dos mil veinte. Ciudad de México, 
a nueve de septiembre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 45/2020 (10a.) 
 

 

EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL POR PARTICULARES. 
SUPUESTOS DE PROCEDENCIA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 
428 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES).  
 
HECHOS: Los tribunales colegiados de circuito contendientes interpretaron 
el sentido gramatical del artículo 428 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales para determinar los supuestos y condiciones de 
procedencia del ejercicio de la acción penal por particulares. 
 
CRITERIO JURÍDICO: Una interpretación teleológica y gramatical de este 
último artículo revela que éste contiene dos supuestos diferenciados de 
procedencia para la acción penal ejercida por particulares: el primero, 
cuando el delito de que se trate –siempre que sea perseguible por querella– 
tenga prevista una penalidad alternativa, entre las cuales no contemple 
alguna privativa de la libertad; el segundo, cuando el delito de que se trate 
–perseguible por querella– merezca una punibilidad máxima de tres años 
de prisión. Cumplido cualquiera de los dos supuestos, el particular –en su 
carácter de víctima u ofendido– podrá presentarse ante el juez de control 
para ejercer acción penal. 
 
JUSTIFICACIÓN: La Primera Sala entiende que dado el grado de restricción 
que un proceso penal implica sobre los derechos de las personas 
imputadas, el derecho de las víctimas a ejercer la acción penal directamente 
debe entenderse como procedente sólo en los casos que la ley determina y 
según los requisitos que establezca –interpretados de manera 
estrictamente limitativa y restrictiva. De la construcción gramatical del 
artículo se desprenden sólo dos supuestos de procedencia para ejercer la 
acción penal privada. Esta interpretación gramatical corresponde con la 
finalidad constitucional de facilitar el acceso a la justicia a las víctimas y dar 
cabida a la acción penal por particulares en casos excepcionales y donde 
el interés público sea superado por el interés privado –esto es, cuando se 
trate de delitos perseguibles por querella–, de manera que se preserva el 
principio de reserva de la acción penal por parte del Ministerio Público. 
 

Contradicción de tesis 308/2018. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito. 12 de agosto de 2020. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretaria: Adriana Ortega Ortiz.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito 
al resolver el amparo en revisión 600/2017, en el que consideró que el 
artículo 428, párrafo primero, del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, contempla tres supuestos para ejercer la acción penal por 
particulares, ya sea la víctima u ofendido, en los delitos perseguibles por 
querella, a saber: a) aquellos cuya punibilidad sea alternativa, b) aquellos 
cuya penalidad sea distinta a la privativa de libertad; y c) aquellos en que la 



 

 

pena máxima no exceda de tres años de prisión, y 
 
El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto 
Circuito al resolver el amparo en revisión 256/2017, que dio origen a la tesis 
aislada VI.1º.P.43 P (10ª.), de título y subtítulo: “ACCIÓN PENAL 
EJERCIDA POR PARTICULARES. CASOS EN QUE SE ACTUALIZAN 
SUS DOS HIPÓTESIS DE PROCEDENCIA (INTERPRETACIÓN DE LOS 
ARTÍCULOS 426 Y 428 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES).”, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 53, abril de 2018, Tomo III, página 1889, 
con número de registro digital 2016711. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de veintitrés de septiembre de dos mil veinte. Ciudad de 
México, a veintitrés de septiembre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 46/2020 (10a.) 
 
 
AGRAVIOS INOPERANTES EN EL RECURSO DE RECLAMACIÓN. LO 
SON AQUELLOS QUE PRETENDEN DEMOSTRAR LA IMPORTANCIA Y 
TRASCENDENCIA DE UN AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN SIN 
DESVIRTUAR LA INEXISTENCIA DE UNA CUESTIÓN PROPIAMENTE 
CONSTITUCIONAL.  
 
HECHOS: Por acuerdo del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación se desechó un amparo directo en revisión, al considerar que no 
entrañaba una cuestión constitucional que lo hiciera procedente. Dicho 
acuerdo fue impugnado mediante recurso de reclamación en el que sólo se 
plantearon argumentos sobre la importancia y trascendencia del asunto 
desechado. 
 
CRITERIO JURÍDICO: En ese supuesto, la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia considera que son inoperantes los agravios del recurso de 
reclamación en los que se pretende demostrar la importancia y 
trascendencia de un amparo directo en revisión desechado, si no se logra 
acreditar la existencia de algún planteamiento de constitucionalidad. 
 
JUSTIFICACIÓN: Ello es así, pues conforme al artículo 107, fracción IX, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la procedencia 
del recurso de revisión en amparo directo está supeditada a que subsista 
una cuestión propiamente constitucional y su resolución revista importancia 
y trascendencia para el orden jurídico nacional. De ahí que la insubsistencia 
de un planteamiento de constitucionalidad, por sí misma, es suficiente para 
considerar que debe seguir rigiendo el sentido del acuerdo impugnado, 
relativo a que el amparo directo en revisión no cumple con los requisitos 
normativos para su procedencia y sin que para ello sea necesario verificar 
el requisito de importancia y trascendencia. 
 
Recurso de reclamación 672/2017. Gualberto García Hernández. 13 de 
septiembre de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Víctor Manuel 
Rocha Mercado.   
 
Recurso de reclamación 673/2017. Gualberto García Hernández. 13 de 
septiembre de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Víctor Manuel 
Rocha Mercado.   
 
Recurso de reclamación 1458/2018. Carlos Enrique Odriozola Mariscal. 
30 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez 
Valadez.   
 
Recurso de reclamación 2119/2018. José de Jesús Díaz Navarro. 6 de 



 

 

febrero de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: María Cristina Marín Escobar.   
 
Recurso de reclamación 195/2020. Inmobiliaria La Encantada, S. A. de C. 
V. 3 de junio de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: José Manuel del Río 
Serrano.   
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de catorce de octubre de dos mil veinte. Ciudad de México, a 
catorce de octubre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 47/2020 (10a.) 
 
 
ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO. DENTRO DE LOS 
REQUISITOS PARA CANCELARLA, CON MOTIVO DE SU CADUCIDAD, 
NO ESTÁ EL RELATIVO A QUE TAMBIÉN SE ENCUENTRE 
CONCLUIDO EL JUICIO DEL QUE DERIVÓ CUANDO LA LEY 
APLICABLE NO CONTIENE DISPOSICIÓN EN ESE SENTIDO NI OTRA 
QUE ORIENTE TAL INTERPRETACIÓN. (LEGISLACIONES DE LOS 
ESTADOS DE JALISCO Y DE PUEBLA).  
 
HECHOS: Los órganos jurisdiccionales que participaron en la contradicción 
de tesis llegaron a conclusiones distintas al resolver si, para llevar a cabo la 
cancelación de la anotación preventiva de embargo que consta en el folio 
real, por haber operado su caducidad, basta con que se cumplan los 
requisitos expresamente establecidos en la ley, o si es necesario, además, 
que haya operado la caducidad de la instancia en el juicio del que derivó 
dicha anotación preventiva sin que esté regulado en algún ordenamiento. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación considera que, dentro de los requisitos para cancelar la anotación 
preventiva de embargo en el folio real, por haber operado su caducidad, no 
está el relativo a que también se encuentre concluido el juicio del que derivó 
dicha inscripción cuando la ley aplicable no contiene disposición alguna en 
ese sentido ni alguna otra que oriente esa interpretación. En ese tenor, 
cuando en la legislación de mérito se advierte que tal anotación es 
autónoma, por tener validez y vigencia por un plazo determinado (que 
puede ser prorrogado), pasado el cual opera la caducidad, ha lugar a 
cancelarla en los términos que la ley prevé sin agregar requisitos 
adicionales, esto es, con independencia de que haya existido actividad en 
el juicio del que derivó esa anotación preventiva. 
 
JUSTIFICACIÓN: Lo anterior, pues los artículos 41 y 131, fracción IV, de la 
Ley del Registro Público de la Propiedad del Estado de Jalisco y 89 de la 
Ley del Registro Público de la Propiedad del Estado de Puebla prevén que 
la caducidad de la anotación preventiva del embargo practicado sobre 
bienes inmuebles en el juicio natural, impone únicamente como requisito el 
transcurso de tres años y que no se haya prorrogado la inscripción en los 
términos de ley, sin que deban aplicarse legislaciones que prevean otros 
requisitos para la cancelación de tal asiento registral, porque donde la ley 
no distingue, el juzgador no debe hacerlo. 
 
Contradicción de tesis 141/2020. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y el Pleno 
en Materia Civil del Tercer Circuito. 23 de septiembre de 2020. Cinco votos 
de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Sexto Circuito, al resolver el amparo en revisión 464/2018, en el que 
consideró que, a partir de la distinción entre la caducidad registral y la 



 

 

caducidad de la instancia en el juicio de origen, del que deriva la anotación, 
cobra mayor relevancia en el contenido del artículo 87 de la Ley del Registro 
Público del Estado de Puebla, pues tal numeral impone la carga procesal al 
interesado, durante la vigencia de la anotación, de acudir ante el juez de 
origen a solicitar que ordene la prórroga de la anotación preventiva, para 
evitar que se actualice la caducidad registral, que es independiente de la del 
juicio, por lo que estimó que el Registrador Público de la Propiedad tiene la 
facultad legal para decretar la extinción de anotaciones de embargo por 
caducidad por el simple transcurso del tiempo, sin que se requiera de algún 
acto formal posterior para que caduque el asiento registral. Así estimó que 
la Ley del Registro Público del Estado de Puebla es clara en señalar que el 
Registrador decretará, de oficio y bajo su responsabilidad, la caducidad de 
la anotación preventiva de embargo al advertir que han transcurrido más de 
tres años, y 
 
El sustentado por el Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver la 
contradicción de tesis 10/2016, que dio origen a la jurisprudencia PC.III.C. 
J/28 C (10a.), de título y subtítulo: “CANCELACIÓN DEL ASIENTO 
PREVENTIVO DE EMBARGO EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA 
PROPIEDAD DEL ESTADO DE JALISCO POR TÉRMINO DE SU 
VIGENCIA. PARA QUE PROCEDA DEBE COINCIDIR CON LA 
CADUCIDAD DEL JUICIO DEL QUE PROVINO O, EN SU CASO, CON LA 
PRESCRIPCIÓN DEL DERECHO PARA EJECUTAR EL DERECHO 
SUSTANTIVO ADQUIRIDO MEDIANTE LA SENTENCIA RESPECTIVA.”; 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 42, mayo de 2017, Tomo II, página 829, con número de registro 
digital 2014290. 
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de catorce de octubre de dos mil veinte. Ciudad de México, a 
catorce de octubre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 48/2020 (10a.) 
 
 
INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO INDIRECTO. PARA 
ACREDITARLO PLENAMENTE CUANDO EL ACTO RECLAMADO 
CONSISTE EN LA MEDIDA PROVISIONAL DE RESTITUCIÓN DEL 
INMUEBLE MATERIA DEL DELITO DE DESPOJO, ES SUFICIENTE QUE 
EL QUEJOSO TENGA LA CALIDAD DE INDICIADO O PROCESADO EN 
LA AVERIGUACIÓN PREVIA O CAUSA PENAL DE LA QUE EMANA EL 
ACTO RECLAMADO.  
 
HECHOS: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que 
conocieron de diversos amparos en revisión, sostuvieron un criterio distinto 
sobre la forma en que se acredita el interés jurídico en el amparo indirecto 
que promueva el inculpado o procesado contra la orden de restitución 
provisional en favor de la víctima, del bien inmueble objeto del delito de 
despojo. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación considera que el interés jurídico en el juicio de amparo promovido 
en contra de la resolución que ordena la restitución provisional del inmueble 
materia del delito de despojo en favor de la víctima, se encuentra acreditado 
plenamente por el solo hecho de que el quejoso tenga la calidad de 
inculpado o procesado en la indagatoria o causa penal de la que emana el 
acto reclamado. 
 
JUSTIFICACIÓN: Se arriba a esa conclusión en razón de que, si bien del 
artículo 107, fracción I, de la Constitución General se colige que para la 
promoción del juicio de amparo debe tenerse en consideración que éste se 
rige por el principio de instancia de parte agraviada, el cual refiere, por un 
lado, que no puede ser iniciado de manera oficiosa y, por otro, que quien lo 
solicite debe sufrir un agravio personal y directo respecto del acto que 
reclame, en el caso, resulta innecesario acreditar ese interés jurídico a 
través de un documento que ampare la titularidad del bien inmueble, sino 
que basta con ser parte de la investigación o causa penal de origen para 
tenerlo por plenamente acreditado, porque si bien en la contienda 
constitucional se tiene la posibilidad de ofrecer pruebas, éstas estarían 
dirigidas a sustentar únicamente la inconstitucionalidad o ilegalidad del acto 
reclamado, porque en dicha litis no se decidirá si el quejoso tiene derecho 
de poseer el bien materia del delito. Por tanto, si el imputado o procesado 
promueve juicio de amparo para reclamar la orden de restitución del bien 
inmueble objeto del delito de despojo en favor de la víctima, es innecesario 
que exhiba documento que ampare la propiedad o posesión de dicho predio, 
pues su interés jurídico queda acreditado con la afectación directa que 
sobre él recae en la indagatoria o causa penal de donde emana el acto 
reclamado. 
 
Contradicción de tesis 49/2020. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito y el 
Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en la Paz, Baja California Sur. 19 de agosto de 2020. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Juan Luis 



 

 

González Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del 
Vigésimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 443/2017, en el que 
determinó que cuando el quejoso es parte en un procedimiento del cual 
deriva el acto reclamado, el interés jurídico se justifica con ese solo hecho, 
aun tratándose de derechos patrimoniales, porque si el mandamiento de 
desposeimiento del bien inmueble emanado de una contienda penal se 
encuentra dirigido en contra del amparista, es inconcuso que se encuentra 
legitimado para alegar la inconstitucionalidad de dicho acto, porque se 
estaría afectando de manera directa e inmediata los derechos sustantivos 
del quejoso, en tanto que se le privaría de la facultad de usarlo y disfrutarlo 
durante el tiempo que dure la investigación; de modo que, de exigir al 
quejoso la acreditación de la titularidad del bien asegurado a fin de 
demostrar el interés jurídico dentro del juicio de amparo, se estaría 
requiriendo un elemento que ni siquiera es necesario demostrar en la causa 
penal para efectos de tipificar el delito de despojo; incluso se estaría 
abordando un tema que en todo caso podría ventilarse ante un juez civil a 
través de la vía correspondiente, dejando sin materia de análisis dicha vía, 
y   
 
El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en la Paz, Baja California Sur, 
en apoyo al Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 74/2013 (cuaderno auxiliar 414/2013), el cual 
dio origen a la tesis aislada XXVI.5o.(V REGIÓN) 5 P (10A.), de título y 
subtítulo: “AMPARO CONTRA LA MEDIDA PROVISIONAL DE 
RESTITUCIÓN O EL EMBARGO PRECAUTORIO DE BIENES CON 
MOTIVO DE LA COMISIÓN DE UN DELITO. LA CALIDAD DE INCULPADO 
EN LA CAUSA PENAL NO DEMUESTRA, POR SÍ SOLA, EL INTERÉS 
JURÍDICO PARA PROMOVERLO.”; publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIII, agosto de 2013, 
Tomo 3, página 1521, con número de registro digital 2004146 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de catorce de octubre de dos mil veinte. Ciudad de México, a 
catorce de octubre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 49/2020 (10a.) 
 
 
EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS SIN PREVIA INVESTIGACIÓN O 
ESFUERZO DE BÚSQUEDA DEL DOMICILIO CORRECTO DEL 
DEMANDADO. EL PÁRRAFO QUINTO DEL ARTÍCULO 1070 DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO, QUE LO PERMITE CUANDO EL DOMICILIO 
PACTADO EN EL DOCUMENTO BASE DE LA ACCIÓN, NO 
CORRESPONDA AL DE LA DEMANDADA, ES INCONSTITUCIONAL.  
 
HECHOS: La parte quejosa fue emplazada al juicio natural por edictos, ante 
la imposibilidad de notificarla en el domicilio pactado en el contrato base de 
la acción, sin investigarse por los medios de que disponía el órgano 
jurisdiccional, el domicilio correcto de la demandada, ello con fundamento 
en el párrafo quinto del artículo 1070 del Código de Comercio. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
considera que el quinto párrafo del artículo 1070 del Código de Comercio, 
es inconstitucional y violatorio de la garantía de audiencia previa; y, por 
consecuencia, de las garantías de legalidad y debido proceso, protegidas 
por los artículos 14 y 16 constitucionales, al permitir que, sin un esfuerzo de 
búsqueda del domicilio correcto en que deba ser emplazada la parte 
demandada, se realice por edictos en los casos en que intentado el 
emplazamiento en el domicilio convencional pactado en el documento base 
de la acción, resulte incorrecto o no vigente. 
 
JUSTIFICACIÓN: Lo anterior, toda vez que la notificación por edictos debe 
entenderse reservada para aquellos casos en que tras un esfuerzo de 
búsqueda del domicilio correcto para notificar personalmente a una 
persona, no sea posible ubicarlo. De ahí que representa más bien una vía 
de notificación excepcional o de último recurso para informar respecto del 
inicio de un juicio, siendo obligatorio para el respectivo juzgador, investigar 
hasta donde sea posible del domicilio correcto del demandado, antes de 
proceder a esta notificación. 
 
Amparo en revisión 1397/2015. María Guadalupe Castellanos Vázquez. 
30 de marzo de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 
Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade.   
 
Amparo en revisión 810/2016. Francisco Raúl Nava Valdez y otra. 17 de 
mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz.   
 
Amparo en revisión 130/2017. Raymundo Ramírez Pompa. 18 de octubre 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura.   
 
Amparo en revisión 1032/2017. Óscar Rafael Rivera Pérez. 13 de junio de 
2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien votó 



 

 

con el sentido pero por razones distintas, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya 
Meléndez Almaraz.   
 
Amparo en revisión 617/2019. Lauro Joaquín Córdova Carreón y otra. 4 
de marzo de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Ana María García 
Pineda.   
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de once de noviembre de dos mil veinte. Ciudad de México, 
a once de noviembre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
PMP/lgm 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 50/2020 (10a.) 
 
 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN I, 
INCISO B), NUMERAL 6, DE LA LEY DE LA MATERIA NO 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE RECTORÍA ECONÓMICA DEL 
ESTADO.  
 
HECHOS: Personas morales promovieron juicios de amparo indirecto 
contra, entre otros, el artículo 2o.-A, fracción I, inciso b), numeral 6, de la 
Ley del Impuesto al Valor Agregado, adicionado mediante decreto publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciembre de 2013, y que entró 
en vigor el 1 de enero de 2014, al considerarlo violatorio del principio de 
rectoría económica del Estado.  
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación resuelve que el precepto citado no transgrede el principio de 
rectoría económica del Estado.  
 
JUSTIFICACIÓN: El establecimiento del impuesto al valor agregado a los 
productos destinados a la alimentación animal tiene su fundamento en el 
artículo 31, fracción IV, de la Constitución General, que otorga al Estado la 
facultad de establecer las contribuciones necesarias para sufragar los 
gastos públicos. Desde esa perspectiva, no puede considerarse que tal 
potestad sea susceptible de vulnerar el artículo 25 constitucional, pues la 
rectoría económica del Estado no puede verse menoscabada por la facultad 
impositiva, cuyo único fin es el establecimiento de tributos encaminados a 
sufragar el gasto público. Lo anterior, porque como lo ha sostenido esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, los preceptos constitucionales que 
rigen en materia económica no son referente de valoración para determinar 
la validez de normas tributarias, que tienen sustento en preceptos 
constitucionales diversos. 
 
Amparo en revisión 1076/2016. 7 de noviembre de 2018. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien votó con 
el sentido pero en contra de las consideraciones, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino 
Barbosa Portillo.   
 
Amparo en revisión 671/2017. DTS México, S. de R.L. de C.V. 5 de agosto 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Ana Margarita Ríos 
Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González 
Utusástegui.   
 
Amparo en revisión 178/2017. 12 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui.   



 

 

 
Amparo en revisión 301/2017. Bayer de México, S.A. de C.V. 12 de agosto 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Ana Margarita Ríos 
Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González 
Utusástegui.   
 
Amparo en revisión 756/2017. Organización Sahuayo, S.A. de C.V. 12 de 
agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Ana Margarita 
Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González 
Utusástegui.   
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de once de noviembre de dos mil veinte. Ciudad de México, 
a once de noviembre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 51/2020 (10a.) 
 
 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. SON INOPERANTES LOS 
ARGUMENTOS POR LOS QUE SE SOSTIENE QUE EL ARTÍCULO 2o.-
A, FRACCIÓN I, INCISO B), NUMERAL 6, DE LA LEY DE LA MATERIA 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA, RESPECTO 
DEL TRIBUTO ESTABLECIDO PARA ALIMENTOS PROCESADOS 
DESTINADOS A DISTINTAS ESPECIES ANIMALES.  
 
HECHOS: Personas morales promovieron juicios de amparo indirecto 
contra, entre otros, el artículo 2o.-A, fracción I, inciso b), numeral 6, de la 
Ley del Impuesto al Valor Agregado, adicionado mediante decreto publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciembre de 2013, y que entró 
en vigor el 1 de enero de 2014, al considerarlo violatorio del principio de 
equidad tributaria a partir de la desigualdad de trato generada entre 
alimentos procesados para animales.  
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación resuelve que resultan inoperantes los argumentos por los que se 
sostiene que el artículo mencionado transgrede el principio de equidad 
tributaria, respecto del impuesto establecido para alimentos procesados 
destinados a distintas especies animales, al partir de una premisa 
incorrecta. 
 
JUSTIFICACIÓN: De acuerdo con la evolución legislativa de la norma 
analizada, la tasa diferenciada establecida en el citado precepto legal está 
referida a productos destinados a la alimentación humana, sin que se 
desprendan elementos que permitan identificar dentro de esta hipótesis 
normativa productos destinados a la alimentación animal. Por tanto, el 
legislador otorga el mismo tratamiento a la enajenación de alimentos 
procesados para perros, equinos u otras especies, actividad que la Ley del 
Impuesto al Valor Agregado grava a la tasa del 16% (dieciséis por ciento). 
Tal tratamiento en materia de impuesto al valor agregado se explica 
tomando en cuenta que la enajenación constituye una actividad gravada a 
la tasa general; por excepción, determinados productos se benefician con 
la aplicación de la tasa 0% (cero por ciento), sin que se advierta que en este 
supuesto se ubique el alimento procesado para equinos ni algún otro 
destinado a la alimentación animal. 
 
Amparo en revisión 1076/2016. 7 de noviembre de 2018. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien votó con 
el sentido pero en contra de las consideraciones, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino 
Barbosa Portillo.   
 
Amparo en revisión 671/2017. DTS México, S. de R.L. de C.V. 5 de agosto 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Ana Margarita Ríos 
Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González 
Utusástegui.   



 

 

 
Amparo en revisión 178/2017. 12 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui.   
 
Amparo en revisión 301/2017. Bayer de México, S.A. de C.V. 12 de agosto 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Ana Margarita Ríos 
Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González 
Utusástegui.   
 
Amparo en revisión 756/2017. Organización Sahuayo, S.A. de C.V. 12 de 
agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Ana Margarita 
Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González 
Utusástegui.   
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de once de noviembre de dos mil veinte. Ciudad de México, 
a once de noviembre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 52/2020 (10a.) 
 

 

AMPARO INDIRECTO. PROCEDENCIA CONFORME LA FRACCIÓN IV 
DEL ARTÍCULO 107 DE LA LEY DE AMPARO. LA ORDEN DE 
ESCRITURACIÓN EN REBELDÍA O DESALOJO ANTE EL DESACATO 
DEL EJECUTADO CONSTITUYE UN ACTO DE LA ETAPA DE 
EJECUCIÓN.  
 
HECHOS: Los tribunales colegiados emitieron sentencias contradictorias en 
torno a la fundamentación legal para sustentar la improcedencia del juicio 
de amparo indirecto en contra de la orden de escrituración en rebeldía o 
desalojo del bien adjudicado ante la contumacia del ejecutado, porque 
mientras un órgano jurisdiccional fundamentó la improcedencia del juicio de 
amparo en el párrafo segundo de la fracción IV del artículo 107 de la Ley de 
Amparo, considerando dicho acto como uno de ejecución de sentencia, el 
otro fundó la improcedencia del amparo en el párrafo primero de la fracción 
IV de ese mismo precepto, relativo a los actos fuera de juicio o después de 
concluido el juicio.  
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
resolvió que la orden de escrituración en rebeldía o desalojo del bien 
adjudicado ante la contumacia del ejecutado refiere a un acto de ejecución 
de sentencia porque está encaminado en lograr precisamente la ejecución 
de lo fallado en juicio, de ahí que la regla de procedencia corresponde a la 
del párrafo segundo de la fracción IV del artículo 107 de la Ley de Amparo 
y no así al párrafo primero.  
 
JUSTIFICACIÓN: Lo que se explica así porque los actos judiciales dictados 
fuera o después de concluido el juicio, son aquellos que tienen autonomía 
propia en tanto no tienen relación alguna con el juicio ni como finalidad 
directa e inmediata ejecutar la sentencia dictada en el juicio natural; por 
ende esos actos se sujetan a la regla de procedencia del primer párrafo de 
la fracción IV del artículo 107 de la Ley de Amparo. En cambio los actos que 
tienen vinculación directa con la ejecución de lo fallado en juicio 
corresponden a la etapa de ejecución conforme el párrafo segundo de la 
fracción IV del artículo 107 de la Ley de Amparo, al estar relacionados 
directamente con el objeto de la ejecución de sentencia, además de ser 
actos en consecuencia directa y necesaria de la resolución jurisdiccional 
que se pretende ejecutar, cuya regla de procedencia indica que el amparo 
indirecto procederá sólo en contra del último acto judicial de ejecución, el 
cual puede ser cualquiera de los tres siguientes: el que aprueba o reconoce 
de manera expresa o tácita el cumplimiento total de la sentencia o declara 
la imposibilidad material o jurídica para darle cumplimiento, o bien el archivo 
del expediente. Así, bajo la anterior distinción se tiene que la orden de 
escrituración en rebeldía o de desalojo del bien adjudicado ante la 
contumacia del ejecutado, constituye un acto de ejecución; primeramente, 
porque es consecuencia directa y necesaria de la sentencia judicial y porque 
al estar dirigido a lograr el cumplimiento de lo obtenido en la sentencia 
principal que constituye cosa juzgada, no goza de autonomía y no puede 
ser impugnado de forma autónoma sino como violación procesal de la fase 
de ejecución una vez que ésta concluya, además porque los derechos y 
bienes que afecta ya fueron materia del juicio y constituyen cosa juzgada 
por lo que una vez concluida la etapa de remate solo resta la materialización 
mediante la ejecución misma, por lo que el juez tiene que forzar al 



 

 

cumplimiento ya sea mediante la orden de escrituración en rebeldía o la 
orden de desalojo para lograr la entrega del bien; y considerar que el acto 
de escrituración en rebeldía y/o acto de desalojo ante la contumacia del 
ejecutado, posee autonomía trastocaría los objetivos del legislador 
democrático de resguardar en todo momento el acceso a la tutela judicial 
efectiva. 
 

Contradicción de tesis 343/2018. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 26 de agosto de 
2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el amparo en revisión 112/2018, en el que 
consideró que para determinar la procedencia del amparo indirecto 
tratándose de actos emitidos después de concluido el procedimiento de 
remate, pero tendentes a su ejecución, se debe atender a la regla general 
prevista en el primer párrafo de la fracción IV del artículo 107 de la Ley de 
Amparo, y no a la contemplada en el párrafo segundo de la citada fracción, 
en tanto que ese tipo de actos tienen como finalidad materializar la 
determinación asumida en el procedimiento de remate, de manera que la 
orden de otorgar en rebeldía la escritura correspondiente, por no haberlo 
hecho el ejecutado dentro del término concedido en la diligencia de 
almoneda pública, resulta tan solo una consecuencia inherente y necesaria 
al mismo remate; de ahí que no puede colocarse el acto reclamado en la 
hipótesis del párrafo segundo, y 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver los amparos en revisión 11/2016 y 139/2016; así como 
los recursos de queja 248/2016, 267/2016 y 316/2017, los cuales dieron 
origen a la tesis jurisprudencial I.2º.C.J/2 (10a.), de título y subtítulo: 
“ORDEN DE LANZAMIENTO POSTERIOR AL REMATE. PARA EFECTOS 
DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, DEBE 
ATENDERSE A LA REGLA PREVISTA EN EL PÁRRAFO SEGUNDO DE 
LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 107 DE LA LEY DE AMPARO Y NO A 
LA DIVERSA ESTABLECIDA EN EL PÁRRAFO TERCERO DE LA MISMA 
FRACCIÓN.”, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 55, junio de 2018, Tomo IV, página 2639, 
con número de registro digital 2017100. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de once de noviembre de dos mil veinte. Ciudad de México, 
a once de noviembre de dos mil veinte. Doy fe. 
PMP/lgm. 



 

 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 53/2020 (10a.) 

 
 
CONCURSO IDEAL DE DELITOS. LA POTESTAD DE AUMENTAR LA 
PENA CORRESPONDIENTE AL DELITO MAYOR CON LA DE LOS 
RESTANTES, ESTÁ CONDICIONADA A LA OBLIGACIÓN DE FUNDAR 
Y MOTIVAR ESA DECISIÓN (ARTÍCULO 64 DEL CÓDIGO PENAL 
FEDERAL, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 17 DE JUNIO DE 2016).  
 
HECHOS: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar 
el artículo 64, párrafo primero, del Código Penal Federal, que prevé la 
potestad para aumentar las penas en caso de concurso ideal de delitos, 
llegaron a conclusiones distintas, pues mientras uno de ellos resolvió que la 
mencionada porción normativa faculta al juzgador a aumentar las penas, 
teniendo únicamente la obligación de justificar el monto del incremento, los 
otros sostuvieron que la indicada obligación de motivar abarca a la decisión 
misma de incrementar las sanciones y no sólo la magnitud del aumento. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación determina que con motivo de la reforma al párrafo primero del 
artículo 64 del Código Penal Federal, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 17 de junio de 2016, se eliminó la obligación de la autoridad 
judicial de incrementar, en caso de concurso ideal de delitos, la pena del 
injusto mayor con la de los restantes, permitiéndosele ahora decidir si la 
aumenta o no; de ahí que el ejercicio de esa potestad está condicionado al 
cumplimiento del deber de fundar y motivar dicha decisión, en términos del 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, 
por tanto, es necesario exponer de manera concreta las razones 
particulares, circunstancias especiales o causas inmediatas tomadas en 
consideración para incrementar o no dicha sanción. 
 
JUSTIFICACIÓN: Lo anterior es así, en virtud de que si se opta por el citado 
incremento, es necesario establecer bajo qué modalidad de las previstas en 
la ley se hace, en atención a la distinción que hizo el legislador en función 
de la naturaleza de las consecuencias jurídicas correspondientes, pues si 
aquéllas son similares, ese aumento podría ser hasta por la mitad del 
máximo de la duración de aquéllas, pero si no, existirá la posibilidad de 
imponer algunas, o bien, todas. Por otro lado, también se deberá motivar el 
quántum del incremento, debiéndose partir, respecto de la pena restrictiva 
de la libertad personal, del principio nulla poena sine necessitate, conforme 
al cual sólo resulta viable la imposición de la prisión por el tiempo 
estrictamente indispensable para cumplir su propósito, más allá de cualquier 
argumento instrumentalista, pues es innegable que el valor de la persona 
humana impone una limitación fundamental a su duración. Ahora bien, el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que cuando 
la ley otorga a la autoridad un amplio campo de apreciación para actuar o 
no de determinada manera, incluso, facultándola para disponer libremente 
el contenido de su proceder, tiene la insoslayable obligación de fundar y 
motivar su decisión. En efecto, el otorgamiento de facultades discrecionales 
a las autoridades no está prohibido por la Constitución General, ya que en 
ocasiones su uso puede ser conveniente o necesario para lograr la finalidad 
que la propia ley les señala; sin embargo, su ejercicio debe limitarse de 
modo que se impida la arbitrariedad en su actuar. Esa limitación puede 



 

 

provenir de la propia disposición normativa, la cual puede contener 
determinados parámetros para acotar el ejercicio de la atribución en forma 
razonable, o bien, de la obligación genérica de fundar y motivar todo acto 
de autoridad. 
 
Contradicción de tesis 41/2019. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito. 21 de octubre de 
2020. Cinco votos de los de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Octavo Circuito, al resolver los juicios de amparos directos penales 
143/2018, 19/2018, 144/2018, 145/2018 y 182/2018, en los que consideró 
que el párrafo primero del artículo 64 del Código Penal Federal faculta al 
juzgador, en caso de concurso ideal de delitos, a aumentar las penas por 
los ilícitos restantes, teniendo únicamente la obligación de justificar el monto 
del incremento, y 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto 
Circuito, al resolver el amparo directo 116/2017 y el sostenido por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al 
resolver el amparo directo 331/2017, en los que sostuvieron que el párrafo 
primero del artículo 64 del Código Penal Federal faculta al juzgador, en caso 
de concurso ideal de delitos, a aumentar las penas por los ilícitos restantes, 
teniendo la obligación de justificar la decisión misma de incrementar las 
sanciones y no sólo la magnitud del aumento, pues de lo contrario el arbitrio 
judicial se convertiría en una simple operación aritmética. 
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de once de noviembre de dos mil veinte. Ciudad de México, 
a once de noviembre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
PMP/lgm 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 54/2020 (10a.) 
 
 
AUTO DE NO VINCULACIÓN A PROCESO. LA VÍCTIMA U OFENDIDO 
ESTÁN LEGITIMADOS PARA INTERPONER EL RECURSO DE 
APELACIÓN EN SU CONTRA, PORQUE AFECTA INDIRECTAMENTE 
SU DERECHO A LA REPARACIÓN DEL DAÑO, EN LOS CASOS EN QUE 
ESTA PROCEDA, Y PORQUE CON DICHA LEGITIMACIÓN SE 
ASEGURA SU DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA.  
 
HECHOS: En dos procesos penales en los que se decretó un auto de no 
vinculación a proceso, las víctimas impugnaron dicha determinación 
mediante el recurso de apelación. Los Tribunales Colegiados contendientes 
sostuvieron criterios distintos respecto de si el auto de no vinculación a 
proceso afecta la reparación del daño en perjuicio de la víctima u ofendido, 
y entonces resolvieron de forma diferenciada sobre la legitimación de las 
víctimas para apelar dicho auto. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación considera que la víctima o parte ofendida del delito sí cuentan con 
legitimación para interponer el recurso de apelación en contra del auto de 
no vinculación a proceso, porque este afecta de manera indirecta la 
reparación del daño. El auto de no vinculación a proceso tiene como 
consecuencia que no se continúe con la investigación, en su fase 
complementaria, y que no se lleve a cabo la etapa de juicio, en la que, de 
ser el caso, se declararía la culpabilidad del acusado y, por lo tanto, su 
correspondiente condena de reparar el daño. 
 
JUSTIFICACIÓN: El artículo 459, fracción I, del Código Nacional de 
Procedimientos Penales faculta expresamente a la víctima o parte ofendida 
para impugnar aquellas determinaciones que versen sobre la reparación del 
daño causado por el delito, con independencia de que se hayan o no 
constituido en coadyuvantes del Ministerio Público. Esto legitima a la víctima 
o parte ofendida para apelar el auto de no vinculación a proceso, pues tal 
auto impide el desenvolvimiento de un proceso que entre sus culminaciones 
podría contener la condena a reparar el daño. Con dicha legitimación se 
asegura el derecho de acceso a la justicia de las víctimas o partes 
ofendidas, pues dadas las consecuencias que dicha determinación trae 
consigo, es de suma importancia que su legalidad sea controlada por el 
tribunal de alzada, para garantizar que la misma solo se presentará en los 
casos en los que efectivamente no existen elementos para continuar con la 
investigación. 
 
Contradicción de tesis 355/2019. Entre las sustentadas por el Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal Y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito.  
5 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretario: Ramón Eduardo López Saldaña.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 



 

 

 
El emitido por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 155/2017, que dio origen a la tesis 
aislada I.6o.P. 99 P (10A.), de título y subtítulo: “AUTO DE VINCULACIÓN 
Y NO VINCULACIÓN A PROCESO. EN SU CONTRA PROCEDE EL 
RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO POR LA VÍCTIMA U 
OFENDIDO DEL DELITO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 459, 
FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES.”; publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 51, febrero de 2018, Tomo III, página 
1382, con número de registro digital 2016149, y 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 470/2017, del que derivó la tesis XVII.1º.P.A. 64 P (10A.), de título 
y subtítulo: “RECURSO DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO DE NO 
VINCULACIÓN A PROCESO. ES INADMISIBLE –POR FALTA DE 
LEGITIMACIÓN– EL INTERPUESTO POR LA VÍCTIMA U OFENDIDO, SI 
NO SE CONSTITUYÓ EN COADYUVANTE DEL MINISTERIO PÚBLICO.”; 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 57, agosto de 2018, Tomo III, página 3031, con número de 
registro digital 2017502. 
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de dieciocho de noviembre de dos mil veinte. Ciudad de 
México, a dieciocho de noviembre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 55/2020 (10a.) 
 
 
INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE SENTENCIA EN EL JUICIO 
MERCANTIL. LA PERSONA AUTORIZADA EN TÉRMINOS AMPLIOS 
DEL PÁRRAFO TERCERO DEL ARTÍCULO 1069 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO NO CUENTA CON FACULTADES PARA INTERPONERLO.  
 
HECHOS: Dos tribunales colegiados, al resolver diversos amparos en 
revisión, analizaron si la persona autorizada en términos amplios del artículo 
1069 del Código de Comercio se encontraba facultada para promover el 
incidente de liquidación de sentencia previsto en el artículo 1348 de ese 
mismo ordenamiento. Los tribunales contendientes sostuvieron criterios 
distintos: uno consideró que por tratarse del ejercicio de un derecho 
sustantivo la persona autorizada no estaba facultada para hacerlo, mientras 
que el otro concluyó que por ser una extensión del juicio principal sí podía 
promoverlo.  
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación considera que el incidente de liquidación previsto en el artículo 
1348 del Código de Comercio entraña el ejercicio de un derecho sustantivo, 
íntimamente relacionado con la litis principal, como lo es la cuantificación 
de una sentencia que no contiene una cantidad líquida y que ha sido dictada 
a favor del accionante incidental. De ahí que la persona autorizada en 
términos amplios del artículo 1069 de ese mismo ordenamiento no se 
encuentra facultada para promoverlo, pues en dicho artículo solamente se 
le confieren facultades orientadas a facilitar la realización de los actos 
procesales ahí previstos, sin que pueda interpretarse que se trata de un acto 
en defensa de los intereses del autorizante, porque entraña un derecho 
sustantivo de éste que requiere delegación expresa. 
 
JUSTIFICACIÓN: La presentación del incidente de liquidación de sentencia 
es un ejercicio que se encuentra reservado únicamente para el titular del 
derecho o su legítimo representante legal, así que no puede promoverlo la 
persona autorizada en términos amplios del artículo 1069 del Código de 
Comercio. Lo anterior, por ser un acto de naturaleza sustantiva en tanto 
tiene por objeto desentrañar un aspecto esencial de la litis principal, como 
es la determinación del contenido y alcance del derecho cuya existencia fue 
previamente decretada como cosa juzgada en la sentencia definitiva. 
 
Contradicción de tesis 412/2019. Entre las sustentadas por el  Tercer 
Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Cuarto Circuito. 14 de octubre de 2020. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Juan Jaime 
González Varas.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 236/2019, en el que sostuvo que el 
autorizado en términos amplios del artículo 1069 del Código de Comercio 



 

 

no se encuentra facultado para promover el incidente de liquidación en 
nombre de su autorizante porque el incidente de liquidación constituye una 
auténtica pretensión litigiosa de carácter sustantiva que debe promoverse 
por el titular del derecho, y 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 361/2017, que dio origen a la tesis 
aislada IV.1o.C. 14 C (10a.), de título y subtítulo: “AUTORIZADO EN 
TÉRMINOS AMPLIOS CONFORME AL PÁRRAFO TERCERO DEL 
ARTÍCULO 1069 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. ESTÁ FACULTADO 
PARA PROMOVER EL INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE INTERESES EN 
NOMBRE DE SU AUTORIZANTE. “; publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 67, junio de 2019, Tomo VI, 
página 5130, con número de registro digital 2020170. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de dieciocho de noviembre de dos mil veinte. Ciudad de 
México, a dieciocho de noviembre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 56/2020 (10a.) 
 
 
PENSIÓN ALIMENTICIA. LA ACCIÓN PARA SOLICITAR SU 
MODIFICACIÓN PUEDE EJERCERSE, INDISTINTAMENTE, EN UN 
PROCEDIMIENTO PRINCIPAL O EN UNO INCIDENTAL 
(LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE JALISCO Y VERACRUZ).  
 
HECHOS: En distintos asuntos donde se solicitó una modificación de la 
pensión alimenticia, un tribunal colegiado en materia civil del Séptimo 
Circuito determinó que la parte solicitante solo podía promoverla través de 
un juicio principal, mientras que el Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito 
estableció que podía ejercerse indistintamente en la vía incidental o a través 
de un juicio autónomo. 
 
CRITERIO JURÍDICO: En las legislaciones de los estados de Veracruz y 
Jalisco no existe norma de carácter prohibitivo que impida al justiciable 
ejercer la acción de modificación de pensión alimenticia en un 
procedimiento incidental, por lo que el juzgador no debe impedir el ejercicio 
del derecho de acción en la vía que el actor elija. Cuando el legislador no 
establece de manera expresa si el derecho que se pretende deducir debe 
ejercerse en un procedimiento incidental o en uno principal, y además hay 
similitudes procesales, se debe concluir que el actor tiene la potestad legal 
para elegir el tipo de procedimiento que desea seguir, y que, si ha elegido 
la vía incidental, es atendiendo a la naturaleza abreviada de la misma y a 
que guarda relación con el juicio principal. 
 
JUSTIFICACIÓN: De acuerdo con la legislación vigente de Veracruz y 
Jalisco, se observan las mismas formalidades esenciales en la vía incidental 
y en la principal: se ponen a consideración del juzgador las nuevas 
condiciones en las que se encuentre el deudor alimentario, se otorga al 
demandado un término para contestar la demanda, se contempla la 
posibilidad de ofrecer y desahogar pruebas, de rendir alegatos y, además, 
se prevé un plazo determinado para resolverse 
 
Contradicción de tesis 497/2019. Entre las sustentadas por el  Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Pleno en 
Materia Civil del Tercer Circuito. 13 de mayo de 2020.  Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: José 
Luis Cruz Martínez.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 448/2019, en el que resolvió 
que la acción de modificación de alimentos indefectiblemente debe 
intentarse mediante la instauración de un juicio principal y no mediante 
incidente, y 
 
El sustentado por el Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver la 
contradicción de tesis 10/2014, que dio origen a la tesis jurisprudencial 
PC.III.C. J/6 C (10a.), de título y subtítulo: “PENSIÓN ALIMENTICIA FIJADA 
EN EL CONVENIO DE DIVORCIO POR MUTUO CONSENTIMIENTO QUE 



 

 

SE ELEVÓ A CATEGORÍA DE SENTENCIA EJECUTORIADA. LA 
SOLICITUD DE MODIFICARLA PUEDE PLANTEARSE, 
INDISTINTAMENTE, EN LA VÍA INCIDENTAL DENTRO DEL PROPIO 
PROCEDIMIENTO, O BIEN, A TRAVÉS DE UN JUICIO AUTÓNOMO 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO).”; publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 23, octubre de 
2015, Tomo III, página 2944, con número de registro digital 2010319. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de dieciocho de noviembre de dos mil veinte. Ciudad de 
México, a dieciocho de noviembre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 57/2020 (10a.) 
 
 
EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS AL DEMANDADO EN EL JUICIO 
ORAL MERCANTIL. DEBE DECRETARSE LA CADUCIDAD DE LA 
INSTANCIA ANTE EL INCUMPLIMIENTO DEL ACTOR DE PUBLICAR 
LOS EDICTOS.  
 
HECHOS: Los tribunales colegiados contendientes sostuvieron criterios 
distintos respecto de la consecuencia jurídica que debe decretarse para el 
caso del incumplimiento en que incurre la parte actora del juicio oral 
mercantil, derivado de su obligación procesal de publicar los edictos 
ordenados para emplazar a la parte demandada. 
 
CRITERIO JURÍDICO: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación considera que, ante la circunstancia de incumplimiento 
descrita, debe operar la caducidad de la instancia prevista en el Código de 
Comercio y no una diversa sanción jurídica. 
 
JUSTIFICACIÓN: En el juicio oral mercantil impera el principio dispositivo, 
consistente en que la iniciación e impulso del procedimiento está en manos 
de los contendientes y no en el juzgador. Por ello, la inactividad de las partes 
de impulsar la continuación del procedimiento para que el juez esté en 
oportunidad de poner el juicio en estado de resolución y cumplir con su 
obligación de impartición de justicia pronta y expedita, es sancionada 
mediante la figura jurídica de la caducidad. Siendo así, ante el 
incumplimiento del deber procesal conferido al actor de publicar los edictos 
ordenados para emplazar al demandado, es aplicable la caducidad prevista 
en el artículo 1076 del Código de Comercio, que se actualiza una vez 
transcurridos los ciento veinte días posteriores al requerimiento, sin que 
medie promoción del actor en la que se evidencie su voluntad de continuar 
con la conclusión del juicio. No es posible considerar que en la legislación 
mercantil exista una laguna jurídica sobre este tema, de forma que no es 
dable procurar integrar la norma a partir de interpretaciones derivadas de 
otras legislaciones, como lo sería la Ley de Amparo abrogada. 
 
Contradicción de tesis 26/2020. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito. 7 de octubre de 2020. 
Mayoría de tres votos los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretario: José Manuel del Río Serrano.   
 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, 
al resolver el juicio de amparo directo 417/2014 que dio origen a la tesis 
aislada XXVII.3o.17 C (10a.), de título y subtítulo: ” EMPLAZAMIENTO POR 
EDICTOS AL DEMANDADO EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. A FIN DE 
DETERMINAR EL PLAZO PARA DILIGENCIARLO, DEBE ACUDIRSE A 
LA INTEGRACIÓN NORMATIVA POR ANALOGÍA Y APLICAR EL DE 
VEINTE DÍAS PREVISTO EN LA LEY DE AMPARO.”; publicada en la 



 

 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 15, 
febrero de 2015, Tomo III, página 2680, con número de registro digital 
2008459, y 
 
 El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 527/2019, en el que al 
analizar la validez del apercibimiento realizado por la autoridad de primera 
instancia consistente en dar de baja el asunto por falta de interés, sostuvo 
que la advertencia de mérito resultaba contraria a derecho, porque no existe 
precepto legal que le confiera facultad al Juez del conocimiento para dar por 
concluido el juicio en el supuesto de que la actora no acuda a recibir los 
edictos o no presente el comprobante de pago de las publicaciones 
correspondientes en el término establecido para ello. En todo caso, dijo, si 
el motivo de la sanción que se pretende atribuir a la actora es la falta de 
interés en la prosecución del procedimiento, esa conducta únicamente se 
equipara a la caducidad de la instancia, la que en el caso no se actualizó. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de dieciocho de noviembre de dos mil veinte. Ciudad de 
México, a dieciocho de noviembre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 58/2020 (10a.) 
 
 
ESTUDIO SOCIOECONÓMICO. PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE LO ORDENA, POR SER 
UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN.  
 
HECHOS: Dos tribunales colegiados de circuito analizaron la procedencia 
del amparo indirecto en contra de diferentes resoluciones definitivas 
dictadas dentro de juicios civiles donde se ordenó la realización de estudios 
socioeconómicos a las personas quejosas. Uno de los tribunales colegiados 
determinó que el juicio de amparo indirecto no era procedente, pues 
consideró que la realización de un estudio socioeconómico es un acto 
intraprocesal que no vulnera derechos sustantivos; en contraste, para el otro 
tribunal, ese acto sí es susceptible de transgredir el derecho humano a la 
inviolabilidad del domicilio, lo que hacía procedente el juicio de amparo 
indirecto. 
 
CRITERIO JURÍDICO: Esta Primera Sala concluye que la orden de practicar 
un estudio socioeconómico judicial es susceptible de transgredir el derecho 
humano a la intimidad, como parte del derecho sustantivo a la vida privada, 
e incluso, en caso de que se ordene la visita domiciliaria, es susceptible de 
transgredir el derecho a la inviolabilidad del domicilio. 
 
JUSTIFICACIÓN: El estudio socioeconómico es un instrumento que tiene 
como finalidad ubicar en un nivel socioeconómico a una persona y contribuir 
al conocimiento de su entorno familiar, económico y social. Se realiza 
mediante el sistema de entrevista y preferentemente mediante la visita 
domiciliaria. A fin de llevar a cabo el estudio socioeconómico, el o la 
trabajadora social realizará al menos una entrevista de la que podrá obtener 
información sobre el ambiente socioafectivo y económico, y su interrelación 
con el medio externo de la persona destinataria del estudio, lo que 
constituyen los extremos más personales de la vida y, por tanto, de la 
intimidad de las personas. Además, en el caso de que el estudio 
socioeconómico se ordene desarrollar en el domicilio de la persona 
entrevistada, ese acto es susceptible de transgredir el derecho humano a la 
inviolabilidad del domicilio, como parte de la intimidad personal, pues 
implica conceder acceso a un espacio reservado en el cual los individuos 
ejercen su libertad más íntima, toda vez que el o la entrevistadora 
constatará de primera mano las interacciones sociales de la dinámica 
familiar. Por esta razón se surte la hipótesis de procedencia del juicio de 
amparo indirecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, 
fracción V, de la Ley de Amparo y 114, fracción IV, de la abrogada ley de la 
materia. Al tratarse de un acto de imposible reparación, susceptible de 
transgredir la intimidad personal, el o la Juez de amparo deberá analizar, en 
cada caso concreto, la constitucionalidad de la práctica del estudio 
socioeconómico y efectuar el control de su legalidad, lo que implica verificar 
que la prueba sea idónea y pertinente en el proceso judicial de origen para 
llegar al conocimiento de la verdad. 
 
Contradicción de tesis 144/2019. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil Del Primer Circuito. 14 de octubre de 2020. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat y  Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge 



 

 

Mario Pardo Rebolledo y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretario: Irlanda Denisse Ávalos Núñez.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito, al resolver el recurso de queja 286/2018, en el que se determinó 
que no procedía el juicio de amparo indirecto en contra de la resolución que 
admite la prueba consistente en la realización de un estudio 
socioeconómico, por no ser un acto de imposible reparación que vulnere 
derechos sustantivos, pues no imposibilita el ejercicio de un derecho, siendo 
que la única consecuencia que se desprende de tal acto es de naturaleza 
procesal, esto es, que en la tramitación del juicio el inconforme puede tener 
sentencia favorable, por lo que quedarían reparadas las posibles 
violaciones de la aludida resolución, y 
 
El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver la queja 48/1995, la cual dio origen a la tesis aislada 
I.1o.C.9 C, de título y subtítulo: “AMPARO INDIRECTO. PROCEDENCIA 
DEL, CONTRA LA ADMISIÓN DE UNA PRUEBA CUYO DESAHOGO 
CONSISTE EN LA REALIZACIÓN DEL ESTUDIO SOCIOECONÓMICO 
DEL QUEJOSO EN SU DOMICILIO. ES UN ACTO DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN.”; publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo II, noviembre de 1995, página 498, con 
número de registro digital 203720. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de veinticinco de noviembre de dos mil veinte. Ciudad de 
México, a veinticinco de noviembre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 59/2020 (10a.) 
 
 
SENTENCIA DE AMPARO QUE CONCEDE LA PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL EN CONTRA DE UNA ORDEN DE APREHENSIÓN. 
PROCEDE EL RECURSO DE QUEJA EN CONTRA DEL ACUERDO DEL 
JUEZ DE DISTRITO QUE NIEGA REQUERIR A LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE SU CUMPLIMIENTO INMEDIATO.  
 
HECHOS: Los Tribunales Colegiados contendientes conocieron de diversos 
recursos de queja ante la negativa del Juez de Distrito de requerir a la 
autoridad responsable el cumplimiento inmediato de la sentencia que otorgó 
la protección constitucional en contra de una orden de aprehensión. Al 
analizar su procedencia, sostuvieron un criterio distinto con relación al 
cumplimiento de las características de trascendencia y gravedad, previstas 
en el artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo. 
 
CRITERIO JURÍDICO: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación considera que la negativa del Juez de Distrito para requerir el 
cumplimiento inmediato de la sentencia que concedió la protección 
constitucional contra una orden de aprehensión tiene la naturaleza 
trascendental y grave para efectos de la procedencia del recurso de queja, 
en virtud de que, de resultar fundado, existiría la posible afectación a un 
derecho de primer rango como es la libertad personal. 
 
JUSTIFICACIÓN: El recurso de queja previsto en el artículo 97, fracción I, 
inciso e), de la Ley de Amparo, condiciona su procedencia a que la 
resolución impugnada no admita expresamente el recurso de revisión y que, 
por su naturaleza trascendental y grave, pueda causar un perjuicio 
irreparable a alguna de las partes. Al respecto, este alto tribunal ha 
establecido que esa naturaleza depende de que el contenido de la 
resolución produzca efectos que impliquen consecuencias en el futuro y que 
éstas, por razón de sus efectos, sean capaces de causar una afectación tal 
que pueda calificarse como grave. Ahora bien, el artículo 77, tercer párrafo, 
de la Ley de Amparo establece una excepción a la regla sobre el momento 
en que surte efectos la sentencia de amparo tratándose de delitos 
considerados no graves o que no ameriten prisión preventiva oficiosa, al 
señalar que sus efectos son inmediatos. Esto, en virtud de que el legislador 
federal estimó que los derechos fundamentales que podrían verse 
vulnerados con los actos previstos en la citada porción normativa debían 
protegerse especialmente, por lo que debía restituirse de manera inmediata 
a la parte quejosa en el pleno goce del derecho humano violado, incluso 
antes de que cause ejecutoria. 
 
Contradicción de tesis 392/2019. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. 1 de julio de 2020. Cinco votos de 
los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse 
Ávalos Núñez.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 



 

 

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito al 
resolver la queja 46/2018, en el que se determinó que el recurso de queja 
era improcedente, al no actualizarse el supuesto previsto en el artículo 97, 
fracción I, inciso e) de la Ley de Amparo, pues  el acuerdo por medio del 
cual el juez de distrito se niega a requerir a la autoridad responsable el 
cumplimiento inmediato de la sentencia, que concedió el amparo respecto 
de una orden de aprehensión, no es de naturaleza trascendental ni grave, 
y 
 
El sustentado por el  Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo 
Circuito, al resolver el recurso de queja 114/2018, la cual dio origen a las 
tesis aisladas XXVII.3o.74 P (10A.) y XXVII.3o.75 P (10A.), de títulos y 
subtítulos: “RECURSO DE QUEJA EN AMPARO INDIRECTO PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO E), DE LA LEY DE LA 
MATERIA. PROCEDE CONTRA LA NEGATIVA DEL JUEZ DE DISTRITO 
DE EXIGIR A LA AUTORIDAD RESPONSABLE QUE DEJE SIN EFECTOS, 
DE MANERA INMEDIATA, LA ORDEN RESTRICTIVA DE LA LIBERTAD 
RECLAMADA (RESPECTO DE DELITOS NO GRAVES O QUE NO 
AMERITAN PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA), EN VIRTUD DEL 
AMPARO CONCEDIDO EN SU CONTRA.” y “SENTENCIA QUE 
CONCEDE EL AMPARO CONTRA UNA ORDEN RESTRICTIVA DE LA 
LIBERTAD, RESPECTO DE DELITOS NO GRAVES O QUE NO 
AMERITAN PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA. SURTE EFECTOS DE 
MANERA INMEDIATA, ÚNICAMENTE RESPECTO A DICHA ORDEN, NO 
ASÍ EN CUANTO A LOS DEMÁS EFECTOS DE LA PROTECCIÓN 
OTORGADA QUE TIENDAN A PURGAR LOS VICIOS ADVERTIDOS POR 
EL ÓRGANO JURISDICCIONAL (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 77, 
PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY DE AMPARO)..”; publicadas en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Decima Época, Libro 58, 
septiembre de 2018, Tomo III, páginas 2499 y 2567, con números de 
registro digital 2018015 y 2018023, respectivamente. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de veinticinco de noviembre de dos mil veinte. Ciudad de 
México, a veinticinco de noviembre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 60/2020 (10a.) 
 
 
JUICIO ORAL MERCANTIL. EN LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA 
NO APLICA LA EXIGENCIA DE ACOMPAÑAR LOS DOCUMENTOS 
PREVISTOS EN LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 1061 DEL CÓDIGO 
COMERCIO.  
 
HECHOS: Al analizar los requisitos para la procedencia de un juicio oral 
mercantil, un Tribunal Colegiado del Vigésimo Segundo Circuito concluyó 
que, en términos de la fracción V del artículo 1061 del Código de Comercio, 
era necesario que la parte promovente adjuntara a la demanda las copias 
simples de su Registro Federal de Contribuyentes, de su Clave Única de 
Registro de Población, y de su identificación oficial. Mientras que un 
Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, concluyó que no era exigible que se 
exhibieran dichas constancias con la demanda. 
 
CRITERIO JURÍDICO: Esta Primera Sala considera que el legislador 
estableció un título especial en el Código de Comercio, denominado “Del 
juicio oral mercantil”, a fin de establecer que este tipo de procedimientos se 
rige por sus propias reglas, y que solo aplicarán las reglas generales del 
mismo código en todo lo no previsto. En este título están regulados de 
manera expresa los requisitos que debe cumplir el escrito inicial de 
demanda del juicio oral mercantil, así como la documentación que ha de 
anexarse a ésta. Por tal motivo, toda vez que el capítulo especial dispone 
reglas específicas, no es dable recurrir a las generalidades previstas para 
el juicio ordinario y exigir adicionalmente las constancias que se prevén para 
ese tipo de juicios. 
 
JUSTIFICACIÓN: La existencia de una metodología específica y especial 
no puede sugerir a las partes que deben acudir a otros capítulos del mismo 
código para encontrar requisitos mayores a los que el procedimiento 
especial ya les indica. La lógica de la regla de especialidad es que, si el 
capítulo especial prevé reglas específicas, estas han de regir, de forma que 
esperar lo contrario, a pesar de existir dichas reglas, podría devenir en una 
afectación a los derechos procesales de las partes, porque se les estarían 
exigiendo más requisitos que los que habrían considerado a la luz de esta 
regla de especialidad. La presente interpretación resulta también armoniosa 
con los principios rectores de este tipo de procedimientos, especialmente y 
como su nombre lo indica, el de oralidad. 
 
Contradicción de tesis 314/2019. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo 
Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y del Trabajo del 
Octavo Circuito. 7 de octubre de 2020. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto particular y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Raúl Mendiola Pizaña.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil 
del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver los amparos directos 453/2017, 



 

 

183/2017 y 391/2017, los cuales dieron origen a la tesis aislada 
XXII.3o.A.C.1 C (10a.), de título y subtítulo: “JUICIOS ORALES 
MERCANTILES. ANTE LA OMISIÓN DEL PROMOVENTE DE 
ACOMPAÑAR A SU ESCRITO INICIAL LOS DOCUMENTOS PREVISTOS 
EN LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 1061 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, 
EL JUEZ DEBE PREVENIRLO PARA QUE LOS EXHIBA, EN TÉRMINOS 
DEL DIVERSO NUMERAL 1390 BIS 12, EN ARAS DE SALVAGUARDAR 
EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA.”; publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 53, abril de 2018, 
Tomo III, página 2244, con número de registro digital 2016627, y 
 
 El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo del Octavo Circuito, al resolver los amparos directos 951/2017 y 
540/2018, los cuales dieron origen a la tesis aislada VIII.2o.C.T.10 C (10a), 
de título y subtítulo: “JUICIO ORAL MERCANTIL. LA REGLA GENERAL 
CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 1061, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, ES INAPLICABLE EN CUANTO A LOS DOCUMENTOS QUE 
DEBEN ANEXARSE A LA DEMANDA Y SU CONTESTACIÓN.”; publicada 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
65, abril de 2019, Tomo III, página 2045, con número de registro 2019667. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de dos de diciembre de dos mil veinte. Ciudad de México, a 
dos de diciembre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 61/2020 (10a.) 
 
 
CARGOS NO RECONOCIDOS A TARJETA DE DÉBITO. PROCEDE EL 
PAGO DE INTERESES MORATORIOS POR LA FALTA O RETRASO EN 
LA RETRIBUCIÓN DE LAS CANTIDADES SUSTRAÍDAS, EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 362 DEL CÓDIGO DE COMERCIO.  
 
HECHOS: Dos tribunales colegiados de la misma especialidad, pero de 
distinto circuito, llegaron a conclusiones distintas sobre la procedencia del 
pago de intereses moratorios, en términos del artículo 362 del Código de 
Comercio, a cargo de la institución bancaria, cuando se han hecho cargos 
no reconocidos por el titular de la cuenta de depósito a que se vincula la 
tarjeta de débito y aquélla no retribuye de inmediato las cantidades 
sustraídas en perjuicio del cuentahabiente.  
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala resolvió que cuando el titular de una 
cuenta de depósito de dinero denuncie retiros no autorizados mediante el 
uso de tarjeta de débito, la institución bancaria debe retribuir las cantidades 
retiradas y, en caso de no hacerlo, pagar intereses ordinarios y moratorios 
por el retraso en que incurra a razón del 6%; pues en el contrato de depósito 
de dinero el depositario tiene un deber de cuidado sobre el dinero que le 
entrega el depositante.  
 
JUSTIFICACIÓN: Del análisis sistemático a los artículos 267, 271, 272 y 
273 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito; 332, 333, 334, 
335 y 338 del Código de Comercio, 46, 48, fracción I, y 48 bis 2 de la Ley 
de Instituciones de Crédito y demás aplicables en materia bancaria, 
tratándose de cargos no reconocidos efectuados con tarjeta de débito, la 
institución financiera depositaria tiene obligación de conservación y 
restitución del dinero cuya propiedad le transfirió el cuentahabiente y, por 
ende, cuando ocurre esta situación, tendrá el deber de responder por los 
montos sustraídos. En este sentido, del Código de Comercio se desprende 
lo siguiente: 1. El reembolso de cargos no reconocidos por el titular de una 
tarjeta de débito, vinculada a una cuenta de depósito de dinero abierta en 
una institución bancaria sí constituye una obligación a cargo de ésta como 
depositaria; pues aunque detenta la propiedad del dinero incurre en 
negligencia en la conservación de los fondos entregados para ser retirados 
a la vista por el depositante, y; 2. La obligación de reembolso en el caso de 
cargos no reconocidos se contrae cuando el titular de la tarjeta de débito 
denuncia el hecho a la institución y solicita su restitución. Conforme a estas 
premisas, el depositario tiene el deber de conservación del patrimonio y de 
restitución cuando, entre otros supuestos, el depositante pretenda retirarlo 
a la vista a través de los medios que autorizan las normas relativas (tarjeta 
de débito); por lo que si alguien distinto al titular de la cuenta realiza un 
cargo que éste no reconoce y genera un menoscabo en su patrimonio, es 
posible presumir un descuido de la cosa depositada y, por ende, la 
obligación del depositario de responder al depositante, lo que lo coloca en 
una posición de deudor frente al cuentahabiente-tarjetahabiente acreedor. 
Luego, si la institución bancaria depositaria del dinero no restituye el monto 
del cargo no reconocido al titular de la tarjeta de débito vinculada a la cuenta 
de depósito que contrató, deberá pagar, además de los intereses ordinarios 
que se hubieren pactado en el contrato de adhesión o cualquier otro 
instrumento convencional en la proporción que corresponda a la cantidad 
indebidamente sustraída, los intereses moratorios en razón del 6% anual, 



 

 

en términos del artículo 362 del Código de Comercio, no obstante la 
ubicación de este precepto en el Libro Segundo, Título Quinto, Capítulo 
Primero, del Código de Comercio que se ocupa del préstamo mercantil, 
porque debe reputarse su aplicación general y, por ende, aplicable a todos 
los contratos de carácter comercial en los que el deudor deba pagar un 
interés moratorio. 
 
Contradicción de tesis 354/2018. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 4 de noviembre de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto 
Circuito, al resolver el amparo directo 255/2018, en el que determinó que 
procede el pago de intereses legales en términos del artículo 362 del Código 
de Comercio contra cargos indebidos a tarjeta de débito, y 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 845/2016, que dio origen a 
la tesis aislada VII.2º.C.121 C (10a.), de título y subtítulo: “TARJETA DE 
DÉBITO. CONTRA CARGOS INDEBIDOS REALIZADOS POR UNA 
INSTITUCIÓN BANCARIA, NO PROCEDE EL PAGO DE INTERESES 
LEGALES, SINO EJERCITAR LA ACCIÓN DE DAÑOS Y PERJUICIOS 
SUFRIDOS EN EL PATRIMONIO (INAPLICABILIDAD DEL ARTÍCULO 362 
DEL CÓDIGO DE COMERCIO).”, publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 42, mayo de 2017, Tomo III, 
página 2151, con número de registro digital 2014282. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de dos de diciembre de dos mil veinte. Ciudad de México, a 
dos de diciembre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 62/2020 (10a.) 
 

 

EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO PARA ASEGURAR LA 
DEFENSA ADECUADA EN EL PROCESO PENAL. ANTE EL 
INCUMPLIMIENTO DE VERIFICAR QUE LA PERSONA QUE ASISTIÓ AL 
IMPUTADO EN LA AUDIENCIA DE JUICIO ORAL CUENTE CON LA 
CALIDAD DE LICENCIADO EN DERECHO; EL TRIBUNAL DEBE 
CONCEDER EL AMPARO CON LA FINALIDAD DE QUE SE HAGA LA 
VERIFICACIÓN CORRESPONDIENTE.  
 
HECHOS: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que 
conocieron de los amparos directos respectivos, sostuvieron un criterio 
divergente en torno a los efectos de la concesión del amparo en tratándose 
de la omisión de los tribunales de alzada de verificar la calidad de licenciado 
en derecho de los defensores en la audiencia de juicio oral.  
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación determina que detectada la irregularidad relativa al incumplimiento 
de las autoridades (de primera y segunda instancias) de verificar que la 
persona que asistió al imputado en la audiencia de juicio oral cuenta con la 
calidad de licenciado en derecho, la concesión del amparo deberá estar 
encaminada a obligar a las autoridades responsables, en primer lugar, a 
verificar en cualquier momento del trámite del recurso de apelación, que 
quien asistió al imputado en la audiencia de juicio contaba en ese momento 
con la acreditación jurídica, legal, suficiente y comprobable con los 
documentos o medios idóneos. Para tal efecto, la autoridad de amparo 
deberá dejar insubsistente el acto reclamado. Si del ejercicio de verificación 
resulta que el defensor no era licenciado en derecho, debe reponerse la 
totalidad del juicio y así debe dejarse asentado en la sentencia de segunda 
instancia. Si por el contrario, del ejercicio de verificación resulta que sí era 
licenciado en derecho al momento de asistir en el juicio oral el tribunal de 
alzada deberá asentar el resultado de la verificación, ya sea en el auto inicial 
o en aquella determinación que por su naturaleza y efecto estime 
conveniente.  
 
JUSTIFICACIÓN: En la audiencia de juicio oral del procedimiento penal 
acusatorio, el defensor del imputado debe acreditar su calidad de licenciado 
en derecho y el Juez de Control debe verificar sus credenciales. Si dicha 
actuación no se cumple, y posteriormente se emite una resolución 
acarreando el vicio o la irregularidad –en apelación– el tribunal de alzada se 
enfrenta a un vicio formal que debe ponderar si trasciende o no al fallo. 
Dicho ejercicio de ponderación debe realizarse en atención al artículo 480 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, toda vez que su propósito 
es verificar si la sentencia se emitió sin violar el derecho de defensa 
adecuada, y debe generarse incluso al tenor de la suplencia de la queja. 
Debe decirse que el momento para examinar o verificar y, en su caso, 
reparar la violación, podrá ser durante el trámite de la apelación, es decir, 
será a discreción de la autoridad responsable elegir el momento, pero éste 
tendrá que ser hasta antes del dictado de la sentencia. Ahora bien, 
constatada la omisión del juzgador de primera instancia de verificar las 
credenciales del defensor en la audiencia del juicio oral, así como la omisión 
del órgano jurisdiccional de segunda instancia de calificarla de conformidad 
con la normativa previamente referenciada, el Tribunal Colegiado es 
competente e incluso está obligado a analizar de oficio esas posibles 



 

 

omisiones como violaciones al procedimiento. Esto no significa que el 
órgano de amparo deba realizar ese ejercicio de verificación, y mucho 
menos decretar la violación al derecho de defensa adecuada sin ningún 
dato objetivo que haga constar de manera fehaciente que quien asistió al 
imputado en la audiencia de juicio era o no licenciado en derecho; por lo 
que detectada la irregularidad, la concesión del amparo deberá estar 
encaminada a obligar a las autoridades responsables, en primer lugar, a 
verificar que quien asistió al imputado en la audiencia de juicio, contaba en 
ese momento con la acreditación jurídica, legal, suficiente y comprobable 
con los documentos o medios idóneos. Debe decirse también que los 
efectos del amparo referidos respetan los principios rectores del proceso 
penal acusatorio y son congruentes con el principio de mayor beneficio y 
continuidad, pues el estudio de una posible violación al derecho de defensa 
adecuada es previo al examen respecto al resto de los agravios y se 
enmienda la irregularidad con la mínima interrupción del desarrollo del 
proceso. Finalmente, debe decirse que si el resultado de la verificación es 
que el defensor no era licenciado en derecho al momento de la audiencia 
de juicio oral, el tribunal de alzada debe resolver sobre este error in 
procedendo; reponer el procedimiento de conformidad con el artículo 482 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, hasta la audiencia de juicio 
oral y así asentarlo en la sentencia de segunda instancia. Si se llega a la 
conclusión de que sí era licenciado en derecho al momento de asistir en el 
juicio oral, el tribunal de alzada deberá asentar el resultado de la 
verificación, ya sea en el auto inicial o en aquella determinación que por su 
naturaleza y efecto estime conveniente. 
 

Contradicción de tesis 1/2020. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, el Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Séptima Región, con 
residencia en Acapulco, Guerrero, y el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Décimo Sexto Circuito. 27 de mayo de 2020. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente en el que precisó que el efecto de la concesión 
de amparo no siempre debe ser reponer hasta la audiencia de juicio, sino 
una reposición parcial dependiendo del caso concreto, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Carlos Manuel Baráibar Tovar.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto 
Circuito, al resolver el amparo directo 127/2019 y el sustentado por el 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Séptima Región, con 
residencia en Acapulco, Guerrero, en apoyo del Tercer Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito, al resolver 
el amparo directo 785/2019 (cuaderno de auxiliar 50/2019), en los que se 
determinó que la omisión por parte del tribunal de enjuiciamiento de 
constatar en la audiencia de debate los datos de la cédula profesional del 
defensor que asista al acusado, produce por sí la violación de su derecho a 
contar con una defensa técnica adecuada, violación que además no es 
subsanable en alguna de las etapas del procedimiento, por lo que procede 
la reposición total de la audiencia de debate, y 
 



 

 

El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Décimo Sexto Circuito, al resolver los amparos directos 
94/2019 y 170/2019, en los que se determinó que la omisión del tribunal de 
enjuiciamiento de constatar en la audiencia de debate los datos de la cédula 
profesional del defensor que asiste al acusado, no lleva a concluir que se 
violó su derecho a ser asistido por un letrado en derecho y, por ende, a 
reponerse la audiencia del juicio en su integridad. 
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de dos de diciembre de dos mil veinte. Ciudad de México, a 
dos de diciembre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 63/2020 (10a.) 
 
 
CORRECTIVOS DISCIPLINARIOS IMPUESTOS EN UN CENTRO DE 
RECLUSIÓN. POR REGLA GENERAL, NO CONSTITUYEN UNA 
SANCIÓN ADMINISTRATIVA TRASCENDENTAL O UN ACTO 
PROHIBIDO POR EL ARTÍCULO 22 CONSTITUCIONAL Y, POR TANTO, 
NO SE ACTUALIZA EL SUPUESTO DE EXCEPCIÓN AL TÉRMINO 
GENÉRICO DE QUINCE DÍAS PARA LA PRESENTACIÓN DE LA 
DEMANDA DE AMPARO EN SU CONTRA.  
 
HECHOS: Dos de los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes 
consideraron que el correctivo disciplinario consistente en la suspensión, 
restricción o negativa de la visita familiar e íntima por un periodo 
determinado, que se impuso en un centro de reclusión, constituía una pena 
trascendental prohibida por el artículo 22 constitucional, por lo que se 
actualizaba la hipótesis de excepción prevista en la fracción IV del artículo 
17 de la Ley de Amparo y, por tanto, la demanda de amparo en su contra 
podía presentarse en cualquier tiempo; mientras que los restantes 
Tribunales Colegiados determinaron que no se trataba de una pena 
trascendental ni violaba el artículo 22 constitucional y, en consecuencia, el 
ejercicio de la acción constitucional debía ceñirse al plazo legal genérico de 
quince días.  
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación determina que los correctivos disciplinarios como la suspensión, 
restricción o negativa de la visita familiar e íntima por un periodo 
determinado, impuestos en centros de reclusión, por regla general, no 
tienen la naturaleza jurídica de una sanción administrativa trascendental, ni 
constituyen alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 constitucional; 
por tanto, no les resulta aplicable el caso de excepción previsto en la 
fracción IV del artículo 17 de la Ley de Amparo, para el ejercicio de la acción 
constitucional en su contra, fuera del plazo legal de quince días.  
 
JUSTIFICACIÓN: El correctivo disciplinario es una sanción impuesta por 
autoridades administrativas dentro de un procedimiento de esa naturaleza, 
por infracción a los ordenamientos reglamentarios que rigen la organización, 
operación y administración de los centros de reclusión, cuya finalidad es 
mantener el orden, la disciplina y la seguridad interior. Forma parte del 
derecho administrativo sancionador y, por ello está acotada por lo dispuesto 
en el artículo 22 constitucional que prohíbe, entre otros actos, penas o 
sanciones trascendentales. Ahora bien, la pena trascendental implica que 
directa o indirectamente se imponga una sanción a sujetos que no son 
responsables del delito; sin embargo, la afectación indirecta que resiente la 
familia con motivo de la compurgación de la pena impuesta al sujeto activo 
del delito no encuadra propiamente en ese concepto.  Bajo la misma lógica, 
la sanción administrativa trascendental es aquella que se impone jurídica y 
directamente a una persona, como consecuencia de la responsabilidad de 
otra. Así, la suspensión, restricción o negativa de la visita familiar e íntima, 
por un periodo determinado, no constituye una sanción administrativa 
trascendental, pues se impone en un centro de reclusión como 
consecuencia de la infracción a la normatividad interna, cometida por un 
interno o por sus visitas; y si bien los efectos de esa determinación pueden 
ser resentidos por familiares o visitas del interno, esa afectación o daño no 
deriva de una sanción que se les hubiera impuesto jurídica y directamente 



 

 

a aquéllos. 
 
Contradicción de tesis 266/2015. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, el Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado del Décimo Noveno Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Cuarto Circuito. 22 de enero de 2020. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.   
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Octavo Circuito, al resolver el amparo en revisión 70/2015 en el que 
consideró que la suspensión, restricción o negativa de la visita familiar e 
íntima, por un período determinado de tiempo, impuesta como correctivo 
disciplinario a un interno en un centro de reclusión, derivado de un 
procedimiento administrativo sancionador, con motivo de infracciones a la 
normatividad del propio centro, equivalía a una pena trascendental, 
prohibida por el artículo 22 constitucional, porque no sólo afectaba al 
inculpado, sino también a su familia. Y por tanto, se actualizaba el caso de 
excepción previsto en la fracción IV, del artículo 17 de la Ley de Amparo, 
por lo que la demanda de amparo podía presentarse en cualquier tiempo;   
 
El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 159/2014, del que derivó la tesis 
aislada I.6º.P.60 P (10a.), de título y subtítulo: “SUSPENSIÓN DE LA 
VISITA DE ALGUNO DE LOS FAMILIARES A UN INTERNO EN UN 
RECLUSORIO. DICHA SANCIÓN EQUIVALE A UNA PENA 
TRASCENDENTAL, PROHIBIDA POR EL ARTÍCULO 22 DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL, POR TANTO, LA DEMANDA DE AMPARO 
EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO..”, 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo IV, página 3038, con número 
de registro digital 2008028;   
 
El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 39/2014; en el que consideró que 
el acto reclamado no implicaba una excepción a lo previsto en la fracción 
IV, del artículo 17 de la Ley de Amparo, ni se trataba de alguno de los actos 
prohibidos por el artículo 22 constitucional; por lo que la demanda de 
amparo se debía interponer en el plazo genérico de quince días previsto en 
el citado artículo 17;   
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver el recurso de queja 43/2015, en el que determinó que el 
acto reclamado no actualizaba alguno de los supuestos establecidos en la 
fracción IV, del artículo 17 de la Ley de Amparo, ni alguno de los actos 



 

 

prohibidos por el artículo 22 constitucional; por ello, el amparo se debió 
promover en el plazo genérico de quince días, previsto en el primero de los 
numerales; 
 
El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 71/2015, en el que 
consideró que el acto reclamado, al no encuadrar en alguna de las 
excepciones previstas en la fracción IV, del artículo 17 de la Ley de Amparo, 
o en alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 constitucional, la 
demanda de amparo tenía que interponerse en el plazo de quince días, 
previsto en el primer numeral;   
 
El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 289/2014, en el que estableció que el acto 
reclamado no actualizaba la hipótesis de excepción prevista en el párrafo 
quinto, del artículo 17 de la Ley de Amparo, o alguno de los actos prohibidos 
por el artículo 22 de la Constitución Federal; por tanto, la demanda de 
amparo debió presentarse en el plazo genérico de quince días a que se 
refiere el primer numeral; y   
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 87/2015; en el que estimó que la suspensión, 
restricción o negativa de la visita familiar e íntima, por un período 
determinado de tiempo, impuesta como correctivo disciplinario a un interno 
en un centro de reclusión, derivado de un procedimiento administrativo 
sancionador, no es un ataque a la libertad personal “fuera de 
procedimiento”. Por lo que, no se actualizó la hipótesis de excepción 
prevista en el párrafo quinto del artículo 17 de la Ley de Amparo. Así, la 
demanda de amparo debió promoverse en el plazo de quince días. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada a 
distancia de dos de diciembre de dos mil veinte. Ciudad de México, a 
dos de diciembre de dos mil veinte. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 

 
 
 


